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A lo largo de este año vamos a poder disfrutar en las portadas de nuestra Gaceta de la generosidad y 
sensibilidad de Martha Ruiz Camino, extraordinaria artista de la fotografía, con amplio reconocimiento 
nacional e internacional, como lo acredita su participación en 22 exposiciones colectivas y seis individuales, 
la publicación de su obra y los reconocimientos acumulados a lo largo de su carrera artística. 

Pero Martha es, antes que artista y fotógrafa, un maravilloso ser humano, dotado de un profundo sentido 
de espiritualidad y aprecio por la vida, así como de una intensa vocación por compartir y servir a los demás, 
que es lo que mueve e inspira su obra. Con esa vocación de servicio en su búsqueda de vida, entre otras 
actividades colaboró con Amnistía Internacional, en los años en que la organización fue reconocida con 
el Premio Nobel, de ahí su cercanía con la temática de los Derechos Humanos. 

Para Martha su actividad en la fotografía no es proceso individual, es el medio y motivo para compartirnos 
ese permanente “diálogo con la luz” en que se centra su obra y con el que nos hace partícipes de su 
sensibilidad. Por eso queremos agradecerle su generosidad de compartir con nosotros las fotografías que 
ilustrarán este año el órgano oficial de difusión de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 
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Informe Especial 
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 

sobre el caso de discriminación a la profesora 
Eufrosina Cruz Mendoza 

SÍNTESIS 

El 21 de diciembre de 2007, la profesora Eufrosina Cruz Mendoza, indígena za-
poteca de la Chontal Alta en la Sierra Sur del estado de Oaxaca, presentó ante 
esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos un escrito de queja en el que 
expresó que el 4 de noviembre de 2007 fueron violados sus derechos humanos 
por discriminación, en virtud de que por ser mujer no se le permitió participar co-
mo candidata en las elecciones para la Presidencia Municipal de Santa María 
Quiegolani, Oaxaca. 
Este Organismo Nacional solicitó información a las Secretarías General de Go-

bierno y de Protección Ciudadana, a la Procuraduría General de Justicia, al Ins-
tituto Electoral, a la Comisión para la Defensa de los Derechos Humanos y al 
H. Congreso, todos del estado de Oaxaca, así como al Presidente municipal de 
Santa María Quiegolani, Oaxaca, y a las Secretarías de Gobernación y de Segu-
ridad Pública federales, a la Procuraduría General de la República, al Instituto Fe-
deral Electoral y a la Procuraduría Agraria. 
Se recibieron y analizaron los informes y documentos de las autoridades fe-

derales y del estado de Oaxaca. El Ayuntamiento Municipal de Santa María Quie-
golani no atendió los requerimientos de información y datos formulados por la 
CNDH. 
Igualmente, se analizó la normatividad relacionada con el derecho a la igual-

dad, los derechos de las mujeres, los derechos de los pueblos y comunidades in-
dígenas, la discriminación y los sistemas político-electorales, así como diversos do-
cumentos y bibliografía relacionada con la materia. 
Por otra parte, se solicitó al Gobernador del estado de Oaxaca y al Presidente 

municipal de Santa María Quiegolani la adopción de medidas cautelares en be-
neficio de la agraviada, mismas que fueron aceptadas sólo por el Gobernador 
de la entidad. 
El 4 de noviembre de 2007, durante la celebración de las elecciones para Con-

cejales por el sistema de usos y costumbres en la comunidad de Santa María Quie-
golani, Oaxaca, las autoridades municipales desecharon las boletas en las que 
se había anotado el nombre de la agraviada, por el hecho de ser mujer. 
La Comisión Nacional no pronunció consideraciones en relación con los aspec-

tos electorales de este asunto, porque están fuera de su competencia. 
Del análisis de los hechos y evidencias obtenidas, la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos observó que se violaron en perjuicio de la profesora Eufrosina 
Cruz Mendoza sus derechos humanos a la igualdad y a la participación política. 
Al no responder el Presidente municipal de Santa María Quiegolani las solici-

tudes formuladas por la CNDH, y al no existir evidencias que los desvirtuaran, 
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profesora Eufrosina Cruz Mendoza fue descalificada como candidata a la Asam-
blea Comunitaria de noviembre de 2007, bajo el argumento de que las mujeres 
no pueden ser autoridad municipal. 
La legislación nacional reconoce, por una parte, el derecho de las mujeres a 

participar, en igualdad de condiciones, en todos los ámbitos de la política nacio-
nal y, por otra, que la preservación de los sistemas normativos internos de las co-
munidades indígenas es fundamental para la conservación de su identidad. 
Para esta Comisión Nacional es posible preservar la tradición sin que se exclu-

ya el ejercicio de los demás derechos humanos, considerando que los sistemas 
normativos internos de los pueblos y comunidades indígenas se encuentran li-
mitados a que se garantice la participación de las mujeres en condiciones de 
equidad frente a los varones, y están sujetos a que no se vulneren derechos hu-
manos. 
En este sentido, las autoridades del estado de Oaxaca no han cumplido con 

su obligación de propiciar la difusión de los derechos de las mujeres y el diálogo 
para que los pueblos y comunidades indígenas tomen medidas tendentes a lograr 
la participación plena de las mujeres en la vida política de los mismos 
La legislación garantiza la igualdad de la mujer y el hombre frente a la ley, y 

reconoce el derecho de los pueblos y comunidades indígenas a preservar, enri-
quecer y utilizar sus sistemas normativos, siempre que no atenten contra los 
derechos humanos. 
La autoridad del municipio de Santa María Quiegolani, argumentando la apli-

cación de usos y costumbres, limitó el ejercicio del derecho de participación po-
lítica de la quejosa, Eufrosina Cruz Mendoza, debido a que es mujer. 
En este contexto, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos formuló pro-

puestas encaminadas a que las autoridades promovieran la incorporación a la 
Constitución estatal de la prohibición expresa de toda discriminación y presen-
taran iniciativas de leyes de igualdad entre mujeres y hombres y de prevención 
y eliminación de la discriminación; que las autoridades del estado establecieran 
disposiciones para que, en reconocimiento de la validez de las normas internas 
de los pueblos y comunidades indígenas, no se vulneren los derechos de las mu-
jeres, y adoptaran políticas públicas para que en la elaboración y aplicación de 
los programas que se relacionen con las comunidades indígenas se realicen ac-
ciones tendentes a la difusión plena de los derechos de las mujeres y garantizar 
su ejercicio. 

I. PRESENTACIÓN 

Esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 1o.; 3o.; 6o., fracción II, y 15, fracción VIII, de la Ley de la 
Comisión Nacional de Derechos Humanos, así como 14 y 174 de su Reglamento 
Interno, ha examinado los elementos contenidos en el expediente CNDH/4/2008/ 
70/Q, iniciado el 21 de diciembre 2007 con motivo de la queja presentada por la 
profesora Eufrosina Cruz Mendoza. Dada la importancia y gravedad del caso, 
este Organismo Nacional presenta a la opinión pública y a las autoridades invo-
lucradas de los gobiernos del estado de Oaxaca y del municipio de Santa María 
Quiegolani el presente informe especial, relacionado con los hechos de discrimi-
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El Ombudsman Nacional ha encontrado elementos violatorios de los dere-
chos humanos en algunas acciones u omisiones de autoridades y servidores pú-
blicos que sustentan su actuación en una defensa de los usos y costumbres de 
los pueblos indígenas y niegan el acceso a las mujeres al poder público. 

En algunos municipios regidos por el sistema de usos y costumbres, éstos han 
sido utilizados por grupos para perpetuarse en los ayuntamientos, impidiendo 
que todos los miembros de la comunidad participen en la toma de decisiones 
públicas y la administración de recursos comunitarios, obstaculizando también 
que se compita por el poder público en igualdad de circunstancias. Es usual en 
esas comunidades que los hombres desplacen a las mujeres, condenándolas a 
ser elementos pasivos de la vida comunitaria y a obedecer órdenes que soslayan 
sus prerrogativas inalienables. 

Lo paradójico —y, para quienes la padecen, trágico— de esta situación es que 
tales actos de discriminación y abuso sean regulados por la autoridad. En los he-
chos, existen localidades de la República Mexicana donde es casi imposible que 
una mujer gobierne. Las acciones u omisiones de funcionarios públicos condenan 
a un considerable porcentaje de las mujeres indígenas a ver canceladas sus pre-
rrogativas a votar y ser votadas, a participar en la vida pública con igualdad y a 
ejercer una ciudadanía plena, equitativa y libre de discriminación. 

En México la relación entre gobernantes y gobernados se ha transformado pau-
latinamente durante los últimos lustros. A ello han contribuido la alternancia en 
el poder público, así como una mayor libertad de expresión y el reforzamiento 
de los sistemas de rendición de cuentas. Estos avances se reflejan jurídicamente 
en instrumentos legales como la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discrimi-
nación, la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres y la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. 

Sin embargo, dichos avances son ajenos a la realidad de una gran cantidad de 
mujeres, que ejerce una ciudadanía amputada de sus derechos elementales, como 
si ninguna de las mencionadas leyes estuviera vigente o como si la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos fuera inexistente. 

Partimos de dos consideraciones: la ley es igual para todos y las ideas están 
sujetas al cambio. Cualquier costumbre, por antigua que sea, debe interpretarse 
de acuerdo al contenido de la Constitución federal, los derechos humanos y los 
valores de la democracia. 

Este informe especial se refiere a los hechos acontecidos el 4 de noviembre de 
2007 en el municipio de Santa María Quiegolani, Distrito Judicial de Yautepec y 
Distrito Electoral de Tlacolula, Oaxaca, cuando se verificaban las elecciones por 
usos y costumbres para elegir al Presidente municipal de esa comunidad. Consi-
derando que la naturaleza del asunto trascendió el interés del estado de Oaxaca 
e incidió en la opinión pública nacional, se procedió, con fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 15, fracción VIII, de la Ley de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, así como 14 de su Reglamento Interno, a ejercer la facultad 
de atracción del presente asunto, para que el Ombudsman Nacional conociera de 
los hechos referidos, y se realizaran las investigaciones y estudios necesarios ten-
dentes a emitir el pronunciamiento correspondiente. 

Es pertinente señalar que el deber constitucional y legal de esta Comisión Na-
cional es conocer de violaciones a los derechos humanos de carácter administra-
tivo imputadas a autoridades o servidores públicos, de manera que no tiene las 
atribuciones ni la intención de efectuar pronunciamiento alguno sobre la validez 
de las elecciones efectuadas en el municipio de Santa María Quiegolani el 4 de 
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toridades electorales correspondientes, respecto de las cuales este Organismo 
constitucional del Estado mexicano siempre ha mostrado el mayor respeto. 

La situación que se presentó el pasado 4 de noviembre, durante las eleccio-
nes que se verificaron en Santa María Quiegolani, y que propició que la agravia-
da fuera descartada como contendiente por ser mujer, motivó a esta Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos a analizar la postura tomada por las diversas 
instituciones gubernamentales de los tres órdenes de gobierno y, con objeto de 
evitar que los hechos que se analizan puedan repetirse, este Organismo Nacio-
nal, dentro de su marco normativo de actuación, formula los siguientes señala-
mientos. 

Este informe especial se realizó a partir de las premisas legales y humanitarias 
que rigen las acciones de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, de ahí 
su apego a las evidencias que ésta tuvo a su alcance, por lo que los hechos ex-
puestos se encuentran plenamente sustentados en las investigaciones realizadas 
y en la información que le fue proporcionada, todo lo cual ha sido valorado en 
atención al marco jurídico vigente. 

Esta Comisión Nacional tiene presente que los hechos violatorios no son pri-
vativos de la comunidad de Santa María Quiegolani, es más, no son privativos 
del estado de Oaxaca, sino que se extienden a otras comunidades indígenas a 
lo largo de nuestro país. 

II. ANTECEDENTES 

A. El 21 de diciembre de 2007, la profesora Eufrosina Cruz Mendoza, indígena 
zapoteca de la Chontal Alta en la Sierra Sur del estado de Oaxaca, presentó ante 
esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos un escrito de queja en el que 
expresó que el 4 de noviembre de 2007 fueron violados sus derechos humanos 
por discriminación, en virtud de que por ser mujer no se le permitió participar como 
candidata en las elecciones para la Presidencia Municipal de Santa María Quie-
golani, Yautepec, Oaxaca. 

B. El municipio de Santa María Quiegolani se encuentra en la Región de la Sierra 
Sur del estado de Oaxaca y forma parte del Distrito Judicial de Yautepec. Colinda 
al norte, al sur y al oeste con el municipio de San Carlos Yautepec, y al este con 
los municipios de Santa María Ecatepec y San Carlos Yautepec. Cuenta con una 
extensión de 122.48 kilómetros cuadrados, que representan el 0.13% del terri-
torio oaxaqueño. 

Según los datos arrojados por el II Conteo de Población y Vivienda 2005 del 
Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática, el municipio cuenta 
con 1,537 habitantes, de los cuales 762 (49.58%) son hombres y 775 mujeres 
(50.42%), es decir, que un poco más de la mitad de los pobladores son muje-
res; 1,240 (80.67%) habitantes hablan alguna lengua indígena, zapoteco o chon-
tal. De un total de 339 hogares registrados, 277 (81.7%) cuentan con jefatura 
masculina y 62 (18.3%) tienen como jefe de familia a una mujer. 

De información obtenida de la Enciclopedia de los Municipios de México, se 
tiene que en materia de educación el municipio cuenta con tres escuelas prima-
rias, una telesecundaria y tres centros de capacitación. En atención a la salud 
tiene un centro de salud y dos casas de salud. 

El municipio cuenta con un total de 317 viviendas, de las cuales 315 son par-
GACETA 
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públicos alcanza el 80% en la distribución de agua potable y 90% en alumbra-
do público. 

C. Santa María Quiegolani es uno de los 418 municipios de Oaxaca que se rige 
por normas de derecho consuetudinario, elige a sus representantes durante el 
mes de noviembre y duran en su encargo tres años. Participan en la elección los 
varones y las mujeres mayores de 18 años. Las elecciones se desarrollan de ma-
nera directa, en asamblea, por medio de boletas y urnas. La participación de las 
mujeres sólo se da dentro de algún comité. 

El ayuntamiento se integra por un Presidente municipal, un Síndico y cuatro 
Regidores: de Hacienda, de Obras, de Educación y de Reclutamiento. Cuenta, ade-
más, con un Secretario municipal y agentes municipales. No cuenta con regla-
mentación municipal. 

El municipio pertenece al V Distrito Federal Electoral y al IV Distrito Local Elec-
toral de Tlacolula. 

D. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos garantiza, en sus 
artículos 1o., párrafo primero, y 4o., párrafo primero, la igualdad de todos los 
habitantes de nuestro país, incluida la de género, al señalar que en los Estados 
Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga la Consti-
tución, y que el varón y la mujer son iguales ante la ley. En este contexto, nuestra 
Carta Magna proscribe la discriminación por motivos de sexo en el párrafo ter-
cero del señalado artículo 1o., que establece que queda prohibida toda discrimi-
nación motivada, entre otros, por el género, y tenga por objeto anular o menos-
cabar los derechos y libertades de las personas. 

Asimismo, la propia Constitución, en su artículo 2o., apartado A, fracción III, 
reconoce el derecho de los pueblos y comunidades indígenas a la libre determi-
nación y a la autonomía para elegir, de acuerdo con sus normas, procedimien-
tos y prácticas tradicionales, a las autoridades o representantes para el ejercicio 
de sus formas propias de gobierno interno. Además, garantiza la participación de 
las mujeres en condiciones de equidad frente a los varones, en un marco que res-
pete el pacto federal y la soberanía de los estados. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos determina, en sus 
artículos 34 y 35, que serán ciudadanos los varones y las mujeres que hayan 
cumplido 18 años y tengan un modo honesto de vivir, y que tendrán como pre-
rrogativas, además de votar en las elecciones populares, poder ser votado para 
todos los cargos de elección popular. 

En este entorno, el artículo 9o., fracciones IX y XIII, de la Ley Federal para 
Prevenir y Eliminar la Discriminación determina que queda prohibida toda prác-
tica discriminatoria que tenga por objeto impedir o anular el reconocimiento o 
ejercicio de los derechos y la igualdad real de oportunidades, considerando como 
conductas discriminatorias negar o condicionar el derecho de participación polí-
tica y, específicamente, el derecho al sufragio activo o pasivo, la elegibilidad y el 
acceso a todos los cargos públicos, y aplicar cualquier tipo de uso o costumbre 
que atente contra la dignidad e integridad humana. 

Asimismo, la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, que tiene 
por objeto regular y garantizar la igualdad entre ambos y proponer los lineamien-
tos y mecanismos institucionales que orienten a la nación hacia el cumplimiento 
de la igualdad sustantiva en los ámbitos público y privado, promoviendo el em-
poderamiento de las mujeres, establece, en sus artículos 17, fracción III, y 36, 
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para lograr la igualdad sustantiva en los ámbitos económico, político, social y cultu-
ral, considerando, entre otros aspectos, el fomento en la participación y represen-
tación política equilibrada. Agrega que dicha política propondrá los mecanismos 
de operación adecuados para su participación equilibrada en la toma de decisio-
nes políticas, fomentando la participación equitativa en altos cargos públicos. 

Por su parte, la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, 
en sus artículos 2o. y 12, párrafos sexto y octavo, reconoce la igualdad de todos 
los individuos ante a la ley, y determina que los habitantes del estado de Oaxaca 
tienen todas las garantías y libertades consagradas en la Constitución, sin distin-
ción alguna de su origen, raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política, con-
dición o actividad social, y que todo hombre y mujer serán sujetos de iguales dere-
chos y obligaciones ante la ley. Asimismo, en el párrafo segundo de su artículo 
16 reconoce las formas de organización social, política y de gobierno de los pue-
blos y comunidades indígenas del estado. 

La Ley de Derechos de los Pueblos y Comunidades Indígenas del Estado de 
Oaxaca establece, en sus artículos 10 y 29, que cada pueblo o comunidad indí-
gena tiene el derecho social a darse con autonomía la organización social y po-
lítica acorde con sus sistemas normativos internos, en los términos de la legislación 
aplicable, y que el estado de Oaxaca reconoce la validez de las normas internas 
de los pueblos y comunidades indígenas, siempre y cuando no contravengan la 
Constitución Política del estado, las leyes estatales vigentes, ni vulneren dere-
chos humanos de terceros. Igualmente, el artículo 49 de la referida ley establece 
que el estado asume la obligación de propiciar la información, la capacitación, la 
difusión y el diálogo, para que los pueblos y comunidades indígenas tomen me-
didas tendentes a lograr en su interior la participación plena de las mujeres en la 
vida política, económica, social y cultural, a fin de cumplir cabalmente con el man-
dato del artículo 12 de la Constitución estatal. 

Por su parte, el Código de Instituciones Políticas y Procesos Electorales del Es-
tado de Oaxaca, refiere en su artículo 110 que serán considerados municipios de 
usos y costumbres aquellos que han desarrollado formas de instituciones políticas 
propias, diferenciadas e inveteradas, que incluyan reglas internas o procedimien-
tos específicos para la renovación de sus ayuntamientos, de acuerdo con las 
Constituciones federal y estatal en lo referente a los derechos de los pueblos in-
dígenas; aquellos cuyo régimen de gobierno reconoce como principal órgano de 
consulta y designación de cargos para integrar el ayuntamiento a la asamblea ge-
neral comunitaria de la población que conforma el municipio u otras formas de 
consulta a la comunidad, o aquellos que, por decisión propia, por mayoría de asam-
blea comunitaria, opten por el régimen de usos y costumbres en la renovación 
de sus órganos de gobierno. 

Asimismo, el referido Código señala en su artículo 112 que para ser miembro 
de un ayuntamiento, de acuerdo con normas de derecho consuetudinario, se 
requiere acreditar lo señalado por los artículos 101 y 102 de la Constitución local, 
y estar en el pleno ejercicio de sus derechos y obligaciones como miembro activo 
de la comunidad.* 

Por su parte, la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca establece, en sus ar-
tículos 14, fracción III; 16, fracciones I y II, y 27, fracción I, que se consideran ciu-
dadanos del municipio los hombres y mujeres que sean originarios, hijos de padre 

* La referencia a los artículos 101 y 102 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Oaxaca es errónea, en virtud de que estos numerales señalan los requisitos para ser magistrado 

GACETA del Tribunal Superior de Justicia del Estado y el tiempo durante el cual los magistrados desempe-
MAR/2008 ñarán su encargo. 
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o madre originarios del municipio, o vecinos con residencia de más de un año, ma-
yores de 18 años y que tengan un modo honesto de vivir; que son sus derechos, 
entre otros, votar y ser votados para los cargos de elección popular de carácter 
municipal, y que para ser miembro de un ayuntamiento se requiere, entre otros 
requisitos, ser ciudadano en ejercicio de sus derechos políticos. Asimismo, el ar-
tículo 21, segundo párrafo, de la mencionada regulación municipal establece que 
en los municipios que se rigen por usos y costumbres se respetarán las tradiciones 
y prácticas democráticas, en los términos de los ordenamientos aplicables. 

El Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos In-
dígenas y Tribales en Países Independientes que, en términos de lo establecido 
en el artículo 133 constitucional forma parte de la Ley Suprema de la Unión, es-
tablece en su artículo 8.2 que los pueblos indígenas deberán tener el derecho 
de conservar sus costumbres e instituciones propias, siempre que éstas sean com-
patibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacio-
nal y con los derechos humanos internacionalmente reconocidos. Señala tam-
bién que siempre que sea necesario deberán establecerse procedimientos para 
solucionar los conflictos que puedan surgir en la aplicación de este principio. 

Por su parte, los artículos 2.1, y 25, incisos a) y b), del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos establecen que los estados se comprometen a respe-
tar y a garantizar a todos los individuos los derechos reconocidos en el Pacto, sin 
distinción alguna. También señalan que todos los ciudadanos gozarán, sin ningu-
na de distinción y sin restricciones indebidas, del derecho de participar en la di-
rección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes li-
bremente elegidos, y de votar y ser elegidos en elecciones periódicas. 

Asimismo, la Convención Interamericana sobre Concesión de los Derechos Po-
líticos a la Mujer, en su artículo 1o., señala que el derecho al voto y a ser elegido 
para un cargo nacional no deberá negarse o restringirse por razones de sexo. A 
su vez, la Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer de la ONU, en su 
artículo 2o., establece que en condiciones de igualdad con los hombres, las mu-
jeres serán elegibles para todos los organismos públicos electivos establecidos 
por la legislación nacional, sin discriminación alguna. 

La Convención sobre la Eliminación de Todas las formas de Discriminación con-
tra la Mujer refiere, en su artículo 1o., que la expresión “discriminación contra la 
mujer” denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que 
tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejer-
cicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la 
igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades funda-
mentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier 
otra esfera, y en su artículo 7o., inciso a), determina que los Estados tomarán to-
das las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la 
vida política y pública del país y, en particular, garantizarán a las mujeres, en igual-
dad de condiciones con los hombres, el derecho a votar en todas las elecciones 
y referéndos públicos y ser elegibles para todos los organismos cuyos miembros 
sean objeto de elecciones públicas. 

E. En términos de lo ordenado por el artículo 22 de la Ley General para la Igual-
dad entre Mujeres y Hombres, corresponde a la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos la observancia en el seguimiento, evaluación y monitoreo de la 
Política Nacional en Materia de Igualdad entre Mujeres y Hombres. 

En cumplimiento a lo anterior, el 6 de diciembre de 2007, este Organismo Na-
GACETA 

cional emitió el Informe Especial sobre el Derecho de Igualdad entre Mujeres y 1990/2008 
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Hombres, el cual contiene un estudio comparativo de la situación actual que pre-
senta la normatividad nacional, tanto federal como estatal, en materia de igual-
dad entre mujeres y hombres y de no discriminación por motivos de sexo. 

En este contexto, el Informe Especial señala que la Constitución Política del 
estado de Oaxaca contempla el principio de igualdad ente mujeres y hombres, 
pero no cuenta con la ley reglamentaria correspondiente. 

Dicho informe refiere que la Constitución Política de la referida entidad fede-
rativa no establece el principio de no discriminación por razones de sexo y, con-
secuentemente, el estado de Oaxaca no cuenta con la ley secundaria contra la 
discriminación, incluida aquella que se genera por razones de sexo. 

Asimismo, el estado de Oaxaca cuenta con un mecanismo institucional encar-
gado de trabajar en favor de la igualdad entre mujeres y hombres, que es el Ins-
tituto de la Mujer Oaxaqueña, pero no cuenta con las disposiciones legislativas 
que le den marco jurídico a sus esfuerzos para el logro de la igualdad referida. 

III. ACCIONES 

El 21 de diciembre de 2007, este Organismo Nacional inició el expediente de que-
ja CNDH/4/2008/70/Q, con motivo de la presentación del escrito de queja por 
parte de la profesora Eufrosina Cruz Mendoza. 

A partir de ese momento esta Comisión Nacional procedió a solicitar informa-
ción sobre los hechos que motivaron la queja, tanto a las autoridades señaladas 
como responsables como a aquellas que pudieran aportar elementos de con-
vencimiento en la integración del expediente. 

En este tenor, se solicitó información a las Secretarías General de Gobierno y 
de Protección Ciudadana, a la Procuraduría General de Justicia, al Instituto Elec-
toral, a la Comisión para la Defensa de los Derechos Humanos de Oaxaca y al H. 
Congreso, todos del estado de Oaxaca; al Presidente municipal de Santa María 
Quiegolani, Oaxaca, así como a las Secretarías de Gobernación y de Seguridad 
Pública federales, a la Procuraduría General de la República y al Instituto Federal 
Electoral. 

De igual manera, se solicitó, en vía de colaboración, información relacionada 
con el estatuto comunal de Santa María Quiegolani a la Procuraduría Agraria. 

Se recibieron y analizaron los informes y documentos presentados por las si-
guientes autoridades federales: las Secretarías de Gobernación y de Seguridad 
Pública, la Procuraduría General de la República, el Instituto Federal Electoral y la 
Procuraduría Agraria. Igualmente, fueron analizados los informes enviados por 
las siguientes autoridades del estado de Oaxaca: el Instituto Estatal Electoral, el 
H. Congreso del estado, la Comisión para la Defensa de los Derechos Humanos 
y las Secretarías General de Gobierno y de Protección Ciudadana. 

El Ayuntamiento Municipal de Santa María Quiegolani no atendió los reque-
rimientos de información y datos formulados por este Organismo Nacional. 

Se analizó la normatividad estatal, federal e internacional relacionada con el 
derecho a la igualdad, los derechos de las mujeres, los derechos de los pueblos 
y comunidades indígenas, la discriminación y los sistemas político-electorales, así 
como diversos documentos y bibliografía relacionada con la igualdad entre hom-
bres y mujeres, derechos de la mujer y la aplicación de los usos y costumbres en 
la renovación de los ayuntamientos en el estado de Oaxaca. 

Ante las diferentes amenazas recibidas por la agraviada, este Organismo Na-
cional solicitó al gobernador del estado de Oaxaca y al Presidente municipal de 

GACETA 
MAR/2008 Santa María Quiegolani la adopción de medidas cautelares tendentes a evitar que 
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se consumaran actos que atentaran en contra de la integridad física y psicológi-
ca de la agraviada. Dichas solicitudes fueron aceptadas por ambas autoridades. 

Dada la gravedad de la naturaleza del presente asunto, misma que superó el 
ámbito del estado de Oaxaca e incidió en la opinión pública nacional, esta Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos decidió ejercer su facultad de atracción 
a efecto de que fuera el Ombudsman Nacional quien conociera del caso y emi-
tiera la resolución correspondiente. 

IV. HECHOS 

Según se desprende de la queja, el 4 de noviembre de 2007, durante la celebra-
ción de las elecciones para Concejales, por el sistema de usos y costumbres, en 
la comunidad de Santa María Quiegolani, Distrito Judicial de Yautepec y Distrito 
Electoral de Tlacolula, estado de Oaxaca, las autoridades municipales desecharon 
las boletas en las que algunos ciudadanos de la comunidad habían anotado el 
nombre de la profesora Eufrosina Cruz Mendoza, justificando este proceder por 
el hecho de ser mujer. 

Esta situación motivó que mediante diversos escritos, del 4 y 5 de noviembre 
de 2007, recibidos el 8 del mes y año citados, la profesora Eufrosina Cruz Men-
doza y varios integrantes de la comunidad presentaran ante el Instituto Estatal 
Electoral de Oaxaca su inconformidad con la actuación de las autoridades muni-
cipales. 

No obstante lo anterior, el 16 de noviembre de 2007 el Consejo General del 
Instituto Estatal Electoral emitió un acuerdo por medio del cual declaró válidas las 
Asambleas de Elección de Concejales de 61 ayuntamientos del estado de Oaxa-
ca, celebradas bajo el sistema de usos y costumbres, dentro de las que se encon-
traba la del municipio de Santa María Quiegolani. 

Como respuesta a lo anterior, el 4 de diciembre de 2007 la agraviada presen-
tó un escrito ante el H. Congreso del estado de Oaxaca, con objeto de que esa 
autoridad interviniera en lo que ella consideraba una situación irregular y discri-
minatoria por su condición de mujer. 

Por medio del dictamen de 13 de diciembre de 2007, publicado en el Periódi-
co Oficial del Estado de Oaxaca el 29 de diciembre de 2007, la Comisión Dicta-
minadora de la LX Legislatura del Honorable Congreso del Estado Libre y Sobe-
rano de Oaxaca calificó como legalmente válidas las elecciones para Concejales 
al Ayuntamiento por el régimen de normas de derecho consuetudinario, celebra-
das en el municipio de Santa María Quiegolani. 

Ante lo anterior, el 21 de diciembre de 2007 la agraviada, profesora Eufrosina 
Cruz Mendoza, presentó una queja ante esta Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, por considerar violados sus derechos humanos de igualdad, en virtud 
de que fue discriminada por razón de género. 

En su queja agregó que, el día de las elecciones, un grupo de personas en 
estado de ebriedad, incitado por la autoridad municipal, la agredió verbalmente 
y la amenazó con lesionarla. Atribuyó esta actitud discriminatoria a su condición 
de mujer y de profesionista. 

V. OBSERVACIONES 

La legislación nacional reconoce y protege el derecho de los habitantes de nues-
GACETA 
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a participar en todos los aspectos de la vida política nacional y, por ende, prohí-
be los actos discriminatorios por razón de género. 

Este Organismo Nacional analizó, con fundamento en la competencia que le 
confiere el artículo 102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, las posibles acciones u omisiones de los servidores públicos de 
los tres órdenes de gobierno que pudieran haber significado violaciones a los de-
rechos humanos de la profesora Eufrosina Cruz Mendoza. 

En este contexto, esta Comisión Nacional enfatiza que no pronuncia conside-
ración alguna en relación con los aspectos electorales que pudieran incidir en 
este asunto, toda vez que éstos se encuentran fuera de su competencia y sobre 
ellos se pronunciaron, en su oportunidad, las autoridades electorales del estado 
de Oaxaca. 

Derivado del resultado del análisis realizado a los hechos y las evidencias ob-
tenidas en la integración del expediente en que se actúa, esta Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos observó que se violaron en perjuicio de la profesora 
Eufrosina Cruz Mendoza sus derechos humanos a la igualdad y a la participación 
política, garantizados por los artículos 1o., párrafos primero y tercero; 2o., apar-
tado A, fracción III; 4o., párrafo primero, y 35, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; 4.3, 8.2 y 8.3 del Convenio 169 de la Or-
ganización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 
Independientes; 2.1, y 25, incisos a) y b), del Pacto Internacional de Derechos Ci-
viles y Políticos; 1o. de la Convención Interamericana sobre Concesión de los De-
rechos Políticos a la Mujer; 2o. de la Convención sobre los Derechos Políticos de 
la Mujer de la ONU, así como 1o. y 7o., inciso a), de la Convención sobre la Eli-
minación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, conforme a las 
siguientes consideraciones: 

El 4 de noviembre de 2007, en la comunidad de Santa María Quiegolani se ce-
lebraron elecciones bajo el sistema de usos y costumbres para elegir Presidente 
Municipal y demás Concejales de esa comunidad, para el trienio del 1 de enero 
de 2008 al 31 de diciembre de 2010. 

En dichas elecciones participó como candidata a la Presidencia Municipal la 
profesora Eufrosina Cruz Mendoza; sin embargo, las boletas en las que algunos 
de los integrantes de la comunidad manifestaron su voluntad de que ella ocupa-
ra el cargo para el que se había postulado fueron eliminadas por las autoridades 
encargadas de organizar las referidas elecciones. 

La profesora Cruz Mendoza refirió que este hecho fue derivado de su condición 
de mujer y que acudió a las instancias electorales correspondientes para solicitar 
la nulidad de las elecciones y se le reconociera su derecho al voto pasivo. 

Insistiendo en su total y absoluto respeto a las resoluciones que, respecto de 
las impugnaciones presentadas, emitió el Instituto Estatal Electoral de Oaxaca, 
esta Comisión Nacional hará referencia a las respuestas proporcionadas por el 
Instituto Estatal Electoral y el H. Congreso del Estado de Oaxaca, única y exclu-
sivamente para efectos de precisar las violaciones a los derechos humanos de la 
agraviada, y no con relación al sentido de tales respuestas en el ejercicio de su 
autoridad electoral. 

De las evidencias que se agregan al expediente en que se actúa, relacionadas 
con las actividades realizadas por el Instituto Estatal Electoral de Oaxaca, se des-
prende que el 13 de enero de 2007 el Presidente del Consejo General de dicho 
Instituto, mediante el oficio IEE/PCG/177/07, solicitó al entonces Presidente Mu-
nicipal de Santa María Quiegolani que informara la fecha, la hora y el lugar en 

GACETA 
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cejales que fungirían en el periodo comprendido del 1 de enero de 2008 al 31 
de diciembre de 2010. 

En respuesta, mediante un oficio sin número, del 29 de octubre de 2007, las 
autoridades municipales de Santa María Quiegolani informaron al Consejero 
Presidente del Instituto Estatal Electoral de Oaxaca que el domingo 4 de noviem-
bre de 2007 se llevaría a cabo el proceso de elección popular de las autoridades 
municipales, a través de usos y costumbres, anexando al mismo los formatos de 
citatorio que habrían de dirigirse a los ciudadanos de la comunidad y la boleta 
de elección popular correspondiente. 

Posteriormente, mediante un oficio sin número, del 6 de noviembre de 2007, 
el Presidente municipal de Santa María Quiegolani remitió al Presidente del Con-
sejo General del Instituto Estatal Electoral de Oaxaca la documentación corres-
pondiente a las elecciones de las autoridades municipales para el periodo antes 
referido, haciendo la aclaración que la Asamblea de Elección se llevó a cabo en 
completo orden, sin existir, hasta esa fecha, inconformidad por el resultado de 
la misma. 

Mediante diversos escritos recibidos en la Dirección de Elecciones por Usos y 
Costumbres del Instituto Estatal Electoral el 8 de noviembre de 2007, varios ciu-
dadanos de la comunidad de Santa María Quiegolani presentaron al Instituto 
Estatal Electoral de Oaxaca su inconformidad, entre otras cosas, debido a que, 
según argumentaron, las entonces autoridades electorales, a través de la mesa 
de debates, no permitieron que el pueblo eligiera libremente a la profesora 
Eufrosina Cruz Mendoza como autoridad municipal, por el hecho de ser mujer. 

Asimismo, mediante un escrito recibido en la referida Dirección de Elecciones 
por Usos y Costumbres el 8 noviembre de 2007, la hoy quejosa, profesora Eufro-
sina Cruz Mendoza, denunció ante el Consejero Presidente del Consejo Estatal 
Electoral de Oaxaca diversas irregularidades cometidas durante la celebración de 
las elecciones del 4 de noviembre de 2007, principalmente la relacionada con la 
anulación de las boletas electorales en las que aparecía su nombre como candi-
data a Presidenta municipal, debido a su condición de mujer. 

El 16 de noviembre de 2007, el Consejo General del Instituto Estatal Electoral 
de Oaxaca, sin hacer referencia alguna a las impugnaciones presentadas, decla-
ró la validez de las asambleas de elecciones por usos y costumbres de Concejales 
a 61 ayuntamientos, entre los que se encontraba el municipio de Santa María 
Quiegolani, y ordenó la expedición de las constancias de mayoría y validez a los 
Concejales correspondientes, y que se notificara al H. Congreso del estado. 

Por otra parte, mediante un oficio sin número, del 28 de enero de 2008, el Pre-
sidente de la Gran Comisión del H. Congreso del Estado de Oaxaca informó a 
esta Comisión Nacional, entre otras cosas, que respecto del escrito que la quejo-
sa presentó el 4 de diciembre de 2007 ante el H. Congreso del estado, en el dic-
tamen de 30 de diciembre (sic), formulado por la Comisión Dictaminadora Elec-
toral, se tomaron en cuenta sus alegatos, pero que, toda vez que la quejosa no 
presentó elementos de prueba que sustentaran su dicho, prevaleció el acuerdo 
emitido por el Consejo General del Instituto Estatal Electoral y, por ello, fue rati-
ficado. 

Agregó la autoridad legislativa que, de acuerdo con los datos que obran en 
ese Congreso Estatal, la profesora Eufrosina Cruz Mendoza no promovió los re-
cursos o juicios previstos en las leyes electorales a que tuvo derecho, concluyen-
do que ese Congreso Estatal en ningún momento incurrió en hechos discrimina-
torios en contra de la quejosa, y que todos los actos del Congreso del estado se 
sujetaron a los procedimientos electorales previstos por la Constitución Política 

GACETA 
del estado. 1990/2008 

In
fo

rm
e 

Es
pe

ci
al


 

19 



            

             

           

              
           

            

           

           

En este sentido, del contenido del referido dictamen, emitido el 13 de diciem-
bre de 2007, en su considerando segundo, que analiza la inconformidad inter-
puesta por la profesora Eufrosina Cruz Mendoza, refiere que: “No puede dejarse 
de observar, que en el municipio de Santa María Quiegolani, la participación de 
la ciudadanía en las elecciones tiene características especiales, como en varios 
municipios que se rigen bajo las normas de derecho consuetudinario, esto en vir-
tud de que obran escritos de ciudadanos que alegan que la elección no se sujetó 
a los usos y costumbres de su comunidad, sin embargo también se advierte que 
la mayoría acepta el modo de elegir a las autoridades que los gobiernan, y en 
esa tesitura el Congreso del Estado no encuentra elementos que le permitan la 
no ratificación de las elecciones de los concejales al ayuntamiento de Santa Ma-
ría Quiegolani, Yautepec, Oaxaca, validada por acuerdo de fecha 6 de noviembre 
(sic) emitido por el Consejo General Electoral”. 

Dicho dictamen también sostiene que: “Por otra parte, es bien sabido que los 
diversos pueblos del Estado de Oaxaca, tienen sus formas particulares para elegir 
a sus autoridades que los rigen, y que éstos se sujetan a normas consuetudinarias 
que han mantenido por tiempos inmemoriales, y que estas prácticas en algunos 
casos excluyen a los ciudadanos para ejercer su voto o ser votados, porque no 
reúnen los requisitos exigidos por las asambleas comunitarias, tan es así que de 
los 570 municipios del Estado, 418 se rigen por normas de derecho consuetudi-
nario, lo que refleja que esta forma de elegir a estas autoridades han sido acep-
tadas”. 

Mediante los oficios CVG/DGAI/00306 y CVG/CGAI/04666, del 9 de enero y 
14 de febrero de 2008, respectivamente, esta Comisión Nacional solicitó al Presi-
dente municipal de Santa María Quiegolani un informe relacionado con los hechos 
motivo de la queja. En ambos oficios, con fundamento en el artículo 34 de la Ley 
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se le concedió un término de 
15 días, contados a partir de la recepción correspondiente, para que remitiera el 
informe solicitado, previniéndolo respecto de que de no recibir la información 
solicitada, en términos de lo establecido en el artículo 38 de la referida ley, se 
tendrían por ciertos los hechos motivo de la queja, salvo prueba en contrario. 

Es de destacarse que hasta el momento de la elaboración del presente informe 
especial la información solicitada no ha sido proporcionada. 

Por lo anterior, y al no existir en esta Comisión Nacional evidencias que des-
virtúen el hecho de que las boletas en las que algunos de los ciudadanos del 
municipio de Santa María Quiegolani anotaron el nombre de la profesora Eufro-
sina Cruz Mendoza como su candidata a la Presidencia Municipal fueron des-
echadas por la autoridad municipal en sus funciones de autoridad electoral, por 
el hecho de que la candidata era mujer, este Organismo Nacional tiene por cier-
ta esta situación. 

A mayor abundamiento, en el estudio elaborado por la Secretaría de Asuntos 
Indígenas del gobierno del estado de Oaxaca, denominado “Los Usos y Costum-
bres en la Renovación de los Ayuntamientos de Oaxaca”, al referirse al caso del 
municipio de Santa María Quiegolani, reconoce que los usos y costumbres en 
esa comunidad son un obstáculo y un elemento de discriminación. Agrega que 
la profesora Eufrosina Cruz Mendoza fue descalificada como candidata en la Asam-
blea Comunitaria de noviembre de 2007, bajo el argumento de que las mujeres 
no pueden ser autoridad municipal. 

Señala el estudio que Santa María Quiegolani es uno de los 82 municipios 
donde las mujeres sufren discriminación y sus derechos como ciudadanas son vio-
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Este Organismo Nacional señala que el Estado mexicano ha recorrido un largo 
camino para dar a sus habitantes la normatividad jurídica suficiente para garan-
tizar el derecho humano a la igualdad entre la mujer y el hombre en todos los 
ámbitos de la vida cotidiana, incluida la participación política. 

Es necesario recordar que fue hasta la segunda mitad del siglo pasado que se 
inició el proceso jurídico para reconocer y garantizar la igualdad entre el hombre 
y la mujer en los procesos políticos, de tal manera que, por reforma constitucio-
nal, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 17 de octubre de 1953, se 
reconoció el derecho de plena ciudadanía de la mujer y, por consiguiente, su de-
recho a participar de manera activa y pasiva en los procesos electorales. Más aún, 
el propio Constituyente Permanente, por reforma constitucional, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 1974, reconoce la igualdad 
del varón y la mujer ante la ley. Posteriormente, el 14 de agosto de 2001, al adi-
cionar al artículo 1o. constitucional con un tercer párrafo, quedó prohibida toda 
discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las dis-
capacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opinio-
nes, las preferencias, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad 
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las 
personas. 

Así, la legislación nacional reconoce y garantiza plenamente el derecho de las 
mujeres a participar, en igualdad de condiciones, en todos los ámbitos de la po-
lítica nacional, incluida la posibilidad de postularse y desempeñar cualquier cargo 
de elección popular, incluidas las Presidencias Municipales. 

Asimismo, el Estado mexicano reconoce que la preservación de sistemas nor-
mativos internos de las comunidades indígenas es fundamental para la conser-
vación de su identidad, y al formar parte de sus usos y costumbres, se encuentran 
protegidos por el artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. En este contexto, los usos y costumbres son aquellas disposiciones que 
los pueblos indígenas aplican y observan al interior de sus comunidades y que son 
producto de los sistemas normativos tradicionales, mantenidos a través de gene-
raciones. 

Los sistemas normativos de las comunidades indígenas, basados en sus usos 
y costumbres, han sido fundamentales para reforzar la cohesión de los grupos 
indígenas, salvaguardando así su identidad comunitaria. Sin embargo, para esta 
Comisión Nacional es posible preservar esa tradición sin que sea excluyente del 
ejercicio de los demás derechos humanos. 

En este sentido, cabe señalar que existe una clara dualidad de circunstancias 
que no se contraponen y que deben respetarse para evitar la transgresión a los 
derechos humanos. 

Esta dualidad se refuerza con lo expresado por la Comisión Dictaminadora del 
H. Congreso del Estado de Oaxaca, misma que en el dictamen correspondiente 
a la validez de las elecciones para Concejales del municipio de Santa María Quie-
golani, en el considerando segundo, refirió que en diversos pueblos del estado 
de Oaxaca que tienen normas consuetudinarias desde tiempos inmemoriales, en 
la elección de sus autoridades excluyen a algunos ciudadanos de su derecho de 
votar y ser votado porque no reúnen los requisitos exigidos por la Asamblea 
Comunitaria, pero que estas prácticas han sido aceptadas por las propias comu-
nidades y que se advierte que la mayoría acepta el modo de elegir a las autori-
dades que los gobiernan. 

El ejercicio político en un Estado democrático se refleja en la decisión de las 
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ración, y del pueblo oaxaqueño en el caso del estado de Oaxaca, es la que de-
terminó la forma de elección de las autoridades, aun cuando ésta se verifique 
mediante los sistemas de usos y costumbres. 

Lo anterior implica que la mayoría, representada ante los HH. Congresos de la 
Unión y del estado de Oaxaca, determinó el reconocimiento del derecho de los 
pueblos y comunidades indígenas de elegir, de acuerdo con sus normas, proce-
dimientos y prácticas tradicionales, a las autoridades o representantes para el 
ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, pero esto se encuentra limi-
tado a que se garantice la participación de las mujeres en condiciones de equidad 
frente a los varones, según lo determina la fracción III, apartado A, del artículo 
2o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y que el reco-
nocimiento de la validez de las normas internas de los pueblos y comunidades 
indígenas estará sujeto a que no se vulneren derechos humanos, en términos de 
lo establecido por el artículo 29 de la Ley de Derechos de los Pueblos y Comuni-
dades Indígenas del Estado de Oaxaca. 

A mayor abundamiento, el propio Convenio 169 de la OIT, que se refiere a los 
derechos de los pueblos y comunidades indígenas, previene, en su artículo 8.2, 
que el derecho de los pueblos y comunidades indígenas de conservar sus costum-
bres e instituciones no podrá ser incompatible con los derechos fundamentales 
definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos humanos interna-
cionalmente reconocidos. De ahí que los derechos de la mujer a la igualdad, a la 
no discriminación y a su participación política son, como ha quedado demostra-
do en líneas anteriores, derechos fundamentales de nuestro sistema jurídico, así 
como derechos humanos internacionalmente reconocidos. 

No obstante lo anterior, se ha evidenciado que las autoridades del estado de 
Oaxaca no han cumplido a cabalidad con la obligación que les impone el artícu-
lo 49 de la Ley de Derechos de los Pueblos y Comunidades Indígenas de Oaxaca, 
de propiciar, entre otras, la difusión de los derechos de las mujeres y el diálogo, 
para que los pueblos y comunidades indígenas tomen medidas tendentes a lograr 
la participación plena de las mujeres en la vida política de los mismos. 

Por otra parte, es de llamar la atención que en una comunidad, como es el 
caso del municipio de Santa María Quiegolani, que presenta una población ma-
yoritariamente femenina (50.42%), y en la que el 18.3% de los hogares están 
encabezados por mujeres, se les discrimine y limite el ejercicio de su derecho a 
la participación política. 

Lamentablemente, éste no es un problema exclusivo de la comunidad de San-
ta María Quiegolani, pues según el estudio elaborado por la Secretaría de Asuntos 
Indígenas en relación con los usos y costumbres en la renovación de los ayunta-
mientos de Oaxaca, anteriormente referido, en la entidad existen 82 municipios 
en los que las mujeres sufren discriminación y sus derechos son violentados por 
la aplicación de sistemas normativos tradicionales. 

No escapa a la atención de este Organismo Nacional el hecho de que, el 7 de 
febrero de 2008, la Diputada del H. Congreso del Estado de Oaxaca, Sofía Castro 
Ríos, presentó ante el Congreso una iniciativa para reformar los artículos 112 y 
113 del Código de Instituciones Políticas y Procedimientos Electorales del Esta-
do de Oaxaca, en la que incorpora específicamente como requisito para ser miem-
bro del ayuntamiento, de acuerdo con normas de derecho consuetudinario, el 
ser ciudadano o ciudadana de los centros de población del municipio correspon-
diente. 

Por todo lo anteriormente referido, esta Comisión Nacional ha llegado al con-
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dos sus derechos humanos a la igualdad y a la participación política, por una 
discriminación derivada de la aplicación indebida de los sistemas normativos in-
ternos en el municipio de Santa María Quiegolani, derechos tutelados por los 
artículos 1o., párrafos primero y tercero; 4o., párrafo primero, y 35, fracción II, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como por los 
artículos 4.3, 8.2 y 8.3 del Convenio 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes; 2.1, y 25, 
incisos a) y b), del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 1o. de la 
Convención Interamericana sobre Concesión de los Derechos Políticos a la Mujer; 
2o. de la Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer, y 7o., inciso a), de 
la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación con-
tra la Mujer. 

VI. CONCLUSIONES 

La legislación federal y la del estado de Oaxaca garantizan la igualdad de todos 
los habitantes de la nación y del Estado, particularmente la de la mujer y el hom-
bre frente a la ley, respetando, de igual manera, el derecho de la mujer para par-
ticipar, en igualdad de condiciones, en las actividades políticas nacionales, inclui-
das las que se relacionan con el ejercicio de puestos de elección popular, por lo 
que todo acto contrario al ejercicio de ese derecho, que pretenda anularlo, limi-
tarlo o desconocerlo, es considerado como un acto de discriminación. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados inter-
nacionales, la Constitución Política del Estado de Oaxaca y las respectivas normas 
secundarias relacionadas con la materia, reconocen el derecho de los pueblos y 
comunidades indígenas a preservar, enriquecer y utilizar sus sistemas normativos 
en lo que respecta a su forma de organización interna, siempre que éstos no 
atenten contra los derechos humanos. 

La autoridad del municipio de Santa María Quiegolani, bajo el argumento de 
la aplicación del sistema de usos y costumbres, durante la Asamblea Comunitaria 
celebrada en esa comunidad el 4 de noviembre de 2007, limitó el ejercicio del 
derecho de participación política de la ciudadana de esa comunidad Eufrosina 
Cruz Mendoza, debido a que es mujer, propiciando la transgresión de sus dere-
chos humanos, los cuales están debida y completamente protegidos por la legis-
lación nacional y los tratados internacionales aplicables. 

Se presentó ante el H. Congreso del Estado de Oaxaca una iniciativa para re-
formar los artículos 112 y 113 del Código de Instituciones Políticas y Procedimien-
tos Electorales del Estado de Oaxaca. 

En este contexto, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos formula 
las siguientes propuestas: 

PRIMERA. Considerando que el párrafo tercero del artículo 4o. de la Cons-
titución Política del Estado de Oaxaca determina que los habitantes de esa 
entidad federativa tienen todas las garantías y libertades consagradas en la 
Constitución local, sin distinción alguna, se propone que las autoridades fa-
cultadas promuevan que se incorpore a la Carta Magna estatal la prohibición 
expresa de toda discriminación, en concordancia con el párrafo tercero del 
artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

SEGUNDA. Con objeto de reglamentar adecuadamente el precepto seña-
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de su artículo 12, referente a la igualdad de las mujeres y los hombres fren-
te a la ley, se propone que las autoridades facultadas presenten las iniciati-
vas correspondientes para someter a la consideración del Congreso local 
las leyes referentes a la igualdad entre mujeres y hombres y a la prevención 
y eliminación de la discriminación. 

TERCERA. Se propone que las autoridades del estado de Oaxaca, en el ám-
bito de sus respectivas competencias, establezcan las disposiciones norma-
tivas pertinentes para que al momento de reconocer la validez de las normas 
internas de los pueblos y comunidades indígenas, no se vulneren los dere-
chos de las mujeres. 

CUARTA. Se propone que las autoridades del estado de Oaxaca, en el ám-
bito de sus respectivas competencias, adopten políticas públicas para que 
en la elaboración y aplicación de los programas que se relacionen con las 
comunidades indígenas se realicen acciones tendentes a la difusión plena de 
los derechos de las mujeres y a garantizar su ejercicio. 
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INFORME MENSUAL 





Expedientes de queja
 

A. Expedientes de queja registrados en el periodo 
por Visitaduría y total 

Número total 
de expedientes 

Segunda Visitaduría 

Primera Visitaduría 

Quinta Visitaduría 

Cuarta Visitaduría 

Tercera Visitaduría 

531 

207 

156 

87 

44 

37 

B. Expedientes de queja en trámite 
por Visitaduría y total 
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Número total 
de expedientes 

Segunda Visitaduría 

Primera Visitaduría 

Quinta Visitaduría 

Cuarta Visitaduría 

Tercera Visitaduría 

1,638 

562 

517 

314 

150 

95 



C. Total de expedientes concluidos y por Visitaduría
 

a. Formas de conclusión de expedientes en cada Visitaduría
 

Total de expedientes 
concluidos 442 

248
Orientación al quejoso 
y/o remisión de la queja 

Solución de la queja 
durante su tramitación 98 

Por no existir materia 65 

Falta de interés 
del quejoso 11 

Acumulación 
de expedientes 9 

7 Desistimiento del quejoso 

2 
Recomendación del Programa de Quejas 
No competencia de la CNDH 

2 

Orientación al quejoso y/o remisión de la queja: 248
 

111 66 20 51
 

Primera Segunda 
Visitaduría Visitaduría 

Cuarta Quinta 
Visitaduría Visitaduría 

Solución de la queja durante su tramitación: 98 

31 28 19 2 18 

Primera Segunda 
Visitaduría Visitaduría 

Tercera Quinta 
Visitaduría Visitaduría 

Cuarta 
Visitaduría
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Segunda Tercera Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

Cuarta  
Visitaduría
 

Falta de interés del quejoso: 11
 

2 3 1 5 

Primera Segunda Cuarta Quinta
 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría Visitaduría
 

Acumulación de expedientes: 9 

6 1 2 

Primera Segunda Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

Desistimiento del quejoso: 7 

7 

Segunda
 
Visitaduría
 

No competencia de la CNDH: 2
 

1 1 

Segunda Quinta
 
Visitaduría Visitaduría
 

Recomendación del Programa de Quejas: 2
 

1 1 

Cuarta Quinta 
Visitaduría Visitaduría 

Por no existir materia: 65
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511 544 95 129 243 

Primera Segunda Cuarta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

Quinta 
Visitaduría 

Tercera 
Visitaduría 

Pendiente de calificación por falta de información del quejoso: 116 

    6 18 21 71 

Primera Cuarta Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

Segunda 
Visitaduría 

b. Situación de los expedientes de queja registrados 
y concluidos 

Total de expedientes en trámite 1,638 

1,522 

116 

Presunta violación 

Pendiente de calificación 
por falta de información 
del quejoso 

Presunta violación: 1,522
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D. Expedientes de queja concluidos de los registrados


 en el periodo
 

Total de expedientes concluidos 
registrados durante el periodo 30 

15Primera Visitaduría 

Quinta Visitaduría 

Segunda Visitaduría 

8 

7 

E. Expedientes de queja registrados y concluidos
 

Mes 
Expedientes 
registrados en 
el periodo 

Expedientes 
concluidos en 
el ejercicio 

Expedientes 
concluidos de 
los registrados 
en el mes 

Expedientes 
concluidos de 
los registrados 

en meses anteriores 

Enero 403 433 28 405 

Febrero 429 392 26 366 

Marzo 531 442 30 412 
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F. Autoridades señaladas como responsables de violaciones,
 
respecto de las quejas en trámite
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Núm. de 
quejas 

CFRSO 7 

CNAM 7 

SAGARPA 8 

INAH 9 

CONDUSEF 10 

PEMEX 10 

CRTT 11 

RANSRA 11 

SSPGDF 12 

PGJDF 13 

SM 13 

CFRSA 14 

SRA 16 

SAT 16 

CFRSN 17 

AFIPGR 18 

LFC 18 

PROFECO 19 

SEMARNAT 20 

SEDESOL 21 

PROFEPA 22 

CONAGUA 23 

SCT 24 

FOVISSSTE 25 

SRE 26 

CFE 34 

SSPF 35 

PA 36 

INFONAVIT 58 

OADPRSSSP 61 

SEP 62 

ISSSTE 75 

PFP 86 

INM 103 

PGR 206 

IMSS 241 

SEDENA 274 



 

 

Siglas Autoridad responsable
 

CFRSO Centro Federal de Readaptación Social Número 2 “Occidente” 

CNAM Comisión Nacional de Arbitráje Médico 

SAGARPA Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, 
Pesca y Alimentación 

INAH Instituto Nacional de Antropología e Historia 

CONDUSEF Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios 
de los Servicios Financieros 

PEMEX Petróleos Mexicanos 

CRTT Comisión para la Regularización de la Tenencia de la Tierra de la Secretaría 
de Desarrollo Social
 

RANSRA Registro Agrario Nacional de la Secretaría de la Reforma Agraria
 

SSPGDF Secretaría de Seguridad Pública del Gobierno del Distrito Federal
 

PGJDF Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal
 

SM Secretaría de Marina
 

CFRSA Centro Federal de Readaptación Social Número 1 “Altiplano”
 

SRA Secretaría de la Reforma Agraria
 

SAT Servicio de Administración Tributaria de la SHCP
 

CFRSN Centro Federal de Readaptación Social Número 4 “Noroeste”
 

AFIPGR Agencia Federal de Investigación de la Procuraduría General de la República
 

LFC Luz y Fuerza del Centro
 

PROFECO Procuraduría Federal del Consumidor
 

SEMARNAT Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales 

SEDESOL Secretaría de Desarrollo Social 

PROFEPA Procuraduría Federal de Protección al Ambiente 

CONAGUA Comisión Nacional del Agua 

SCT Secretaría de Comunicaciones y Transportes 

FOVISSSTE Fondo de la Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado
 

SRE Secretaría de Relaciones Exteriores
 

CFE Comisión Federal de Electricidad
 

SSPF Secretaría de Seguridad Pública Federal 

PA Procuraduría Agraria 

INFONAVIT Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores 

OADPRSSSP Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación 
Social de la Secretaría de Seguridad Pública
 

SEP Secretaría de Educación Pública
 

ISSSTE Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado
 

PFP Policía Federal Preventiva de la Secretaría de Seguridad Pública
 

INM Instituto Nacional de Migración de la Secretaría de Gobernación
 

PGR Procuraduría General de la República
 

IMSS Instituto Mexicano del Seguro Social 

SEDENA Secretaría de la Defensa Nacional GACETA 
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Total de expedientes 
Desestimada 
o infundada 

30 28 

2 

Recomendación 
dirigida a autoridad 

Expedientes de recursos 
de inconformidad 

A. Expedientes de recursos de inconformidad 
registrados en el periodo 

Total de expedientes 

109 

56 

En trámite 

30 

Concluidos 

Registrados 

23 

B. Causas de conclusión
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5 

4 

Est
de

Mich

ado 
México 

oacán 

3 

Ch3 

Distr
Fede

ihuahua 

ito 
ral 

2 
2 

Aguas

3 
Sinalo

calientes 

3 

a 

Puebla 

3 Morelos 

1 

1 Baja
Jalisco 

2 

C
Veracruz 

Oa

2 

alifornia 

xaca 

2 

Nuevo León 

Campeche 

3 

1 

1 

1 

San Lui

Quint

Tabasc

Tam

Qu1 

s Potosí 

ana Roo 

o 

aulipas 

erétaro 

1 
1 Tlaxcala 

Total de recursos de inconformidad 

Guerrero 

56 Guanajuato 

9 
5 

C. Recursos de inconformidad recibidos 
en contra de Comisiones Estatales 
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 Recomendación 
núm. 

Autoridad Motivo de violación Visitaduría

Programa General de Quejas
 

2008/006 Instituto Nacional de 
Migración de la Secretaría de 
Gobernación 

Violación a los derechos de migrantes. 
Violación al derecho a la legalidad y a la 
seguridad jurídica. 

5a. 

2008/007 Gobernador constitucional 
del estado de Jalisco 

Violación a la libertad de creencia o culto. 4a. 

Programa de Inconformidades
 

2008/005 Gobernador constitucional Impugnación por incumplimiento de la 
del estado de Sinaloa Recomendación por parte de la autoridad. 

4a. 

2008/008 H. Ayuntamiento Impugnación por la no aceptación de la 
de Terrenate, Tlaxcala Recomendación por parte de la autoridad. 

1a. 

Mes Marzo
 

Número de Recomendaciones emitidas 4 

No aceptadas 0 

Aceptadas con pruebas de cumplimiento total 0 

Aceptadas con cumplimiento insatisfactorio 0 

Aceptadas con pruebas de cumplimiento parcial 0 

Aceptadas sin pruebas de cumplimiento 0 

Aceptadas en tiempo para presentar pruebas de cumplimiento 2 

En tiempo de ser contestadas 2 

Características peculiares 0 

Total de autoridades destinatarias 4 

Recomendaciones
 

A. Recomendaciones emitidas durante el mes
 

B. Seguimiento por autoridad destinataria
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Conciliaciones
 

Número de conciliaciones formalizadas 
durante el mes 
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Total de 
conciliaciones 
formalizadas 

3 

Instituto Nacional 
de Migración 

1 

2 

Secretaría de Educación Pública 





Orientación y remisión
 

A. Orientaciones formuladas en las Visitadurías 
y en la Dirección General de Quejas y Orientación 

Visitaduría En el mes 

Primera 126 

Segunda 

Tercera 

77 

67 

Cuarta 30 

Quinta 

D.G.Q.O. 

Total 

20 

30 

350 

B. Remisiones tramitadas por las Visitadurías
 
y la Dirección General de Quejas y Orientación
 

Visitaduría En el mes 

Primera 28 

Segunda 

Tercera 

32 

15 

Cuarta 101 

Quinta 

D.G.Q.O. 

Total 

88 

47 
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Destinatarios 
Total 
mensual 

Comisiones Estatales de Derechos Humanos 221 

Secretaría de Relaciones Exteriores 30 

Procuraduría Federal de la Defensa del Trabajo 25 

Procuraduría Federal del Consumidor 10 

Comisión Nacional de Arbitraje Médico 8 

Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación 5 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 4 

Órgano Interno de Control en el Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores de la Secretaría de la Función Pública 

3 

Procuraduría de la Defensa de los Trabajadores al Servicio del Estado 2 

Hospital Juárez de México de la Secretaría de Salud 1 

Órgano Interno de Control en el Fondo de la Vivienda del Instituto 
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 

1 

Órgano Interno de Control en Telecomuicaciónes de la Secretaría 
de la Función Pública 

1 

Total 311
 

C. Destinatarios de las remisiones
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Atención al público
 

A. En el edificio sede de la CNDH
 

Total 
Actividad 

mensual 

Remisión vía oficio de presentación 100 

Orientación jurídica personal y telefónica 1,305 

Revisión de escrito de queja o recurso 49 

Asistencia en la elaboración de escrito de queja 84 

Recepción de escrito para conocimiento 3 

Aportación de documentación al expediente 7 

Acta circunstanciada que derivó en queja efectuada vía personal o telefónica 27 

Acta circunstanciada que derivó en solución inmediata vía personal o telefónica 11 

Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares 75 
o de investigación vía personal o telefónica 

Total 1,661
 

B. En la oficina del Programa de Atención a Víctimas 
del Delito en el Centro Histórico 

Total 
Actividad 

mensual 

Remisión vía oficio de presentación 21 

Orientación jurídica 276 

Revisión de escrito de queja o recurso 28 

Asistencia en la elaboración de escrito de queja 25 

Recepción de escrito para conocimiento 4 

Aportación de documentación al expediente 12 

Acta circunstanciada que derivó en queja 1 

Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares 50 
o de investigación 
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Actividad 
Total 
mensual 

Remisión vía oficio de presentación 19 

Orientación jurídica personal y telefónica 457 

Revisión de escrito de queja o recurso 31 

Asistencia en la elaboración de escrito de queja 18 

Recepción de escrito para conocimiento 6 

Aportación de documentación al expediente 6 

Acta circunstanciada que derivó en queja efectuada vía personal o telefónica 35 

 Acta circunstanciada que derivó en solución inmediata vía personal 
o telefónica 

56 

Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares 
o de investigación vía personal o telefónica 

21 

Total 649
 

Actividad 
Total 
mensual 

Primera Visitaduría 134 

Segunda Visitaduría 

Tercera Visitaduría 

93 

36 

Cuarta Visitaduría 12 

Quinta Visitaduría 10 

Dirección General de Quejas y Orientación 

Total 

23 

308
 

C. Servicio de guardia en el edificio sede
 

D. Servicio de atención telefónica 

El Departamento de Atención Telefónica ofrece, además de los rubros ya mencionados, 
información sobre el curso de los escritos presentados ante este Organismo Nacional. 
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Capacitación
 

Actividades realizadas durante el mes de marzo 

Educación básica 

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 

1-mar Centro de Maestros Distrito Federal Curso Capacitación en Derechos Docentes 
Benito Solís Humanos para la educación 

básica 

3-mar Centro Infantil Distrito Federal Curso Las drogas Alumnos
 
(3 ocasiones)
 

4-mar Centro Educare Distrito Federal Curso Derechos y responsabilidades Alumnos
 
(3 ocasiones) de las niñas y los niños
 

5-mar Centro Educare Distrito Federal Curso	 Derechos y responsabilidades Padres de 
de las niñas y los niños familia 

6-mar Escuela Tlacoquemetl Distrito Federal Curso Las drogas Alumnos
 
(4 ocasiones)
 

7-mar Centro Infantil Distrito Federal Curso	 Las drogas Profesores 

7-mar Centro Educare Distrito Federal Curso Las drogas Personal 
administrativo 

7-mar	 Organización por el Valor Sinaloa Curso Violencia familiar y Derechos Estudiantes 
de la Mujer, A.C. Humanos de secundaria 

10-mar Centro Infantil Distrito Federal Curso Las drogas Padres de 

familia
 

11-mar Centro Educare Distrito Federal Curso	 Derechos y responsabilidades Coordinadores 
de las niñas y los niños 

11-mar	 Dirección General de Distrito Federal Curso Capacitación en Derechos Docentes
 
Educación Secundaria Humanos para la educación 

Técnica básica
 

11, 12 y 13-mar Fundación Pro Rescate, Distrito Federal Curso Derechos de las y los niños Alumnos 
(6 ocasiones) A.C. de primaria 

12-mar Escuela Tlacoquemetl Distrito Federal Curso Las drogas Padres 

de familia
 

12 y 14-mar Fundación Pro Rescate, Distrito Federal Curso Derechos de las y los jóvenes Alumnos de 

(3 ocasiones) A.C. secundaria
 

13-mar Centro Educare Distrito Federal Curso	 Derechos y responsabilidades Profesores
 
de las niñas y los niños
 

13-mar Dirección Número 3 Distrito Federal Curso Capacitación en Derechos Docentes
 
de Educación Primaria Humanos para la educación 


básica
 

14-mar Escuela José Vasconcelos Estado de México Curso	 Docencia y Derechos Docentes
 
Humanos
 

14-mar Escuela Tlacoquemetl Distrito Federal Curso	 Las drogas Coordinadores 

14-mar Centro Infantil Distrito Federal Curso	 Las drogas Personal 
GACETA administrativo 
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Educación media
 

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 

10-mar Instituto Politécnico 
Nacional 

Estado de México Conferencia Derechos de los migrantes Alumnos 

11-mar Instituto Politécnico 
Nacional 

Distrito Federal Conferencia Derecho de petición Alumnos y 
profesores 

12-mar Instituto Politécnico 
Nacional 

Distrito Federal Conferencia Derechos Humanos de las y 
los jóvenes 

Alumnos 

12-mar Colegio Nacional de 
Educación Profesional 
Técnica 

Estado 
de México 

Curso Resolución no violenta de 
conflictos 

Servidores 
públicos 

12-mar Comisión de Derechos 
Humanos del Estado de 
Puebla 

Puebla Curso Educar con ternura Docentes 

13-mar Colegio Nacional de 
Educación Profesional 
Técnica 

Estado 
de México 

Curso Procuración de justicia y 
Derechos Humanos 

Personal de ese 
Colegio 

Educación superior
 

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 

19-oct-2007 al Universidad Autónoma de Yucatán Diplomado Derechos Humanos de los Académicos, 
1-mar-2008 Yucatán, Instituto para el pueblos indígenas docentes, 

Desarrollo de la Cultura pasantes, 
Maya del Estado de servidores 
Yucatán y Comisión de públicos, 
Derechos Humanos del profesionistas, 
Estado de Yucatán investigadores y 

miembros de 
organizaciones 

civiles 

7-mar Universidad del Valle de Coahuila Conferencia Discriminación y Derechos Alumnos 
México Humanos 

11-mar Comisión de Defensa de Nayarit Conferencia Constitución y Derechos Estudiantes 
los Derechos Humanos Humanos 
para el Estado de Nayarit 

Grupos en situación vulnerable (personas adultas mayores)
 

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 
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 5-mar Asociación Filantrópica Tamaulipas Curso Derechos de las personas Adultos mayores 
Mexicana Los Años Felices, adultas mayores 
A. C. 

Servidores públicos (fuerzas armadas)
 

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 

8-mar Secretaría de la Defensa Puebla Curso Retos y perspectivas de los Personal de tropa, 
Nacional Derechos Humanos mandos medios y 

generales 

13-mar Secretaría de la Defensa Distrito Federal Curso Los Derechos Humanos y el Personal militar 
GACETA Nacional uso legítimo de la fuerza 
MAR/2008 
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Servidores públicos (seguridad pública)
 

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 

4-mar Secretaría de Seguridad 
Pública 

11-mar Secretaría de Seguridad 
Pública 

13 y 14-mar Secretaría de Seguridad 
Pública 

18-mar Secretaría de Seguridad 
Pública 

25-mar Secretaría de Seguridad 
Pública 

Distrito Federal
 

Distrito Federal
 

Oaxaca
 

Estado 

de México
 

Distrito Federal
 

Curso 

Curso 

Curso 

Conferencia 

Curso 

Prevención de la tortura 

Los Derechos Humanos en el 
procedimiento de la 
detención 

Los Derechos Humanos en el 
procedimiento de la 
detención 

Uso de la fuerza en 
operaciones policiales 

Estudio de la Recomendación 
15/2007 sobre el caso 
Oaxaca 

Policías federales
 

Elementos de la 

Policía Federal 


Preventiva
 

Elementos de la 

Policía Federal 


Preventiva
 

Elementos de la 

Policía Federal 


Preventiva
 

Elementos de la 

Policía Federal 


Preventiva
 

Servidores públicos (procuración de justicia)
 

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 

3-mar Procuraduría General de 
Justicia 

4-mar Procuraduría General 
de la República 

4-mar Comisión de Derechos 
Humanos del Estado 
de México 

5-mar 

6-mar 

Comisión de Derechos 
Humanos del Estado 
de México 

Procuraduría General 
de la República 

6-mar Procuraduría General de 
Justicia del Estado 
de México 

11-mar Procuraduría General 
de la República 

12-mar 

13-mar 

25-mar 

Procuraduría General 
de la República 

Procuraduría General 
de la República 

Procuraduría General 
de la República 

Estado de México Curso Sistemas de protección 
jurisdiccional y no 
jurisdiccional de los Derechos 
Humanos 

Distrito Federal Curso Derechos Humanos en 
materia de procuración de 
justicia federal, Derechos 
Humanos, grupos en 
situación vulnerable, menores 
infractores y migrantes 

Estado de México Curso Análisis de las 
Recomendaciones Generales 
10/05, 12/06 y específicas 
43/05 y 38/06 

Estado de México Curso Derechos Humanos en la 
detención 

Oaxaca Curso Derechos Humanos en la 
detención 

Estado de México Curso Análisis de las 
Recomendaciones Generales 
10/2005, 12/2006 y 
específicas 43/2005 
y 38/2006 

Distrito Federal Curso Aplicación del dictamen 
médico psicológico 
especializado para casos 
de posible de tortura y/o 
maltrato 

Nayarit Curso Atención a víctimas del delito 

Nayarit Curso La detención 

Distrito Federal Curso Detención 

Agentes 

investigadores
 

Ministerios 
públicos, agentes 

federales de 
investigación y 

personal 
administrativo 

Policías 

investigadores
 

Policías 

ministeriales
 

Ministerios 
públicos, agentes 

federales de 
investigación, 

peritos y policías 

Policía ministerial 

Ministerios 
públicos, agentes 
federales y peritos 

Personal de esa 

institución
 

Personal de esa 

institución
 

Personal de esa 
institución GACETA 
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Servidores públicos (personal penitenciario)
 

5, 6 y 7-mar Secretaría de Seguridad Nayarit Curso Uso de la fuerza y de las Elementos de 
(3 ocasiones) Pública armas en operaciones seguridad y 

penitenciarias guarda del 
Cefereso 
Número 4 
Noroeste 

12, 13 Secretaría de Seguridad Tamaulipas Curso Uso de la fuerza y trato de Personal de 
y 14-mar Pública los internos, sanciones y custodia del 

(3 ocasiones) personas que visitan los Cefereso 
centros de reclusión Número 3 

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 

Servidores públicos (migración)
 

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 

4, 5 y 6-mar Comisión de Derechos Coahuila Seminario Migración y Derechos Servidores públicos 
(3 ocasiones) Humanos del Estado de Humanos del Instituto 

Coahuila Nacional de 
Migración 

Servidores públicos (salud)
 

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 

10-mar Instituto Mexicano Durango Conferencia Derechos de la mujer Servidores públicos 
del Seguro Social de ese Instituto 

Servidores públicos (otros servidores públicos)
 

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 

7-mar Comisión de Derechos 
Humanos del Estado de 
Colima 

Colima Conferencia Derechos Humanos de las 
mujeres 

Servidores 
públicos 

7-mar Registro Agrario Nacional Distrito Federal Conferencia Derechos de la mujer Servidores 
públicos 

12-mar Comisión de Defensa de 
los Derechos Humanos 
para el Estado de Nayarit 

Nayarit Conferencia Elementos esenciales de una 
Constitución 

Servidores 
públicos 

Organizaciones sociales (Organismos No Gubernamentales)
 

2-mar	 Comité de Derechos Estado de México Conferencia Introducción a los Derechos 
Humanos la Familia Humanos 
Humana, A.C. 

4 y 5-mar Organización de Apoyo a Durango Curso Fortalecimiento a 
(2 ocasiones) Personas Necesitadas, A.C. Organizaciones No 

Gubernamentales 

5-mar	 Comisión de Derechos Quintana Roo Curso Participación de la 
Humanos del Estado de sociedad civil 
Quintana Roo 

5-mar Comisión de Derechos Quintana Roo Curso Formación de promotores 
Humanos del Estado de 

GACETA Quintana Roo 
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Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 

5-mar	 Comisión de Derechos Quintana Roo Conferencia Derechos Humanos Representantes 
Humanos del Estado de y salud de ONG 
Quintana Roo 

6-mar	 Asociación de Jóvenes Durango Curso Derechos de la mujer Representantes 
Indígenas Emprendedores de ONG 
de Durango, A.C. 

7-mar	 Asociación Filantrópica Distrito Federal Curso Derechos de las personas Integrantes 

Mexicana Los Años Felices, adultas mayores de ONG
 
A.C. 

7-mar	 Comisión de Derechos Morelos Curso Introducción a los Derechos Integrantes 

Humanos del Estado de Humanos de ONG
 
Morelos
 

8-mar	 Comisión de Derechos Morelos Conferencia Derechos Humanos y medio Integrantes 

Humanos del Estado de ambiente de ONG
 
Morelos
 

8-mar	 Comisión de Derechos Morelos Curso Participación de la Integrantes 

Humanos del Estado de sociedad civil de ONG
 
Morelos
 

8-mar	 Comisión de Derechos Morelos Conferencia Discriminación a grupos en Integrantes 

Humanos del Estado de situación de vulnerabilidad de ONG
 
Morelos
 

8-mar	 Grupo Unido de Madres Guanajuato Conferencia Derechos de la mujer Representantes 

Solteras, A.C. de ONG
 

10-mar	 Asociación Nacional de Distrito Federal Curso Derechos de las personas Integrantes 
Jubilados y Pensionados adultas mayores de ONG 
del Sector Agrario, A.C. 

11-mar	 Organización Despertar a Zacatecas Conferencia Introducción a los Derechos Integrantes 
la Vida, A.C. Humanos de ONG 

12-mar	 Comisión de Derechos Campeche Conferencia Discriminación a grupos en Representantes 
Humanos del Estado de situación de vulnerabilidad de ONG 
Campeche 

12-mar	 Comisión de Derechos Campeche Curso Formación de promotores Representantes 
Humanos del Estado de de ONG 
Campeche 

12-mar	 Comisión de Derechos Campeche Conferencia Derechos Humanos y medio Representantes 
Humanos del Estado de ambiente de ONG 
Campeche 

15-mar	 Organización Atención Distrito Federal Curso Violencia familiar y Derechos Integrantes 
Legal y Psicológica, A.C. Humanos de ONG 

15-mar	 Organización Atención Distrito Federal Conferencia Discriminación a grupos en Miembros 
Legal y Psicológica, A.C. situación de vulnerabilidad de ONG 

22-mar	 Pentathlon Deportivo Distrito Federal Conferencia Derechos Humanos Dirigentes 
Universitario Militarizado, estatales de 
A.C.	 esta ONG 

24-mar	 Frente Mexicano Pro Distrito Federal Curso Derechos Humanos de las Integrantes 
Derechos Humanos del personas que viven de ONG 
Distrito Federal con VIH/SIDA 

24-mar	 Frente Mexicano Pro Distrito Federal Curso Derechos de las y los jóvenes Integrantes 
Derechos Humanos del de ONG 
Distrito Federal 

24-mar	 Frente Mexicano Pro Distrito Federal Curso Derechos de las personas con Integrantes 
Derechos Humanos del discapacidad de ONG 
Distrito Federal GACETA 
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Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a 

25-mar Frente Mexicano Pro Distrito Federal Curso Derechos Humanos de las Integrantes de 
Derechos Humanos del y los niños ONG 
Distrito Federal 

25-mar Frente Mexicano Pro Distrito Federal Curso Violencia familiar y Derechos Integrantes de 
Derechos Humanos del Humanos ONG 
Distrito Federal 

Educación 
Participantes en las 42 actividades 

1,488 556 328

Básica Media Superior 

Grupos en situación vulnerable 
Participantes en la actividad 

32 

Personas adultas mayores 

Servidores públicos 
Participantes en las 30 actividades 

983 898 344 390 82 400 400 

Fuerzas armadas Seguridad pública Procuración Personal 
de justicia penitenciario 

Migración 

Salud Otros 
servidores 
públicos 

Organizaciones sociales 
Participantes en las 26 actividades 

1,846 

Organismos No Gubernamentales
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Publicaciones
 

A. Listado de publicaciones del mes
 

Núm. de
Material Título 

ejemplares 

Cartilla El derecho a la lengua de señas: educación bilingüe para personas 
sordas 

1,000 

Libro Normatividad de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 1,000 

Folleto Recomendación General Número 5 1,000 

Tríptico Conocer y defender los Derechos Humanos y su relación 
con la vida y la naturaleza 

3,000 

Folleto Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración 
de la Justicia de Menores (Reglas de Beijing) 

2,000 

Díptico Los Derechos Humanos de las mujeres 17,500 

Tríptico Denuncia cualquier acto de violencia o discriminación que ocurra 
en tu centro de trabajo 

1,000 

Tríptico ¡Conoce la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación! 1,000 

Libro Campaña Nacional de Promoción y Difusión de los Derechos 
Fundamentales de las Mujeres Trabajadoras. “Algunos aspectos 
de la violencia de género: el caso de la mujer trabajadora” 

1,000 

Tríptico Mujer trabajadora conoce tus derechos 8,500 

Trípticos Programa Nacional de Protección para la Mujer y la Niñez, en contra 
del abandono y el incumplimiento de las obligaciones alimentarias 

31,000 

Libro Precisiones del Consejo Consultivo de la CNDH al documento 
denominado “La CNDH de México/Una Evaluación Crítica/Human 
Rights Watch” 

1,000 
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Total 69,000
 



 

B. Distribución
 

Núm. de
Material Título 

ejemplares 

Caja Programa de Promoción y Difusión de los Derechos Humanos 2 
(caja con 24 cuadernillos) 2a. reimpresión 

Carteles Varios títulos 8,886 

Cartillas Varios títulos 6,284 

Cuadernos ¡Me entretengo y aprendo! 202 

Cuadrípticos Varios títulos 690 

Dípticos Varios títulos 61,276 

Discos Varios títulos 5,011 
compactos 

Dominó Programa de Defensa y Protección de los Derechos Humanos de 500 
las Niñas y los Niños. Niños Promotores. 7a. reimpresión 

Folletos Varios títulos 2,152 

Gacetas Varios números 86 

Informes Varios títulos 7 

Libros Varios títulos 2,889 

Manuales Manual básico de Derechos Humanos para autoridades 4 
municipales (2a. reimpresión) 

Memoramas Los Derechos Humanos de las niñas y los niños. Memoria (caja 2 
con 32 tarjetas) 4a. Reimpresión 

Revista Varios números 12 

Tarjeta Mamá no me grites, humilles, ignores, pegues, mejor ámame 650 

Trípticos Varios títulos 115,729 
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Biblioteca
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b. Donación
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Expediente Área responsable Solicitud 
Causa de 
conclusión 

2008/98 Tercera Visitaduría Solicita copia certificada de todo lo actuado dentro de los Falta de interés 
expedientes de queja 2005/1129/MEX/3/OD del solicitante 
y 2006/4813/3/Q. 

2007/108 Segunda Visitaduría Solicita diversa documentación que se señala en la Falta de interés 
Recomendación número 38/2006 en que derivó el expediente del solicitante 
de queja número 2006/2109/2/Q con relación a los hechos de 
violencia suscitados los días 03 y 04 de mayo de 2006 en los 
municipios de Texcoco y San Salvador Atenco, Estado de 
México. 

2008/5 Órgano Interno de Control Solicita la siguiente información: Falta de interés 
 1. El balance del 2000 al 2006 en materia de Derechos del solicitante 
Coordinación General de Humanos en México. 
Comunicación y Proyectos 2. La Recomendación General 02, del 19 de junio de 2001, 
 sobre la práctica de detenciones arbitrarias. 
Primera Visitaduría 3. La Recomendación General 10, del 17 de noviembre de 2005, 
 sobre la práctica de la tortura. 
Secretaria Ejecutiva 4. El comunicado de prensa CGCP/151/06, emitido por la 

Comisión Nacional de los Derechos Humanos, suscrito en 
Ginebra Suiza, el 7 de noviembre de 2006. 
5. El informe presentado por la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos ante el Comité contra la Tortura de la 
Organización de las Naciones Unidas al que hace referencia el 
comunicado de prensa CGCP/151/06, emitido por la misma 
CNDH, suscrito en Ginebra, Suiza, el 7 de noviembre de 2006. 
6. El comunicado de prensa CGCP/152/06, emitido por la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos suscrito en 
Ginebra, Suiza, el 8 de noviembre de 2006. 

Transparencia
 

A. Solicitudes de información en trámite, recibidas 
y contestadas 

Marzo 

Solicitudes de Núm. 

Información en trámite 30 

Información recibidas 21 

Información contestadas 27 

B. Solicitudes de información contestadas en el periodo
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Expediente Área responsable Solicitud 
Causa de
conclusión 

2008/10 Segunda Visitaduría Solicita el costo desglosado de los gastos que implicó realizar el Información 
Informe Especial sobre el Derecho de Igualdad entre Mujeres y proporcionada 
Hombres. 

2008/14 Secretaría Técnica del Solicita directorio de ONG del país con las que trabaja la Falta de interés 
Consejo Consultivo Comisión Nacional de los Derechos Humanos a través de la del solicitante 

Dirección de Enlace de la Secretaría Técnica del Consejo 
Consultivo. 

2008/16 Dirección General de Quejas Solicita la información relacionada con el mayor Elías Alcaraz Falta de interés 
y Orientación Hernández y que, de acuerdo a informes obtenidos, es del solicitante 
 mencionado en investigaciones sobre la llamada “Guerra Sucia”. 
Primera Visitaduría También requiere detalle de las quejas presentadas en contra de 

esa persona en esta Comisión Nacional. 

2008/18 Unidad de enlace de Solicita el nombre de la encuesta realizada por la empresa Falta de interés 
Transparencia “Consulta”, realizada en agosto y septiembre de 2007, así como del solicitante 

los resultados que arrojó el documentos que argumentó su 
documentación. 

2008/19 Oficialía Mayor Solicita los detalles del contrato del servicio de rehabilitación de Falta de interés 
mobiliario diverso por el que se contrató a Muebles Pontevedra, del solicitante 
así como el listado de los productos que se compraron, en caso 
de haberlo hecho, así como su costo unitario. 

2008/42 Dirección General de Quejas Solicita saber si en éste Organismo Nacional existe alguna queja, No se encontró 
y Orientación procedimiento, recomendación o similares, generado a la información 

consecuencia del trabajo de Laura Fuentes cuando se 
desempeñaba como Directora de Planeación del Festival 
Cervantino. 

2008/43 Dirección General de Quejas Solicita el número de las amigables composiciones celebradas Información 
y Orientación con el Instituto Mexicano del Seguro Social en los años 2004, proporcionada 

2005, 2006 y 2007. 

2008/47 Quinta Visitaduría Solicita información relativa a los temas de la migración en el Información 
estado de San Luis Potosí, hacia Estados Unidos. ¿Cómo lo proporcionada 
maneja la Comisión Nacional de los Derechos Humanos? 
Estadísticas, acuerdos, desacuerdos, ayuda y todo lo relacionado 
con su funcionalidad en este asunto. 

2008/48 Dirección General de Quejas Desea le informe si en los archivos de esa H. Comisión Nacional No se encontró 
y Orientación de los Derechos Humanos existe alguna Recomendación emitida la información 

en contra de un suboficial de la PFP y agentes de la Agencia 
Federal de Investigación (AFI), pertenecientes a la Secretaría de 
Seguridad Pública Federal y Procuraduría General de la 
República, respectivamente. 

2008/49 Primera Visitaduría Solicita copia del informe o los informes proporcionados por No se encontró 
personal de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de la información 
Jalisco, ya sea por escrito o verbalmente, a personal de la CNDH 
dentro del expediente 2007/3262/1/R. 

2008/51 Coordinación General de Solicita la siguiente información: ¿a cuánto asciende el Información 
Comunicación y Proyectos presupuesto de la CNDH para el año 2008? De los recursos publicada o en la 
 asignados a la CNDH para el 2008, ¿cuánto se destinará a página de internet 
Oficialía Mayor Comunicación Social y en qué tipo de programas? de la CNDH 

 
Información 

”proporcionada 

2008/53 Dirección General de Quejas Solicita información relativa a las personas que en el plazo de 12 Información 
y Orientación meses anteriores al 15 de febrero de 2008 han acudido a la clasificada como 

CNDH a presentar quejas en contra de actos realizados por el confidencial o 
Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial y que aún se reservada 
encuentran en trámite. 
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Expediente Área responsable Solicitud 
Causa de
conclusión 

2008/55 Cuarta Visitaduría Solicita la siguiente información: Información 
 1. Las pruebas que haya presentado el gobierno del estado de proporcionada 
Quinta Visitaduría Guerrero sobre el cumplimiento de la Recomendación 69/2006, 

sobre el caso del periodista Misael Tamayo Hernández, emitida 
el 19 de diciembre de 2007. 
2. Las pruebas que haya presentado el gobierno del estado de 
Guerrero sobre el cumplimiento de la Recomendación 01/2008, 
sobre el caso de los señores Amado Ramírez Dilanes, Genaro 
Vázquez Durán y Leonel Bustos Muñoz, emitida el 10 de enero 
de 2008. 
3. Las pruebas que haya presentado el gobierno del estado de 
GUerrero sobre el cumplimiento de la Recomendación 66/2007, 
sobre el recurso de impuganción de los habitantes de la 
comunidad indígena de el Camalote, municipio de Ayutla de los 
Libres Guerrero. 
4. La respuesta que dio la Procuraduría General de la República, 
aceptando o rechazando la Recomendación 01/2008, sobre el 
caso de Amado Ramírez, Genaro Vázquez y Leonel Bustos. 

2008/61 Dirección General de Quejas Solicita lo siguiente: Información 
y Orientación A) El total de Recomendaciones emitidas por la Comisión proporcionada 

Nacional de los Derechos Humanos a la Secretaría de Medio  
Ambiente y Recursos Naturales, antes SEMARNAP, durante el Información 
periodo comprendido del 6 de junio de 1990 a la fecha (22 de publicada o en la 
febrero de 2008). página de internet 
Información electrónica que contenga la Recomendación, así de la CNDH 
como los hechos que la sustenten, relativos a las acciones u 
omisiones violatorias de Derechos Humanos a cargo de esa 
Secretaría. 
B) Respecto al inciso anterior, el número total de 
recomendaciones aceptadas y rechazadas. 
C) Respecto al inciso anterior, el registro que se tenga de las 
recomendaciones aceptadas, es decir, si fueron cumplidas total 
o parcialmente, o bien, incumplidas o cualquier otra modalidad. 

2008/63 Oficialía Mayor Solicita saber a cuánto ascendió el presupuesto de la CNDH en Información 
2007 y de qué manera se distribuyó. publicada o en la 

página de internet 
de la CNDH 

2008/64 Unidad de enlace de Solicita saber cómo se adoptaran las recomendaciones incluidas Información 
Transparencia en el informe de Human Rights Watch, titulado la Comisión publicada o en la 

Nacional de los Derechos Humanos de México: una evaluación página de internet 
crítica. de la CNDH 

2008/65 Oficialía Mayor Desea saber a cuánto asciende el presupuesto de la CNDH para Información 
el 2008 y cómo será distribuido. publicada o en la 

página de internet 
de la CNDH 

2008/66 Dirección General de Quejas Solicita el número total de quejas desglosado por entidad Información 
y Orientación federativa, en contra de agentes de la Policía Federal Preventiva proporcionada 

durante el año 2007 y lo que va del 2008. 

2008/69 Órgano Interno de Control Solicita el documento de acciones preventivas permanentes para Información 
 delimitar las conductas que deberán observar los servidores proporcionada 
Oficialía Mayor públicos en situaciones específicas en el desempeño de sus  

empleos, cargos o comisiones, para asegurar el cabal Información 
cumplimiento de los principios y obligaciones a que se refiere el publicada o en la 
título cuarto de la Ley Federal de Responsabilidades página de internet 
Administrativas de los Servidores Públicos (artículo 48 a 51). de la CNDH 
Resultados de las evaluaciones anuales que establece el artículo 
50 de esta ley. 

2008/70 Oficialía Mayor Solicita la siguiente información: Información 
¿Cómo le puedo hacer y con quién tengo que comunicarme publicada o en la 
para saber las próximas licitaciones? Yo tengo una casa página de internet 
productora y me encantaría trabajar en conjunto con la de la CNDH 
Comisión Nacional de Derechos Humanos, ya sea para proyectos 
internos como propios. 
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Expediente Área responsable Solicitud 
Causa de 
conclusión 

2008/72 Secretaría Técnica del Solicita la siguiente información: Información 
Consejo Consultivo ¿Cuántos convenios de colaboración tiene por año la CNDH publicada o en la 

con la sociedad civil? página de internet 
de la CNDH 

2008/74 Unidad de enlace Solicita información relativa al derecho de paternidad que se les Orientación a la 
de Transparencia está otorgando a los padres de familia de ausentarse ciertos días unidad de enlace 

a su trabajo. competente 

2008/82 Unidad de enlace Solicita conocer las consecuencias jurídicas de la licencia de Orientación a la 
de Transparencia paternidad y el fundamento jurídico de la misma. unidad de enlace 

competente 

2008/84 Centro Nacional de Solicita cualquier información impresa que emita esta Comisión Información 
Derechos Humanos Nacional, relativa a los Derechos Humanos que tiene cualquier publicada o en la 

individuo. página de internet 
de la CNDH 

C. Recursos en trámite, recibidos y resueltos
 

Marzo 

Recursos Núm. 

En trámite 1 

Recibidos 1 

Resueltos 0 
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Programa de Supervisión 
Penitenciaria 

Centros visitados
 

Núm. Estado Municipio Centro
 

1 Querétaro Casa Hogar 
“Caminando Juntos” 

2 Querétaro Casa Hogar 
“Villa Infantil” 

3 Querétaro “Hogar Juvenil del Santísimo 
Redentor” 

4 Querétaro Casa-Cuna “Needed” 

5 Querétaro Casa-Hogar “Ministerios 
Pan y Vida” 

6 Distrito Federal Instituto Nacional de Psiquiatría 
“Dr. Ramón de la Fuente” 

7 Distrito Federal Hospital Psiquiátrico infantil 
“Dr. Juan N. Navarro” 

8 Distrito Federal Hospital de Psiquiatría con Unidad 
Médica Núm. 10 

9 Distrito Federal Hospital Regional de Psiquiatría 
“Dr. Héctor Tovar Acosta” 

10 Baja California Sur La Paz Centro de Internamiento y 
Tratamiento para Adolescentes 
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Actividades de la CNDH
 

Primera Visitaduría General 

COORDINACIÓN DEL PROGRAMA SOBRE ASUNTOS DE LA MUJER,  
LA NIÑEZ Y LA FAMILIA 

• Reunión Regional de Análisis y Evaluación de la Ley General de Acceso  
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 

En colaboración con la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos del Esta-
do de Nayarit, el 3 de marzo de 2008, en la ciudad de Tepic, se organizó la Reu-
nión Regional de Análisis y Evaluación de la Ley General de Acceso de las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencia, cuyo objetivo fue abrir un espacio de reflexión para 
analizar, desde los ámbitos legislativo, académico y operativo, las bondades y des-
ventajas de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violen-
cia. Se contó con la participación 288 personas. 

PROGRAMA DE VIH/SIDA Y DERECHOS HUMANOS 

• Taller Respuestas Compartidas: Taller para la Creación de Redes  
de Trabajo en Materia de VIH/SIDA y Derechos Humanos 

En conjunto con la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla se im-
partió el Taller Respuestas Compartidas: Taller para la Creación de Redes de Tra-
bajo en Materia de VIH/SIDA y Derechos Humanos. 

El evento se llevó a cabo los días 6 y 7 de marzo de 2008, en el Auditorio Ri-
goberta Menchú Tum de la Comisión de Derechos Humanos de Estado de Puebla, 
y contó con la participación de servidores públicos de la Procuraduría General de 
la República, la Secretaría de Salud, la Secretaría de Educación Pública, el Insti-
tuto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, así como 
de los Servicios de Salud del Estado de Puebla, la Procuraduría del Ciudadano y 
asociaciones civiles como Somos Jóvenes, A. C.; Almas con Ilusión; Fundación 
Mexida, y Red Demysex Puebla, entre otros. Se contó con la participación de 64 
personas, de las cuales 40 son servidores públicos y 24 pertenecen a ONG de 
Derechos Humanos. 

El Director del Programa de VIH/SIDA de la CNDH, licenciado Ricardo Hernán-
dez Forcada, impartió el taller, en el transcurso del cual ayudó a los asistentes a 
reflexionar sobre los Derechos Humanos de las personas que viven con VIH/SIDA, 
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las principales formas de violaciones a los Derechos Humanos de este grupo de la 
población en México. 

El evento culminó con la creación de cinco grupos de trabajo, que se compro-
metieron a darle seguimiento en el estado a una serie de actividades de capa-
citación y promoción de los Derechos Humanos de las personas que viven con 
VIH. 

• Curso Derechos Sexuales y VIH/SIDA 

En conjunto con la asociación civil Mexfam, especialista en materia de servicios 
de salud sexual y reproductiva, el sábado 8 de marzo se impartió el Curso Dere-
chos Sexuales y VIH/SIDA. En dicho evento se contó con la participación de 20 
educadores y activistas de Derechos Humanos de distintas ONG. 

El curso, que tuvo lugar en la ciudad de México, fue impartido por los licencia-
dos Ricardo Hernández Forcada y Héctor Eloy Rivas Sánchez, Director y Subdirec-
tor del Programa de VIH/SIDA de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
respectivamente. En el evento, los ponentes ofrecieron un completo panorama 
sobre el contenido y los alcances de los derechos sexuales en el marco jurídico 
nacional e internacional, y la importancia de su promoción, en el marco de la lu-
cha contra el SIDA y por los Derechos Humanos. 

Tercera Visitaduría General 

• Visitas a lugares de detención realizadas por el Mecanismo Nacional  

de Prevención de la Tortura y visitas de seguimiento para constatar  

la aplicación de la reforma al artículo 18 constitucional en materia  

de justicia para adolescentes
 

Convencidos de la importancia de establecer una estrategia basada en la preven-
ción, que permita alcanzar los objetivos establecidos tanto en la Convención como 
en el Protocolo Facultativo contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhu-
manos o Degradantes, y con ello fortalecer la protección de las personas privadas 
de su libertad, especialmente tratándose de grupos vulnerables, como los confor-
mados por menores de edad y enfermos psiquiátricos, durante el mes que se in-
forma la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en ejercicio de sus atri-
buciones como Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, los días 6 y 7 
efectuó visitas de supervisión a la Casa-Hogar “Caminando Juntos”, dependiente 
del Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia de Querétaro, así como 
a cuatro casas de asistencia privada, en donde la autoridad canaliza a los meno-
res víctimas de delito, en atención a sus características personales. Dichas insti-
tuciones son: Casa-Hogar “Villa Infantil”, “Hogar Juvenil del Santísimo Redentor”, 
Casa-Cuna “Needed, y Casa-Hogar “Ministerios Pan y Vida”. 

De igual forma, el 31 de marzo se llevaron a cabo visitas de supervisión para 
conocer las condiciones en que se encuentran los pacientes con ingreso invo-
luntario y obligatorio, internados en el Instituto Nacional de Psiquiatría “Dr. Ra-
món de la Fuente”, en el Hospital Psiquiátrico Infantil “Dr. Juan N. Navarro”, en 
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Regional de Psiquiatría “Dr. Héctor Tovar Acosta”, estos dos últimos dependientes 
del Instituto Mexicano del Seguro Social. 

Por otra parte, respecto de las acciones desarrolladas para constatar la aplica-
ción de la reforma constitucional en materia de justicia para adolescentes, los 
días 10 y 11 se realizó una visita para dar seguimiento a la aplicación del Sistema 
de Justicia para Adolescentes en Baja California Sur. Para tal efecto, se entrevistó 
a las distintas personas que intervienen en dicho sistema, además de supervisar 
las instalaciones del Centro de Internamiento y Tratamiento para Adolescentes, 
ubicado en la ciudad de La Paz. 

Quinta Visitaduría General 

• Actividades realizadas durante marzo de 2008 

Atención al público (orientación) 

Responsable de la actividad Lugar donde se realizó Total 

Distrito Federal Estación Migratoria de Iztapalapa 65 

Tijuana En oficina 48 

Nogales En oficina 76 

Ciudad Juárez En oficina 107 
Reynosa En oficina 130 

Coatzacoalcos En oficina 35 

Villahermosa En oficina 19 

Tapachula En oficina 94 

San Cristóbal En oficina 30 

Aguascalientes En oficina 58 

Campeche En oficina 21 
Total: 683 

Visitas a estaciones migratorias
 

Responsable de la actividad Lugar donde se realizó Total 

Distrito Federal Estación migratoria o lugar habilitado 10 

Tijuana Estación migratoria o lugar habilitado 8 

Nogales Estación migratoria o lugar habilitado 6 

Ciudad Juárez Estación migratoria o lugar habilitado 13 

Reynosa Estación migratoria o lugar habilitado 22 

Coatzacoalcos Estación migratoria o lugar habilitado 14 

Villahermosa Estación migratoria o lugar habilitado 6 

Tapachula Estación migratoria o lugar habilitado 15 

San Cristóbal Estación migratoria o lugar habilitado 16 

Aguascalientes Estación migratoria o lugar habilitado 10 

Campeche Estación migratoria o lugar habilitado 3 

Total: 123 
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Gestiones
 

Responsable de la actividad Lugar donde se realizó Materia Total 

Oficinas foráneas y Distrito Federal Estación migratoria o lugar 
habilitado 

Atención médica 26 

Oficinas foráneas y Distrito Federal Estación migratoria o lugar 
habilitado 

Atención alimentaria 0 

Oficinas foráneas y Distrito Federal Estación migratoria o lugar 
habilitado 

Comunicación 9 

Oficinas foráneas y Distrito Federal Estación migratoria o lugar 
habilitado 

Asistencia material 18 

Oficinas foráneas y Distrito Federal Estación migratoria o lugar 
habilitado 

Asistencia jurídica 120 

Total: 173 

Secretaría Técnica del Consejo Consultivo de la CNDH 

DIRECCIÓN GENERAL ADJUNTA DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN  

EN DERECHOS HUMANOS
 

• Diplomado en Derechos Humanos. Tercera Generación,  

en el Instituto Politécnico Nacional
 

El 13 de marzo de 2008, en el Auditorio Principal de la Unidad Politécnica para 
el Desarrollo y la Competitividad Empresarial, se dio inicio a las actividades aca-
démicas del Diplomado en Derechos Humanos. Tercera Generación, que este Or-
ganismo Nacional impartirá a maestros del Instituto Politécnico Nacional para 
promover una cultura de respeto y promoción de los Derechos Humanos. 

Para tal efecto, se realizaron actividades de enlace con la Defensoría de los De-
rechos Politécnicos del Instituto Politécnico Nacional. 

Entre las personas que participaron se encuentra la licenciada Norma Sánchez 
Lew, Defensora de los Derechos Politécnicos; el doctor Efrén Parada Arias, Secreta-
rio General del Instituto Politécnico Nacional, y el licenciado Adrián Hernández Gar-
cía, Director General Adjunto de Educación y Formación en Derechos Humanos. 

• Diplomado en Derechos Humanos de los Pueblos 

Indígenas, en Yucatán
 

Del 19 de octubre de 2007 al 1 de marzo de 2008, en la Universidad Autónoma 
de Yucatán, se llevó a cabo la clausura de las actividades académicas del Diplo-
mado en Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas que este Organismo Na-
cional impartió a servidores públicos, profesionistas, investigadores y miembros 
de organizaciones civiles para promover la cultura de respeto y promoción de los 
Derechos Humanos. 

Lo anterior fue posible gracias a los trabajos de coordinación que la CNDH 
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la Cultura Maya del Estado de Yucatán y la Comisión de Derechos Humanos del 
Estado de Yucatán. 

Por parte de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos estuvo presente 
el Secretario Técnico del Consejo Consultivo, licenciado Jesús Naime Libién, y por 
la Comisión Estatal de Derechos Humanos del Estado de Yucatán su Presidente, 
licenciado Jorge Victoria Maldonado. 

• Diplomado de Alta Especialización en Derechos Humanos 
y Grupos Vulnerables, en Puebla 

En las instalaciones de la Benemérita Universidad Autónoma de Puebla, del 5 de 
octubre de 2007 al 29 de febrero de 2008, se llevó a cabo la clausura de las 
actividades académicas del Diplomado de Alta Especialización en Derechos Hu-
manos y Grupos Vulnerables que este Organismo Nacional impartió a servidores 
públicos, profesionistas, investigadores y miembros de organizaciones civiles para 
promover una cultura de respeto y promoción a los Derechos Humanos. 

Para llevar a cabo lo anterior, personal de la CNDH se coordinó con la Bene-
mérita Universidad Autónoma de Puebla y con la Comisión de Derechos Humanos 
del Estado de Puebla. 

DIRECCIÓN GENERAL DE VINCULACIÓN INTERINSTITUCIONAL 

• Visita a la Colonia Penal Federal “Islas Marías”, en coordinación  
con la Tercera Visitaduría General y la Comisión de Derechos Humanos  
de la Cámara de Diputados 

El 5 de marzo de 2008, se realizó una visita a la Colonia Penal Federal “Islas Ma-
rías”, en coordinación con la Tercera Visitaduría General y la Comisión de Dere-
chos Humanos de la Cámara de Diputados, con la finalidad de establecer vínculos 
de trabajo conjunto con las Comisiones de Derechos Humanos del H. Congre-
so de la Unión y la Tercera Visitaduría General de la CNDH, para supervisar el 
respeto a los Derechos Humanos en el sistema penitenciario y de readaptación 
social del país. 

Por parte de la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados, 
asistieron los siguientes Diputados: Omeheira López Reyna, Presidenta; Arturo 
Flores Grande, Secretario; María Dolores González Sánchez, Secretaria; Carlos 
Alberto Navarro Sugich; Martha Cecilia Díaz Gordillo; Nemesio Domínguez Do-
mínguez; Luis Gerardo Serrato Castell, y Mario Eduardo Moreno Álvarez; por la 
Comisión de Seguridad Pública los Diputados Édgar Armando Olvera Higuera, Se-
cretario, y Francisco de los Santos Arreola; por parte de la Comisión de Justicia el 
Diputado Jesús de León Tello, así como asesores de los legisladores; por la CNDH, 
el licenciado Jorge Vega Arroyo, Director General de la Tercera Visitaduría, y el 
doctor Enrique Díaz Michel, Director General de Vinculación Interinstitucional. 

Entre los principales logros alcanzados se encuentra la verificación de la situa-
ción que guardan los internos de ese centro de reclusión en materia de Derechos 
Humanos, así como dar a conocer a los legisladores las acciones que emprende 
la CNDH en este tema. 
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• Coordinación con la Tercera Visitaduría General y la Comisión de Derechos 
Humanos de la Cámara de Diputados, para la realización de la visita  
al Centro Federal de Readaptación Social Número 2 “Occidente” 

El 13 de marzo de 2008, personal de la Secretaría Técnica del Consejo Consulti-
vo, en coordinación con la Tercera Visitaduría General de la CNDH, llevó a cabo 
una visita al Centro Federal de Readaptación Social Número 2 “Occidente”, en 
el municipio de El Salto, Jalisco, con la finalidad de establecer vínculos de tra-
bajo conjunto con las Comisiones de Derechos Humanos del H. Congreso de la 
Unión, para supervisar el respeto a los Derechos Humanos en el sistema peniten-
ciario y de readaptación social del país. 

Por parte de la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados 
asistieron los Diputados Carlos Alberto Navarro Sugich; Martha Cecilia Díaz Gor-
dillo, y Mario Eduardo Moreno Álvarez; por la CNDH, el licenciado Jorge Vega 
Arroyo, Director General de la Tercera Visitaduría, y el licenciado Benjamín Ver-
gara Herrera, Visitador Adjunto. 

• Coordinación de la reunión de trabajo con el Senador Carlos Aceves  

del Olmo, Presidente de la Comisión de Trabajo y Previsión Social del  

Senado de la República
 

El 4 de marzo de 2008, en las oficinas del Senado de la República de la ciudad de 
México, se llevó a cabo una reunión de trabajo con el Senador Carlos Aceves del 
Olmo, con la finalidad de establecer los enlaces de vinculación con el Senado de 
la República y la Presidencia de la CNDH, para proponer y articular programas 
de trabajo en materia de Derechos Humanos. 

Por parte de la CNDH estuvo presente el doctor José Luis Soberanes Fernández, 
Presidente, y el doctor Enrique Díaz Michel, Director General de Vinculación In-
terinstitucional, y por parte del Senado de la República el Senador Carlos Aceves 
del Olmo, Presidente de la Comisión de Trabajo y Previsión Social. 

En dicha reunión se establecieron acuerdos de trabajo conjunto por parte del 
Presidente de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y la CNDH en asuntos re-
lacionados con la promoción de los Derechos Humanos. 

• Reunión de Trabajo con el Senador Ricardo García Cervantes,  

Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores para América  

del Norte del Senado de la República
 

El 26 de marzo de 2008, en las Oficinas de la CNDH en República de Cuba nú-
mero 60, Centro Histórico, se reunieron el doctor José Luis Soberanes Fernán-
dez, Presidente de la CNDH; el doctor Enrique Díaz Michel, Director General de 
Vinculación Interinstitucional de la CNDH, y el Senador Ricardo García Cervantes, 
Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores para América del Norte del 
Senado de la República, con el objetivo de establecer enlaces de vinculación entre 
el Senado de la República y la Presidencia de la CNDH, para proponer y articular 
programas de trabajo en materia de Derechos Humanos. 

Como resultado de la reunión, se establecieron acuerdos de trabajo conjunto 
por parte del Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores para América 
del Norte del Senado de la República y la CNDH en asuntos relacionados con la 
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• Reunión de Trabajo con el Senador Guillermo Tamborrel Suárez,  
Presidente de la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables  
del Senado de la República 

En el edificio “Dr. Héctor Fix-Zamudio” de la CNDH, el 31 de marzo de 2008 se 
reunieron el doctor José Luis Soberanes Fernández, Presidente de la CNDH; el 
doctor Enrique Díaz Michel, Director General de Vinculación Interinstitucional de 
la CNDH, y el Senador Guillermo Tamborrel Suárez, Presidente de la Comisión 
de Atención a Grupos Vulnerables del Senado de la República, con la finalidad de 
establecer los enlaces de vinculación con el Senado de la República y la Presidencia 
de la CNDH, para proponer y articular programas de trabajo en materia de Dere-
chos Humanos. 

DIRECCIÓN DE ENLACE Y DESARROLLO CON ORGANISMOS  
NO GUBERNAMENTALES 

• Reunión de Fortalecimiento con 108 Organizaciones No  
Gubernamentales del estado de Quintana Roo 

El 5 de marzo de 2008, en las instalaciones de la Comisión de Derechos Humanos 
del Estado de Quintana Roo, se llevó a cabo una Reunión de Fortalecimiento con 
108 ONG de ese estado, con la finalidad de mantener constante el canal de co-
municación con las organizaciones sociales, con las que se suscribió un convenio 
de colaboración vigente, se recabaron los programas específicos de trabajo de las 
mismas para el ejercicio 2008 y se presentó el CD-ROM interactivo Nuestros de-
rechos, tercera edición. 

Por parte de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos asistió el licen-
ciado Jesús Naime Libién, Secretario Técnico del Consejo Consultivo, y por la Co-
misión de Derechos Humanos del Estado de Quintana Roo el licenciado Gaspar 
Armando García Torres, Presidente de ese Organismo Estatal. 

Con esta reunión se logró el fortalecimiento del vínculo con las Organizaciones 
No Gubernamentales de dicha entidad federativa y se dio cumplimiento a los com-
promisos adquiridos con cada una de ellas. 

• Reunión de Fortalecimiento, actividades derivadas  
por convenios de colaboración con 46 organizaciones  
sociales del estado de Campeche 

El 12 de marzo de 2008, en el estado de Campeche, se llevó a cabo una Reunión 
de Fortalecimiento con 46 ONG de esa entidad federativa, con la finalidad de 
fortalecer los vínculos de colaboración entre las organizaciones de la sociedad 
civil, la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Campeche y la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos. 

Por parte de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos estuvo presente 
el licenciado Jesús Naime Libién, Secretario Técnico del Consejo Consultivo, y por 
la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Campeche asistió la licenciada 
Ana Patricia Lara Guerrero, Presidenta de ese Organismo Estatal, y siete Conse-
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Con esta Reunión se logró la firma de convenios de colaboración entre Orga-
nizaciones No Gubernamentales, la Comisión de Derechos Humanos del Estado 
de Campeche y la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, para trabajar de 
manera conjunta en favor de los derechos fundamentales, a través de la capaci-
tación, divulgación y defensa de los mismos. 

DIRECCIÓN GENERAL ADJUNTA DE VINCULACIÓN CON ORGANISMOS  

PÚBLICOS DE DERECHOS HUMANOS
 

• Seminario de Visitadores de las Comisiones y Procuradurías  

de Derechos Humanos del país, para dar seguimiento al Diagnóstico  

Nacional de Supervisión a Centros Penitenciarios
 

En la ciudad de Guaymas, Sonora, el 12 de marzo del presente año, se llevó a 
cabo un Seminario de Visitadores de las Comisiones y Procuradurías de Derechos 
Humanos de México, con la finalidad de dar seguimiento al Diagnóstico Nacional 
de Supervisión a Centros Penitenciarios. 

Por parte de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos participó el Tercer 
Visitador General, licenciado Andrés Calero Aguilar, y el Director General Adjunto 
de Vinculación con Organismos Públicos de Derechos Humanos, y por la Federa-
ción Mexicana de Organismos Públicos de Derechos Humanos su Presidente, maes-
tro Carlos García Carranza. 

• Informe Anual de Actividades 2007 del Presidente de la Comisión  

de Derechos Humanos del Estado de Durango
 

El 26 de marzo de 2008, en la ciudad de Durango, Durango, el maestro Carlos 
García Carranza, Presidente de la Comisión de Derechos Humanos de ese estado, 
presentó el Informe Anual de Actividades 2007, ante el Congreso Estatal. 

Por parte de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos estuvo presente 
el Tercer Visitador General, licenciado Andrés Calero Aguilar, y el Director Gene-
ral Adjunto de Vinculación con Organismos Públicos de Derechos Humanos; por 
la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Durango su Presidente, maes-
tro Carlos García Carranza; por el Gobierno del estado el Secretario General de 
Gobierno, licenciado Oliverio Reza Cuéllar; por el Congreso del estado el Presi-
dente de la Mesa Directiva de la LXIV Legislatura, Diputado Ernesto Abel Alanís 
Herrera, y el Presidente de la Gran Comisión del Congreso del estado, Diputado 
Jorge Herrera Delgado, y por el Tribunal Superior de Justicia del estado el Magis-
trado Presidente, licenciado José Apolonio Betancourt Ruiz, entre otros. 

Centro Nacional de Derechos Humanos 

El Centro Nacional de Derechos Humanos (CENADEH) tiene como responsabilidad 
primordial la promoción de la cultura de los Derechos Humanos a través de la rea-
lización de estudios e investigación académica sobre el tema, tanto desde el pun-
to de vista del derecho como desde una perspectiva interdisciplinaria; el CENADEH 
también procura el intercambio institucional, la formación de investigadores, la 
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la organización de programas de formación académica, así como el fortalecimien-
to del Centro de Documentación y Biblioteca. 

1. Investigaciones y proyectos académicos 

El personal académico del Centro Nacional elaboró cinco artículos para su publi-
cación en prensa; además, elaboró dos reseñas bibliográficas para su posible pu-
blicación en la Revista del Centro Nacional, Derechos Humanos México. 

2. Actividades académicas 

El personal académico impartió cuatro conferencias en diversos foros nacionales, 
como diplomados, seminarios y mesas redondas, en instituciones educativas na-
cionales, dependencias públicas, universidades y Comisiones Estatales de Derechos 
Humanos. 

Además, un investigador tuvo cuatro intervenciones en un programa de radio 
y una en televisión, y otro investigador participó en un programa de televisión, 
en donde abordaron temas relacionados con los Derechos Humanos. 

Por último, el personal académico del CENADEH participó en 11 actividades 
académicas externas, como docentes a nivel de licenciatura y posgrado en diver-
sas instituciones académicas. 

3. Programas de formación académica 

a) Doctorado en Derechos Humanos que se imparte en la CNDH  
con la colaboración de la Universidad Nacional de Educación  
a Distancia de Madrid 

Se reunió el Comité Evaluador del Programa de Admisión al Doctorado en De-
rechos Humanos 2008/2009, para evaluar los expedientes de las 69 personas 
que solicitaron su ingreso al programa, de las cuales determinó, en términos de 
lo que establece la convocatoria, la admisión y próxima postulación de 25 per-
sonas a la Universidad Nacional de Educación a Distancia de Madrid. 

b) Programa de tutorías para los Doctorados en Derecho  
Constitucional y Derechos Humanos 

En este mes se realizaron, en las instalaciones del Centro, siete entrevistas aca-
démicas del Programa de Tutorías en México para los alumnos inscritos en el 
Doctorado en Derechos Humanos por la UNED y en el de Derecho Constitucional 
por la Universidad de Castilla-La Mancha de España. 

4. Claustro académico 

En este mes, en el Claustro académico del Centro participó como ponente la li-
cenciada María Elena Lugo Garfias, investigadora del Centro Nacional de Derechos 
Humanos, que expuso sobre “La diferencia entre tortura y tratos crueles, inhu-
manos o degradantes”. 

5. Eventos realizados por el Centro Nacional de Derechos Humanos 
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Recomendación 5/2008
 
Sobre el recurso de impugnación del señor 

Jesús Manuel Martínez Peñuelas 

SÍNTESIS: El 1 de agosto de 2007, esta Comisión Nacional inició el expediente 
2007/264/4/RI, con motivo del recurso de impugnación interpuesto por el señor 
Jesús Manuel Martínez Peñuela, en contra de la no aceptación de la Recomendación 
22/07, por parte del Procurador General de Justicia del estado de Sinaloa, emitida 
por la por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sinaloa. 
El 18 de abril de 2007, entre las 08:00 y 09:00 horas, en diferentes puntos de la 

ciudad de Culiacán, Sinaloa, los señores Noé Alberto Martínez Peñuelas y Jesús 
Armando López Uriarte fueron interceptados por elementos adscritos a la Unidad 
Modelo de Investigación Policial (UMIP) de la Procuraduría General de Justicia del 
Estado de Sinaloa, quienes los trasladaron a las instalaciones de dicha corporación 
policial, sitio al que, posteriormente, arribó personal ministerial para desahogar las 
diligencias relacionadas con la averiguación previa CLN/DAP/009/2005/AP, iniciada 
con motivo del homicidio del señor Enrique Ávila Castro. 
Por tal motivo, en esa misma fecha, el señor Jesús Manuel Martínez Peñuelas pre-

sentó una queja, vía telefónica, ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
Sinaloa, por lo que personal de dicho Organismo Local acudió, de inmediato, a las 
instalaciones de la UMIP, siendo informados por el Coordinador de dicha Unidad que 
ahí no se encontraban las personas que buscaban, negándoles, además, el acceso 
al edificio. Ante la certeza de que los señores Noé Alberto Martínez Peñuelas y Jesús 
Armando López Uriarte se encontraban ahí, el personal de la Comisión Estatal per-
maneció fuera del recinto de la UMIP por, aproximadamente, ocho horas, encontrán-
dose presente también el Presidente de ese Organismo Local. Aproximadamente a 
las 18:55 horas, agentes de la mencionada corporación policial salieron del edificio 
con los hoy agraviados, a quienes llevaban esposados, para ser trasladados a los se-
paros de la Dirección de la Policía Ministerial del estado, a disposición del agente del 
Ministerio Público, en virtud de la orden de detención que se giró, en las mismas ins-
talaciones de la UMIP, a las 18:00 horas de 18 de abril de 2007, en contra de ellos. 
La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sinaloa, después de haber realizado 

las investigaciones correspondientes, resolvió que se habían vulnerado los derechos 
a la legalidad y seguridad jurídica de los señores Noé Alberto Martínez Peñuelas y 
Jesús Alberto López Uriarte, por lo que, el 29 de mayo de 2007, emitió la Recomenda-
ción 22/07, dirigida al Procurador General de Justicia del estado de Sinaloa, la cual 
no fue aceptada y, por tal motivo, el señor Jesús Manuel Martínez Peñuelas inter-
puso un recurso de impugnación ante esta Comisión Nacional, el cual se radicó con 
el número de expediente 2007/264/4/RI. 
Derivado del análisis lógico-jurídico practicado al conjunto de evidencias que obran 

en el expediente 2007/264/4/RI, esta Comisión Nacional coincide con el criterio sos-
tenido por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sinaloa, al advertir viola-
ciones a los Derechos Humanos de seguridad jurídica y legalidad, protegidos por los 
artículos 14, párrafo segundo; 16, párrafo primero, y 20, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, por parte de los agentes del Ministe-
rio Público de la Dirección de Averiguaciones Previas y de elementos adscritos a la 
UMIP, ambos de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Sinaloa, en perjui-
cio de los señores Noé Alberto Martínez Peñuelas y Jesús Armando López Uriarte. 
Por lo que de las constancias integradas por las autoridades responsables resulta GACETA 

indiscutible que la actuación de los servidores públicos de la Procuraduría General 1990/2008 

Re
co

m
en

da
ci

on
es


 

75 



             

             

                

             

de Justicia del estado no satisfizo los requisitos de la fundamentación y motivación 
que debe contener todo acto emitido por la autoridad, ya que incurrió en conduc-
tas y omisiones graves, vulnerando también lo establecido por el artículo 130 de la 
Constitución Política del Estado de Sinaloa; 46; 47, fracciones I, V, XVII, XVIII, XIX, 
XX y XXI, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de 
Sinaloa; 3; 4; 5, inciso g); 6, fracciones I, II y III; 8; 9, fracción V; 24, fracciones III, 
IV, XI y XIV, y 33, fracción IV, de la Ley Orgánica del Ministerio Público del Estado 
de Sinaloa; 11, fracciones VII y XII; 12, fracciones I, V, XII, XIII y XV; 56, fracciones 
II, V, VI, IX, X, y XIII, 59, fracciones I, V y VI, del Reglamento de la Ley Orgánica del 
Ministerio Público del Estado de Sinaloa, y 1o. y 2 del Código de Ética de la Procu-
raduría General de Justicia del Estado de Sinaloa. Así como disposiciones relaciona-
das con el derecho a la legalidad y seguridad jurídica previstos en los instrumentos 
internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y ratificados por el Senado de la 
República, en términos del artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, como son los artículos 3, 9 y 12 de la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos; I, V y XXV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre; 7.1, 7.2, 7.3, 7.4 y 7.5 de la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos, y 9.1, 17.1 y 17.2 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos. 
Asimismo, esta Comisión Nacional hace evidente que aun cuando hasta en tres 

ocasiones personal de este Organismo Nacional entabló comunicación con funcio-
narios de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Sinaloa, el 15 de noviem-
bre de 2007 el Procurador General de Justicia del estado de Sinaloa reiteró a este 
Organismo Nacional la no aceptación de la Recomendación 22/07, manifestando 
una serie de consideraciones de carácter procesal que ya habían sido vertidas ante-
riormente ante el Organismo Local, evidenciando una actitud claramente contraria 
al respeto por los derechos de los ciudadanos de aquella entidad federativa, bajo el 
argumento de que sus servidores públicos podían privar de la libertad a los agravia-
dos, dado que existía una orden de localización y presentación girada en su contra, 
pretendiendo ignorar las inconsistencias y distorsiones que contenían éstas, lo que 
ha quedado de manifiesto en la citada Recomendación. 
Por lo anterior, el 11 de marzo de 2008 este Organismo Nacional emitió la Reco-

mendación 5/2008, dirigida al Gobernador Constitucional del estado de Sinaloa. 

México, D. F., 11 de marzo de 2008 

Sobre el recurso de impugnación del señor Jesús Manuel Martínez Peñuelas 

Lic. Jesús Alberto Aguilar Padilla,
 
Gobernador constitucional del estado de Sinaloa
 

Distinguido señor Gobernador:
 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 

102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., último párra-
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o; 6o., fracciones IV y V; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 55; 61; 62; 63; 64; 65, y 66, inciso a), de 

a Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en relación con los diversos 159, fracción 

V; 160; 162; 167; 168, y 170, de su Reglamento Interno, ha examinado los elementos contenidos 

en el expediente 2007/264/4/RI, relacionado con el recurso de impugnación interpuesto por el señor 

esús Manuel Martínez Peñuelas, y vistos los siguientes:
 



 

              

 

             

             

            

I. HECHOS 

A. El 18 de abril de 2007, a las 09:45 horas, el señor Jesús Manuel Martínez Pe-
ñuelas presentó una queja, vía telefónica, ante la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Sinaloa, misma que quedó registrada con el número de expediente 
CEDH/IV/050/07, en la cual manifestó, en términos generales, que en esa fecha, 
entre las 08:00 y 09:00 horas, su hermano, Noé Alberto Martínez Peñuelas, y el 
señor Jesús Armando López Uriarte fueron detenidos en la ciudad de Culiacán, 
por agentes de la Unidad Modelo de Investigación Policial (UMIP) de la Procura-
duría General de Justicia del Estado de Sinaloa (PGJS) y fueron trasladados a las 
instalaciones de dicha Unidad. 

B. Con motivo de lo anterior, aproximadamente a las 10:00 horas de ese día, per-
sonal de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sinaloa se presentó en las 
instalaciones de la UMIP, con la finalidad de entablar comunicación con los se-
ñores Noé Alberto Martínez Peñuelas y Jesús Armando López Uriarte; sin embar-
go, el Coordinador de dicha Unidad les informó que ahí no se encontraban las 
personas que buscaban y les negó el acceso al edificio. Por la razón expresada, 
y ante la certeza de que los agraviados se encontraban ahí, el personal de la Co-
misión Estatal permaneció fuera del recinto de la UMIP por, aproximadamente, 
ocho horas. 

C. A las 13:45 horas, el Presidente de la Comisión Estatal de Derechos Humanos 
de Sinaloa arribó a las instalaciones de la UMIP, pero tampoco a él se le permitió 
acceder a su interior. Aproximadamente a las 18:00 horas, elementos de esa 
corporación policiaca salieron del edificio con los señores Noé Alberto Martínez 
Peñuelas y Jesús Armando López Uriarte, a quienes llevaban esposados; dichos 
agentes indicaron al personal de la Comisión Estatal que esas personas iban cus-
todiadas en virtud de que se había ejecutado una orden de aprehensión girada 
en contra de ellos y, en consecuencia, serían trasladados a la Dirección de la Po-
licía Ministerial del estado, para ponerlos a disposición del agente del Ministerio 
Público. 

D. Ese mismo día, el señor Jesús Manuel Martínez Peñuelas presentó, ante la Co-
misión Estatal, la ratificación y ampliación de su queja, precisando que, entre las 
08:00 y 09:00 horas, cuando el señor Noé Alberto Martínez Peñuelas se dirigía 
a su fuente de trabajo, ubicada en el edificio central de la Universidad Autóno-
ma de Sinaloa, en compañía de su esposa, fue interceptado por dos automóviles 
color blanco, del que descendieron un grupo de personas, quienes le informaron 
que tenía que acompañarlos en razón de que contaban con una orden de pre-
sentación girada por un agente del Ministerio Público del Fuero Común. 

Agregó que ese mismo día también detuvieron al señor Jesús Armando López 
Uriarte, pero que esto se verificó frente al edificio que ocupa la Subprocuraduría 
Regional de Justicia, Zona Centro de la PGJS. 

Asimismo, amplió su queja en contra del agente del Ministerio Público adscri-
to a la Dirección de Averiguaciones Previas, responsable de la integración de la in-
dagatoria penal número CLN/DAP/009/2005/AP, al considerar que violentó los 
Derechos Humanos a la legalidad y seguridad jurídica en agravio de los señores 
Noé Alberto Martínez Peñuelas y Jesús Armando López Uriarte. 
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E. Una vez realizadas las investigaciones correspondientes, el 29 de mayo de 
2007 la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sinaloa emitió la Recomen-
dación 22/07, dirigida al Procurador General de Justicia de ese estado, en los si-
guientes términos: 

PRIMERA. Instruya a la Unidad de Asuntos Internos y Contraloría de esa 
Procuraduría General de Justicia del estado, que tomando en consideración 
los actos motivo de queja, así como los razonamientos expuestos por esta 
Comisión, tramite el procedimiento correspondiente, de conformidad con lo 
que establecen la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del 
Estado y la Ley Orgánica del Ministerio Público del Estado, a fin de que se 
impongan las sanciones que resulten procedentes a los CC. ÁNGELA GAR-
CÍA SÁNCHEZ, ARMANDO FIGUEROA TORRES, ARMANDO GUERRERO 
BARRAZA Y JOSÉ MANUEL CARVAJAL GÓMEZ, agentes del Ministerio Pú-
blico adscritos a la Dirección de Averiguaciones Previas de la Procuraduría 
General de Justicia del estado, que participaron en la integración de la ave-
riguación previa número CLN/DAP/009/2005 (sic) y que desahogaron las 
actuaciones que se refutan como irregulares, así como a los CC. JULIO CÉ-
SAR ACOSTA PÉREZ, JORGE LUIS RETAMOZA GARCÍA, JOSÉ EVERARDO 
AMARILLAS ÁLVAREZ, MARIANO CRUZ RIVERA, PEDRO LUIS ALVARADO 
GUTIÉRREZ, OSWALDO ORTEGA SÁNCHEZ, CARLOS TOMÁS GUTIÉRREZ 
VALDEZ y RICARDO MIRANDA GÁMEZ, integrantes de los Grupos Neutrón 
I, III, II, IV, XI, VII y XVIII de la Unidad Modelo de Investigación Policial, de 
la Procuraduría General de Justicia del estado (sic). 

SEGUNDA. Ordene se inicie averiguación previa en contra de los servidores 
públicos referidos en el párrafo que antecede, por considerárseles probables 
responsables del delito de abuso de autoridad, cometido en contra del ser-
vicio público y de manera indirecta, en contra de los señores NOÉ ALBERTO 
MARTÍNEZ PEÑUELAS y JESÚS ARMANDO LÓPEZ URIARTE, cometido bajo 
las circunstancias que fueron precisadas en el cuerpo de la presente resolu-
ción y, desde luego, se dicte, con la mayor brevedad, la resolución que con-
forme a Derecho corresponda. 

F. El 6 de junio de 2007, la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sinaloa 
recibió el oficio 00973, de esa misma fecha, por el cual el Procurador General de 
Justicia de ese estado solicitó un término extraordinario de cinco días hábiles a 
efecto de dar respuesta a la Recomendación 22/07. Dicha petición le fue conce-
dida por la citada Comisión Estatal, mediante el oficio CEDH/V/CUL/000472. 

G. El 13 de junio de 2007, la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sinaloa 
recibió el oficio número 01075, del 12 de junio de 2007, por el cual el Procurador 
General de Justicia de la mencionada entidad federativa informó que no acepta-
ba la Recomendación 22/07. 

H. El 21 de junio de 2007 el señor Jesús Manuel Martínez Peñuelas recibió el ofi-
cio CEDH/V/CUL/000500, del 15 de junio de 2007, por el cual la Comisión Es-
tatal de Derechos Humanos de Sinaloa le notificó la no aceptación de la Reco-
mendación 22/07, por parte de la multicitada PGJS. 

I. El 1 de agosto de 2007, esta Comisión Nacional recibió el oficio CEDH/VG/ 
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ciones de Presidenta, de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sinaloa, 
por el cual remitió el recurso de impugnación promovido por la no aceptación 
de la Recomendación por parte de la autoridad, por el señor Jesús Manuel Mar-
tínez Peñuelas, mismo que se radicó en este Organismo Nacional bajo el número 
de expediente 2007/264/4/RI. 

J. Los días 29 de agosto, así como 28 y 29 de noviembre de 2007, Visitadores Ad-
juntos de este Organismo Nacional asentaron en actas circunstanciadas de esas 
fechas las gestiones realizadas con personal adscrito a la PGJS, orientadas a co-
nocer las motivaciones o interpretaciones que propiciaron la no aceptación de la 
Recomendación 22/07. 

K. El 16 de noviembre de 2007 se recibió en este Organismo Nacional el oficio 
002273, a través del cual el Procurador General de Justicia del estado de Sinaloa 
reiteró a este Organismo Nacional la no aceptación de la Recomendación 22/07. 

II. EVIDENCIAS 

En este caso las constituyen: 

A. La copia del expediente de queja CEDH/IV/050/07, integrado por la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Sinaloa, de cuyo contenido destacan, por su 
importancia, las siguientes constancias: 

1. La queja presentada por el señor Jesús Manuel Martínez Peñuelas, el 18 de 
abril de 2007, ante la citada Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sinaloa, 
así como la ampliación de la misma. 

2. El acta circunstanciada del 18 de abril de 2007, elaborada por personal ads-
crito a la Comisión Estatal. 

3. El oficio 002085, del 23 de abril de 2007, a través del cual la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Sinaloa rindió el informe solicitado por el Orga-
nismo Local defensor de los Derechos Humanos. 

4. La copia del proceso penal 131/2007, instruido por el Juez Primero de Prime-
ra Instancia del Ramo Penal del Distrito Judicial de Culiacán, en contra de los 
señores Noé Alberto Martínez Peñuelas y Jesús Armando López Uriarte, por el de-
lito de homicidio calificado, con premeditación y ventaja, en agravio de quien en 
vida llevó el nombre de Enrique Ávila Castro, de la que destacan las siguientes: 

Diligencias practicadas el 17 de abril de 2007: 

a) Los oficios 01276 y 01277, suscritos por la licenciada Ángela García Sánchez, 
titular del Ministerio Público del Fuero Común, adscrita a la Dirección de Averi-
guaciones Previas de Culiacán, Sinaloa, a través de los cuales solicitó al encarga-
do de la UMIP la localización y presentación ante personal de actuaciones de esa 
Representación Social, de los señores Jesús Armando López Uriarte y Noé Alber-
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b) La constancia ministerial de diligencia de confrontación desahogada entre el 
señor Jesús Armando López Uriarte y Juan Manuel Ramírez Estrada, testigo pre-
sencial de los hechos materia de la investigación ministerial, elaborada, en la 
ciudad de Culiacán, por la citada licenciada Ángela García Sánchez, quien asen-
tó que ésta inició a las 13:50 horas y concluyó a las 14:55 horas. 

Diligencias practicadas el 18 de abril de 2007: 

c) Los oficios 002071 y 002072, suscritos por el Coordinador de Investigaciones 
de la UMIP y dirigidos a la agente titular del Ministerio Público del Fuero Común, 
adscrita a la Dirección de Averiguaciones Previas de la PGJS, por los cuales remi-
tió los informes policiales en los que obran las ejecuciones de las órdenes de pre-
sentación solicitadas. 

d) La constancia ministerial por la que la agente titular del Ministerio Público del 
Fuero Común, adscrita a la Dirección de Averiguaciones Previas de la PGJS, asen-
tó la recepción de los oficios 002071 y 002072, acordando a su vez la ratificación, 
rectificación, ampliación o modificación de los partes informativos. 

e) Las cuatro constancias ministeriales en las que se ratificaron los partes policia-
les asentados a las 11:10, 11:25, 11:40 y 11:50 horas. 

f) La constancia ministerial de una diligencia de confrontación desahogada entre 
el señor Jesús Armando López Uriarte y Gonzalo Melchor Bastidas, testigo pre-
sencial de los hechos materia de la investigación ministerial, elaborada por la li-
cenciada Ángela García Sánchez, en la que asentó que ésta inició a las 12:00 
horas y concluyó a las 12:50 horas. 

g) La constancia ministerial de diligencia de confrontación desahogada entre el 
señor Noé Alberto Martínez Peñuelas y José Manuel Aramburo Meleros, testigo 
presencial de los hechos materia de la investigación ministerial, elaborada por el 
licenciado Armando Figueroa Torres, agente titular del Ministerio Público del Fue-
ro Común, adscrito a la Dirección de Averiguaciones Previas de la PGJS, precisan-
do que ésta inició a las 12:30 horas y concluyó a 13:10 horas. 

h) La declaración testimonial del señor Miguel Ángel Medina Alcalá ante el licen-
ciado Armando Guerrero Barraza, en la que dicho el agente titular del Ministerio 
Público del Fuero Común, adscrito a la Dirección de Averiguaciones Previas, asen-
tó que inició a las 12:40 horas y concluyó a las 12:55 horas. 

i) La constancia ministerial de diligencia de confrontación desahogada entre el 
señor Noé Alberto Martínez Peñuelas y el señor Gonzalo Melchor Bastidas, tes-
tigo presencial de los hechos materia de la investigación ministerial, elaborada 
por el licenciado Armando Guerrero Barraza, quien asentó que la diligencia inició 
a las 13:30 horas y concluyó a 14:20 horas. 

j) La constancia ministerial de diligencia de confrontación desahogada entre el 
señor Noé Alberto Martínez Peñuelas y el señor Juan Manuel Ramírez Estrada, 
testigo presencial de los hechos materia de investigación, elaborada por el licen-
ciado Armando Guerrero Barraza, quien asentó que la diligencia inició a las 15:13 
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k) La comparecencia del señor Jesús Armando López Uriarte ante la licenciada 
Ángela García Sánchez, desahogada de las 15:30 horas a las 16:30 horas. 

l) La comparecencia del señor Noé Alberto Martínez Peñuelas ante el licenciado 
José Manuel Carvajal Gómez, agente Primero Titular del Ministerio Público del 
Fuero Común, en la ciudad de Guasave, Sinaloa, desahogada de las 16:21 horas 
a las 16:40 horas. 

m) La constancia ministerial elaborada a las 16:42 horas, en la que no se aprecia 
el sitio, el nombre ni la firma del agente ministerial que la suscribió. 

n) La fe ministerial elaborada a las 16:45 horas, en la cual la licenciada Ángela 
García Sánchez asentó que se presentó en las instalaciones del Centro de Eje-
cuciones de las Consecuencias Jurídicas del Delito, diligencia que concluyó a las 
17:00 horas. 

o) El acuerdo de detención de los señores Jesús Armando López Uriarte y Noé 
Alberto Martínez Peñuelas, emitido a las 18:00 horas, en la ciudad de Culiacán, 
por la agente del Ministerio Público Titular “A”, adscrita a la Dirección de Averi-
guaciones Previas de la PGJS. 

p) El oficio 01279, por el cual la agente titular del Ministerio Público del Fuero 
Común, adscrita a la Dirección de Averiguaciones Previas de Culiacán, Sinaloa, 
solicitó al encargado de la UMIP la detención de los señores Jesús Armando Ló-
pez Uriarte y Noé Alberto Martínez Peñuelas. 

q) El oficio 002074, por medio del cual el Coordinador de Investigaciones de la 
UMIP remitió el informe policial y cumplimiento a la orden de detención, en cuyo 
acuse consta que fue recibido el 18 de abril de 2007, a las 21:00 horas. 

r) El informe de la ejecución de la orden de detención elaborado por los encar-
gados integrantes de los Grupos Neutrón XI, VII y XVIII de la UMIP. 

Diligencia practicada el 19 de abril de 2007: 

s) La resolución de la averiguación previa CLN/DAP/009/2005/AP. 

B) Las actas circunstanciadas del 29 de agosto, así como 28 y 29 de noviembre 
de 2007, elaboradas por personal de la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos, en las que constan las gestiones realizadas con personal adscrito a la Pro-
curaduría General de Justicia del Estado de Sinaloa. 

C) El oficio 002273, del 15 de noviembre de 2007, a través del cual el Procurador 
General de Justicia del estado de Sinaloa reiteró a este Organismo Nacional la 
no aceptación de la Recomendación 22/07. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 18 de abril de 2007, entre las 08:00 y 09:00 horas, en diferentes puntos de la 
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Armando López Uriarte fueron interceptados por elementos adscritos a la UMIP 
de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Sinaloa, quienes los trasla-
daron a las instalaciones de dicha corporación policial, sitio al que, posteriormen-
te, arribó personal ministerial para desahogar las diligencias relacionadas con la 
averiguación previa CLN/DAP/009/2005/AP, iniciada con motivo del homicidio 
del señor Enrique Ávila Castro. 

Por tal motivo, en esa misma fecha el señor Jesús Manuel Martínez Peñuelas 
presentó una queja, vía telefónica, ante la Comisión Estatal de Derechos Huma-
nos de Sinaloa, por lo que personal de dicho Organismo Local acudió, de inme-
diato, a las instalaciones de la UMIP, siendo informados por el Coordinador de 
dicha Unidad que ahí no se encontraban las personas que buscaban, negándo-
les, además, el acceso al edificio. Ante la certeza de que los señores Noé Alberto 
Martínez Peñuelas y Jesús Armando López Uriarte se encontraban ahí, el perso-
nal de la Comisión Estatal permaneció fuera del recinto de la UMIP por, aproxi-
madamente, ocho horas, encontrándose presente también el Presidente de ese 
Organismo Local. Aproximadamente a las 18:55 horas agentes de la mencionada 
corporación policial salieron del edificio con los hoy agraviados, a quienes lleva-
ban esposados, para ser trasladados a los separos de la Dirección de la Policía 
Ministerial del estado, a disposición del agente del Ministerio Público, en virtud 
de la orden de detención que se giró, en las mismas instalaciones de la UMIP, a 
las 18:00 horas de 18 de abril de 2007, en contra de ellos. 

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sinaloa, después de haber rea-
lizado las investigaciones correspondientes, resolvió que se habían vulnerado los 
derechos a la legalidad y seguridad jurídica de los señores Noé Alberto Martínez 
Peñuelas y Jesús Alberto López Uriarte, por lo que el 29 de mayo de 2007 emitió 
la Recomendación 22/07, dirigida al Procurador General de Justicia del estado de 
Sinaloa, la cual no fue aceptada. Por tal motivo, el señor Jesús Manuel Martínez 
Peñuelas interpuso un recurso de impugnación ante esta Comisión Nacional, el 
cual se radicó con el número de expediente 2007/264/4/RI. 

IV. OBSERVACIONES 

Del estudio lógico-jurídico realizado al conjunto de constancias que obran en el 
expediente de queja 2007/264/4/RI se advierte que el 29 de mayo de 2007 la Co-
misión Estatal de Derechos Humanos de Sinaloa emitió la Recomendación 22/07, 
dirigida al Procurador General de Justicia de esa entidad federativa, al considerar 
que agentes del Ministerio Público, adscritos a la Dirección de Averiguaciones Pre-
vias, así como elementos Integrantes de la UMIP, ambos de la PGJS, violentaron 
el derecho humano a la legalidad y seguridad jurídica, en agravio de los señores 
Noé Alberto Martínez Peñuelas y Jesús Armando López Uriarte. 

En este sentido, este Organismo Nacional coincide con los argumentos esgri-
midos por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sinaloa en el cuerpo de 
la Recomendación 22/07, observando las siguientes irregularidades: 

A) Respecto de la ejecución de la orden de localización y presentación de los 
señores Noé Alberto Martínez Peñuelas y Jesús Armando López Uriarte, por par-
te de elementos de la UMIP: 

Las órdenes de localización y presentación de los señores Noé Alberto Martínez 
Peñuelas y Jesús Armando López Uriarte fueron emitidas por la Representación 
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los oficios 01276 y 01277, derivado de las actuaciones que integran la indaga-
toria CLN/DAP/009/2005/AP, iniciada con motivo del homicidio perpetrado en 
agravio del señor Enrique Ávila Castro. 

Debe considerarse que si bien es cierto que los elementos integrantes de la 
UMIP, en atención a los oficios 01276 y 01277, del 17 de abril de 2007, suscritos 
por la agente titular del Ministerio Público del Fuero Común, adscrita a la Dirección 
de Averiguaciones Previas de Culiacán, Sinaloa, localizaron a los señores Jesús 
Armando López Uriarte y Noé Alberto Martínez Peñuelas, cierto es también que 
no acataron lo requerido en los citados oficios; esto en razón de que, sin justifi-
cación legal alguna, los trasladaron a las instalaciones de esa corporación policial, 
en vez de presentarlos, como precisamente lo ordenaban los oficios, ante el per-
sonal de actuaciones de la Representación Social. 

Además, se observó que, contrario a lo asentado en el informe rendido el 18 
de abril de 2007, por parte de los elementos pertenecientes a los Grupos Neu-
trón I y III de la UMIP, al Coordinador de Investigaciones de dicha corporación, 
el señor Noé Alberto Martínez Peñuelas fue localizado a las 09:00 horas y no a 
las 10:05 horas, como lo refirieron en el mencionado documento; tan es así que la 
queja presentada ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sinaloa, vía 
telefónica, por el señor Jesús Manuel Martínez Peñuelas, se efectuó a las 09:45 
horas del 18 de abril de 2007, y la misma versó, precisamente, respecto de tal 
suceso. 

De lo anterior se desprende que el señor Martínez Peñuelas fue retenido ile-
galmente por un lapso de más de dos horas, por los elementos de los Grupos 
Neutrón I y III de la UMIP, sin que existiera razón alguna que les impidiera pre-
sentarlo de manera inmediata ante el representante social que requirió su presen-
cia. Esto de acuerdo con las constancias que integran la indagatoria CLN/DAP/ 
009/2005/AP, que evidencian que transcurrieron más de dos horas para dicha 
presentación, lo que se verificó a través de la constancia ministerial de ratificación 
de informe policial por parte de uno de los elementos de la UMIP, elaborada el 
18 de abril de 2007 a las 11:10 horas. 

De igual manera, existen elementos suficientes para afirmar que es inexacto 
lo referido en el informe del 18 de abril de 2007, respecto de la localización del 
señor Jesús Armando López Uriarte, mismo que fue rendido por los elementos 
de los Grupos Neutrón II y IV, toda vez que se anotó que el agraviado fue loca-
lizado el 18 de abril de 2007, a las 09:20 horas, y a las 09:30 horas se le marcó 
el alto y se le informó que existía una orden de presentación expedida a su nom-
bre. Sin embargo, en realidad, los hechos ocurrieron a las 08:30 horas, cuando 
el agraviado dejó a su esposa en su fuente de trabajo, siendo presentado ante la 
autoridad ministerial hasta las 11:40 horas, lo que se asentó en la diligencia de ra-
tificación de informe de cumplimiento de su localización por parte de uno de los 
elementos que participaron en ella. 

Comprobado lo anterior, resulta innegable que el señor Jesús Armando López 
Uriarte fue objeto de retención ilegal por parte de los elementos de los Grupos 
Neutrón II y IV de la UMIP, por un término de cerca de tres horas, toda vez que, 
tampoco en este caso, existió razón alguna que les impidiera presentarlo de 
manera inmediata ante el representante social que requirió su presencia. 

En este contexto, es preciso referir que existen mayores elementos de inexac-
titud que evidencian lapsos inexplicables de retención de los agraviados. De 
acuerdo con la integración precedente de la indagatoria CLN/DAP/009/2005/AP 
se observaron tres constancias y un acuerdo, previos a la diligencia de ratificación 
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ficiencias que impiden a este Organismo Nacional establecer el momento exacto 
de su elaboración y, por tanto, dotar de certeza jurídica al acto de autoridad. En 
ellas no se asentó la hora de su elaboración, a pesar de que el artículo 18 del 
Código de Procedimientos Penales para el Estado de Sinaloa exige, entre otras 
cosas, que las actuaciones del ramo penal deben expresar el día, mes y año en 
que se practiquen, debiendo precisar la hora de su práctica dada la relevancia de 
la diligencia. 

B. Con relación a la permanencia de los señores Noé Alberto Martínez Peñuelas 
y Jesús Armando López Uriarte en las instalaciones de la UMIP, el 18 de abril de 
2007. 

Para este Organismo Nacional quedó demostrado que los señores Noé Alber-
to Martínez Peñuelas y Jesús Armando López Uriarte permanecieron más de ocho 
horas dentro de las instalaciones de la UMIP, aun cuando el desahogo de las di-
ligencias de confrontación y rendición de sus declaraciones ministeriales no re-
quirieron de ese tiempo para su desahogo, según puede observarse en las cons-
tancias que obran en la indagatoria y, por ende, no existe justificación legal para 
la permanencia en esas instalaciones de los señores Noé Alberto Martínez Pe-
ñuelas y Jesús Armando López Uriarte durante el lapso de ocho horas. 

Sobre el particular, este Organismo Nacional coincide con lo razonamientos 
vertidos por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sinaloa, en la Reco-
mendación 22/07, toda vez que la injustificada retención por más de ocho horas 
de los agraviados en las instalaciones de la UMIP se constató, además, con las de-
claraciones de los agraviados dentro de las diligencias que integran la indagato-
ria CLN/DAP/009/2005/AP, así como con las testimoniales y notas periodísticas 
publicadas en distintos medios de comunicación, y con las actuaciones que per-
sonal de dicho Organismo Local realizó a partir de que tuvo conocimiento del 
asunto, las que quedaron asentadas en el acta circunstanciada elaborada el 18 
de abril de 2007. En dicha acta se hizo constar que a las 10:00 horas de ese mis-
mo día, cuando un Visitador Adjunto se presentó en dicho inmueble, al entrevis-
tarse con el Coordinador de la Unidad Policial en cita, éste negó que personal a 
su mando hubiese detenido a los señores Martínez Peñuelas y López Uriarte, así 
como que éstos se encontraran ahí. No les permitió acceder al interior de las 
instalaciones para realizar una inspección, ni a dicho visitador adjunto ni al propio 
titular del Organismo Local, quienes también presenciaron el momento en que 
los agraviados, esposados de las manos, fueron sacados del interior de esas ofi-
cinas pasadas las 18:00 horas de ese mismo día. Esta documental se encuentra 
dotada de autenticidad y, para su validez, no necesita ser ratificada ante las au-
toridades judiciales o administrativas, en términos de lo dispuesto en los artícu-
los 17 y 35 de la Ley Orgánica de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
Sinaloa. 

Para este Organismo Nacional no pasó inadvertido que, aunado a las irregu-
laridades antes descritas, se observó que en las constancias ministeriales en las 
que se asentó la confrontación desahogada entre el señor Jesús Armando López 
Uriarte y Juan Manuel Ramírez Estrada, la autoridad ministerial no guardó el 
cuidado debido, toda vez que obra en autos que, al parecer, de acuerdo con lo 
asentado en el documento ministerial, ésta se celebró el 17 de abril de 2007, de 
las 13:50 a las 14:55 horas, situación que, para este Organismo Nacional, vio-
lentó los Derechos Humanos del agraviado, ya que de haber sido así se llevó a 
efecto el día anterior al que el señor López Uriarte fue formalmente localizado 
por elementos de la UMIP, en términos de las constancias que obran en la citada 
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C. Respecto del traslado del personal ministerial a las instalaciones de la UMIP, 
el 18 de abril de 2007. 

A pesar de que en el oficio 002273, suscrito por el titular de la PGJS y dirigi-
do a este Organismo Nacional, refiere textualmente que “se tomó la decisión de 
que el personal de actuaciones se trasladara hasta las instalaciones que ocupa 
la Unidad Modelo de Investigación Policial a fin de llevar a cabo las diligencias 
de orden penal...”, en las constancias que integran la indagatoria CLN/DAP/ 
009/2005/AP no existe acuerdo alguno por el que se ordene al personal minis-
terial trasladarse a las instalaciones de la UMIP, como tampoco se observó cons-
tancia ministerial alguna sobre el particular, que justificara el traslado de dichos 
servidores públicos al inmueble en cita. Esto último a pesar de que tales trasla-
dos implican formalidades exigidas por el artículo 19 del Código de Procedimien-
tos Penales para el Estado de Sinaloa, que ordenan a la autoridad dar fe de todo 
lo actuado. 

D. Relativo a las declaraciones ministeriales rendidas por los señores Noé Alberto 
Martínez Peñuelas y Jesús Armando López Uriarte el 18 de abril de 2007. 

Al respecto, este Organismo Nacional observó que aun cuando la Procuradu-
ría General de Justicia del Estado de Sinaloa afirmó que ambos agraviados fueron 
trasladados a las instalaciones de UMIP, en la ciudad de Culiacán, consta que a 
uno de ellos le fue tomada su comparecencia en una ciudad distinta. Lo anterior 
se desprende del contenido de las diligencias ministeriales, en las cuales el señor 
Jesús Armando López Uriarte rindió su comparecencia de las 15:30 a las 16:30 
horas del 18 de abril de 2007, en la ciudad de Culiacán, y el señor Noé Alberto 
Martínez Peñuelas rindió su comparecencia de las 16:21 a las 16:40 horas, del 
18 de abril de 2007, en la ciudad de Guasave. 

El Procurador General de Justicia del estado de Sinaloa, en el oficio 002273, 
informó a este Organismo Nacional, textualmente, lo siguiente: “Es necesario se-
ñalar que una vez que los elementos investigadores ejecutaron las órdenes de pre-
sentación se trasladaron inmediatamente en compañía de Jesús Armando López 
Uriarte y Noé Alberto Martínez Peñuelas hasta las instalaciones que ocupa la Uni-
dad Modelo de Investigación Policial, con la finalidad de realizar el informe res-
pectivo, sin embargo, se percataron de que casi en forma simultánea llegó a las 
afueras de la Unidad un considerable número de personas divididas en contra y 
a favor de Jesús Armando López Uriarte y Noé Alberto Martínez Peñuelas, lo cual 
impedía llevar a cabo el traslado de dichas personas presentadas, hasta el edifi-
cio de esta Procuraduría General de Justicia donde se encuentra la Dirección de 
Averiguaciones Previas, existiendo peligro latente en la integridad personal de los 
presentados...” En ningún momento el Procurador General mencionó el traslado 
del señor Noé Alberto Martínez Peñuelas a la ciudad de Guasave, Sinaloa, para 
rendir su comparecencia, elemento que no puede considerarse, de modo alguno, 
irrelevante. 

En el mismo sentido, destaca la constancia ministerial, del 18 de abril de 2007, 
en la que se asentó que a las 16:42 horas de esa fecha, es decir, dos minutos des-
pués de comparecer el señor Noé Alberto Martínez Peñuelas ante el represen-
tante social en Guasave, Sinaloa, y 12 minutos después de haber concluido la 
comparecencia del señor Jesús Armando López Uriarte en Culiacán, Sinaloa, en 
atención a la petición de ambos se les proporcionó la averiguación previa, para 
su consulta en las oficinas que ocupaba esa Representación Social, precisando 
textualmente lo siguiente: “quedándose en la misma los dos hoy indiciados con 
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sumario de la indagatoria que se les instruye, ambos aludiendo que quieren leer 
en su totalidad los datos que los acusan”. 

Las inconsistencias de tiempo y lugar de las actuaciones administrativas que 
integran la averiguación previa se incrementan al analizar la fe ministerial en la 
que la agente del Ministerio Público precisó que ella y su personal de actuaciones 
se constituyeron a las 16:45 horas de ese mismo día, es decir, tres minutos des-
pués de la hora expresada en la constancia ministerial citada en el párrafo que 
antecede, en las oficinas del Centro de Ejecución de las Consecuencias Jurídicas 
del Delito, ubicadas en el kilómetro 9.5 de la carretera a Culiacán-Novolato, en 
donde se encuentran los siete Juzgados de Primera Instancia del Ramo Penal de 
ese Distrito Judicial, sitio en el que se entrevistó con el Juez Primero de Primera 
Instancia del Ramo Penal en Culiacán, Sinaloa, a quien se le hizo saber que se con-
signaría una averiguación previa sin detenido, solicitando también se librara orden 
de aprehensión en contra de dos personas. El juzgador de referencia le indicó que 
las consignaciones sin término constitucional o sin detenido se reciben de lunes 
a viernes hasta las 14:45 horas, concluyendo la diligencia a las 17:00 horas. 

Lo asentado en diversas actuaciones de la autoridad administrativa resulta a 
todas luces ilógico, ya que, en primer lugar, si a las 16:42 horas se les proporcio-
nó la averiguación previa a los ahora agraviados para su consulta, éstos tuvieron 
que haber estado juntos, hecho que resultaría imposible, porque el trayecto de 
Guasave a Culiacán requiere de mucho más de dos minutos para realizarse, por 
tanto, o el señor Noé Alberto Martínez Peñuelas no estaba presente al momen-
to de elaborar dicha constancia ministerial, o bien el contenido de la constancia 
ministerial está distorsionado. 

En este orden de ideas, si hubiese sido cierto que a los señores Jesús Armando 
López Uriarte y Noé Alberto Martínez Peñuelas se les proporcionó la indagatoria 
para su consulta, forzosamente requerían de más de tres minutos para leerla en 
su totalidad, tal y como se asentó en la propia constancia ministerial. Más aún, 
tampoco es sostenible que la agente del Ministerio Público se haya presentado 
a las 16:45 horas en instalaciones ubicadas en distinto lugar, para solicitar la con-
signación de la indagatoria, situación que necesariamente obligaba a la servido-
ra pública a trasladarse a dichas instalaciones antes de las 16:45 horas, aunado 
a que debía llevar consigo la citada indagatoria; supuestamente, al mismo tiem-
po, los agraviados se encontraban leyendo el contenido de las constancias que 
obran en la averiguación previa, misma que estaba en posesión de la agente del 
Ministerio Público en sitio distinto al que se encontraban los presentados. 

E. Respecto de la orden de detención emitida por el Ministerio Público del Fuero 
Común en Culiacán, Sinaloa, el 18 de abril de 2007. 

En este rubro, es sustancial hacer mención que aunado a los razonamientos 
vertidos en la Recomendación 22/07 por la Comisión Estatal de Derechos Huma-
nos de Sinaloa, respecto de la orden de detención emitida a las 18:00 horas del 
18 de abril de 2007, en contra de los señores Martínez Peñuelas y López Uriarte, 
este Organismo Nacional observó que la misma fue notificada, para su ejecución, 
a las 19:05 horas de esa misma fecha, mediante el oficio 01279, al encargado de 
la UMIP, según se desprende del acuse del documento de referencia. 

No obstante lo anterior, en el informe de “Ejecución de Orden de Detención”, 
suscrito por los encargados e integrantes de los Grupos Neutrón XI, VII y XVIII de la 
UMIP, se precisó, literalmente, lo siguiente: “el cumplimiento de la orden de de-
tención que nos ocupa fue dado, siendo las 18:05 horas aproximadamente, del 
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de estas dos personas, las cuales los suscritos procedíamos a trasladarlos a los 
separos de la Policía Ministerial del Estado, para ser puestos a disposición de la 
autoridad que los está requiriendo...” 

De la simple lectura del citado informe resulta innegable que la detención de 
los señores Martínez Peñuelas y López Uriarte conculcó los derechos contenidos 
en los artículos 14, párrafo segundo, y 16, párrafo primero, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que la detención se ejecutó 
antes de que la autoridad ministerial lo solicitara al Coordinador de la UMIP y, 
por tanto, no contaban con el mandamiento exigido para tal efecto. 

Sobre el particular, para este Organismo Nacional tampoco pasa inadvertido 
que a pesar de que, según obra en autos, a las 16:42 horas concluyeron las dili-
gencias ministeriales en las que participaron los agraviados, éstos permanecieron 
retenidos en las instalaciones de la UMIP hasta las 18:05 horas, momento en que 
se ejecutó su detención, sin que exista fundamento legal alguno que justificara 
su permanencia en ese recinto, tal y como lo refirió el Organismo Local en la 
Recomendación 22/07. 

Por todo lo expuesto, y derivado del análisis lógico-jurídico practicado al con-
junto de evidencias que obran en el expediente 2007/264/4/RI, esta Comisión 
Nacional coincide con el criterio sostenido por la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Sinaloa, al advertir violaciones a los Derechos Humanos de seguridad 
jurídica y legalidad, protegidos por los artículos 14, párrafo segundo; 16, párrafo 
primero, y 20, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, por parte de los agentes del Ministerio Público de la Dirección de Averi-
guaciones Previas y de elementos adscritos a la UMIP, ambos de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Sinaloa, en perjuicio de los señores Noé Alber-
to Martínez Peñuelas y Jesús Armando López Uriarte. 

A partir de las constancias integradas por las autoridades responsables, resul-
ta indiscutible que la actuación de los servidores públicos de la Procuraduría Ge-
neral de Justicia del estado no satisfizo los requisitos de la fundamentación y mo-
tivación que debe contener todo acto emitido por la autoridad, ya que incurrió 
en conductas y omisiones graves, vulnerando también lo establecido por el artí-
culo 130 de la Constitución Política del Estado de Sinaloa; 46; 47, fracciones I, 
V, XVII, XVIII, XIX, XX y XXI, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos del Estado de Sinaloa; 3; 4; 5, inciso g); 6, fracciones I, II y III; 8; 9, 
fracción V; 24, fracciones III, IV, XI y XIV, y 33, fracción IV, de la Ley Orgánica del 
Ministerio Público del Estado de Sinaloa; 11, fracciones VII y XII; 12, fracciones 
I, V, XII, XIII y XV; 56, fracciones II, V, VI, IX, X y XIII, y 59, fracciones I, V y VI, 
del Reglamento de la Ley Orgánica del Ministerio Público del Estado de Sinaloa, 
y 1o. y 2 del Código de Ética de la Procuraduría General de Justicia del Estado 
de Sinaloa, que, en términos generales, disponen que en el desempeño de su em-
pleo, cargo o comisión, los servidores públicos deben salvaguardar la legalidad, 
honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia de sus conductas, tratando con res-
peto, diligencia, imparcialidad y rectitud a las personas con las que tenga rela-
ción con motivo de éstos, absteniéndose, de cualquier acto u omisión que impli-
que incumplimiento de cualquier disposición jurídica relacionada con el servicio 
público. 

Bajo este contexto, con su actuación, las autoridades también infringieron las 
disposiciones relacionadas con el derecho a la legalidad y seguridad jurídica pre-
vistos en los instrumentos internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y 
ratificados por el Senado de la República, en términos del artículo 133 de la Cons-
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12 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; I, V y XXV de la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 7.1, 7.2, 7.3, 7.4 y 7.5 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, y 9.1, 17.1 y 17.2 del Pacto 
Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, que, en términos generales, se-
ñalan que nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida priva-
da, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni podrá ser privado de la liber-
tad sin el debido procedimiento legal. 

Aun cuando hasta en tres ocasiones personal de este Organismo Nacional en-
tabló comunicación con funcionarios de la PGJS, el Procurador General de Justicia 
del estado de Sinaloa, en su oficio 002273, del 15 de noviembre de 2007, reite-
ró a este Organismo Nacional la no aceptación de la Recomendación 22/07, 
manifestando una serie de consideraciones de carácter procesal que ya habían 
sido vertidas anteriormente ante el Organismo Local, evidenciando una actitud 
claramente contraria al respeto por los derechos de los ciudadanos de aquella 
entidad federativa, bajo el argumento de que sus servidores públicos podían pri-
var de la libertad a los agraviados, dado que existía una orden de localización y 
presentación girada en su contra, pretendiendo ignorar las inconsistencias y dis-
torsiones que contenían éstas, lo que ha quedado de manifiesto en la citada Re-
comendación. 

En atención a las observaciones anteriores, esta Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos coincide con los razonamientos y fundamentos legales que 
sirvieron de base a la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sinaloa para 
emitir la Recomendación derivada del expediente CEDH/IV/050/07, dirigida al 
Procurador General de Justicia del estado de Sinaloa, respecto de la violación del 
derecho a la seguridad jurídica y legalidad, por lo que se confirma el criterio que 
sostuvo, y considera que el recurso de impugnación interpuesto por el señor Je-
sús Manuel Martínez Peñuelas es procedente y fundado. 

En consecuencia, la citada Recomendación debe ser aceptada en sus términos, 
pues lo contrario significaría no colaborar con la noble tarea de protección no ju-
risdiccional de los Derechos Humanos, independientemente de considerar que 
en un Estado de Derecho los servidores públicos deben actuar dentro del orden 
jurídico, para no incurrir en actos violatorios como los que dieron origen al pre-
sente pronunciamiento. Mas aún cuando la autoridad responsable deliberada-
mente obstaculizó el ejercicio de las atribuciones de los funcionarios de la Comi-
sión Estatal de Derechos Humanos. 

Por lo anterior, con fundamento en lo establecido en por los artículos 66, in-
ciso a), de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, y 168 de su 
Reglamento Interno, se confirma la Recomendación emitida el 29 de mayo de 2007 
por la citada Comisión Estatal, y se formula, respetuosamente a usted, Gobernador 
Constitucional del estado de Sinaloa, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Se sirva instruir a quien corresponda a efecto de que se dé cumpli-
miento cabal a la Recomendación 22/07, emitida el 29 de mayo de 2007 por la 
Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sinaloa. 

SEGUNDA. Se sirva hacer un llamado de atención al Procurador General de Jus-
ticia para que se abstenga de obstaculizar los trabajos y funciones de los servi-
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tanto a nivel estatal como nacional, girándole instrucciones precisas a efecto de 
que se respete y privilegie la labor que éstos realizan en interés de la comunidad. 
Asimismo, que se implementen cursos de capacitación continua, en materia de 
Derechos Humanos, al personal de la dependencia en cita. 

La presente Recomendación, conforme a lo señalado en el artículo 102, aparta-
do B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el carác-
ter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una decla-
ración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos en 
el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de ob-
tener la investigación que proceda por parte de las dependencias administrativas 
o cualesquiera otras autoridades competentes, para que dentro de sus atribucio-
nes apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad cometida. 

De conformidad con el artículo 46, párrafo segundo, de la Ley de la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos, solicito a usted que la respuesta sobre 
la aceptación de esta Recomendación, en su caso, nos sea informada dentro del 
término de 15 días hábiles siguientes a su notificación. 

Igualmente, con apoyo en el mismo fundamento jurídico, le pido que las prue-
bas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación que se le dirige se 
envíen a esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos dentro de un término 
de 15 días hábiles siguientes a la fecha en que haya concluido el plazo para in-
formar sobre la aceptación de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará a lugar a que se interprete que la 
presente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos quedará en libertad para hacer pública, precisamente, 
esta circunstancia. 

Atentamente
 
El Presidente de la Comisión Nacional
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Recomendación 6/2008
 
Caso de los señores Lorenzo Rubio Forero 

y George Andrés Cherrez Calero 

SÍNTESIS: El 16 de junio de 2006, el señor Lorenzo Rubio Forero fue asegurado en 
la Estación Migratoria de la Delegación Regional del Instituto Nacional de Migración 
(INM) en Tlaxcala, lugar donde presentó solicitud de refugio en esa misma fecha, 
la cual fue remitida a la Dirección de Asuntos Migratorios del INM. Al darse cuen-
ta el agraviado que el INM no dio trámite a su solicitud de refugio, formuló, el 22 
de ese mes, una nueva petición de refugio ante personal de la Estación Migratoria de 
ese Instituto en Iztapalapa, Distrito Federal, la cual se remitió a través de telefax a la 
Dirección de Protección de la Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados (Comar), 
lo que dio inició al trámite del procedimiento respectivo bajo el esquema de prime-
ra vez, como si no hubiese existido la petición realizada en Tlaxcala. 
El 10 de agosto de 2006, la Dirección General de Protección de la Coordinadora 

General de la Comar comunicó al INM que el Grupo de Trabajo del Comité de Ele-
gibilidad consideró que la solicitud de refugio presentada no reunía los elementos 
necesarios para obtener la condición de refugiado. Esta resolución fue comunicada 
verbalmente al agraviado el 11 de ese mes, por personal de la Comar. 
Dicha resolución motivó que el agraviado solicitara ampliación de término, a fin 

de aportar mayores elementos a su solicitud de refugio; hecho lo cual, el 20 de sep-
tiembre de 2006, el Grupo de Trabajo del Comité de Elegibilidad evaluó las nuevas 
evidencias y emitió su opinión, la cual dirigió al Comité de Elegibilidad, considerando 
nuevamente que el hoy agraviado no reunía los elementos necesarios para obtener 
la condición de refugiado. 
En esa misma fecha, la Dirección de Protección de la Coordinación General de la 

Comar dirigió un oficio a la Coordinación de Control y Verificación Migratoria del 
INM, para notificar la opinión negativa sobre la reconsideración del caso del señor 
Lorenzo Rubio Forero. De igual forma, una vez más personal de la Comar comunicó 
al agraviado esta situación de forma verbal. 
No existe constancia de que personal del INM le haya notificado formalmente y 

por escrito al señor Lorenzo Rubio Forero las resoluciones del 10 de agosto y 20 de 
septiembre de 2006. 
Finalmente, el 4 de noviembre de 2006 personal del INM trasladó al señor Loren-

zo Rubio Forero al Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México y ejecutó la 
orden de expulsión girada en su contra, notificándole la misma momentos antes de 
subirlo al avión que lo transportaría a su país de origen, mas no así la resolución defi-
nitiva sobre la solicitud de refugio, que corresponde emitir exclusivamente al Insti-
tuto Nacional de Migración. 
En el caso del señor George Andrés Cherrez Calero, el Grupo de Trabajo del Co-

mité de Elegibilidad sobre Refugiados de la Comar, los días 19 de febrero y 16 de 
marzo de 2007, determinó, a través del Estatuto de Refugiado, no reconocerle la 
condición de refugiado al solicitante, resolución que en ningún momento el INM le 
notificó con las formalidades exigidas por la ley, por lo que no estuvo en posibilidad 
de ejercer apropiadamente su derecho de recurrir dicha resolución, antes de ser 
expulsado del país. 
En consecuencia, en los casos de los señores Lorenzo Rubio Forero y George An-

drés Cherrez Calero no existe evidencia alguna de que el INM hubiera integrado los 
procedimientos de refugio en términos del artículo 166, fracción V, del Reglamento GACETA 
de la Ley General de Población, por lo que para esta Comisión Nacional queda evi- 1990/2008 
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denciado que se violó el derecho humano al debido proceso de los agraviados, 
mismo que debió ser respetado antes de que los migrantes fueran expulsados a su 
país; en consecuencia, se transgredieron sus derechos a la legalidad y seguridad 
jurídica, que se encuentran contempladas en los artículos 14, párrafo segundo, y 
16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Por lo anterior, el 14 de marzo de 2008, esta Comisión Nacional emitió la Reco-

mendación 6/2008, que dirigió a la licenciada Cecilia Romero Castillo, Comisionada 
del Instituto Nacional de Migración, en la que se solicitó que se dé vista al Órgano 
Interno de Control de la Secretaría de la Función Pública en el Instituto Nacional de 
Migración, para que inicie el procedimiento administrativo que corresponda, por las 
irregularidades en que hayan incurrido los servidores públicos del INM que partici-
paron en el procedimiento de solicitud de refugio de los agraviados, por sus acciones 
u omisiones; entre otras cosas, por tolerar que personal de la Comar invada las facul-
tades que por ley están asignadas a la autoridad migratoria; se sirva girar sus instruc-
ciones a fin de que se establezca el procedimiento que deberán seguir los servidores 
públicos del INM y demás instancias involucradas, desde el momento de la recep-
ción de una solicitud de refugio, hasta la notificación de la resolución respectiva, pre-
cisando los términos e instancias que correspondan, siempre dentro del marco es-
tablecido en la Ley General de Población y su Reglamento; en particular, atendiendo 
los términos y disposiciones previstos en del Reglamento de la Ley General de Po-
blación, así como de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, y toda aquella 
normativa que se genere para el efecto, donde se garantice el debido proceso legal 
de los interesados. Igualmente, se sirva girar sus instrucciones a quien corresponda, 
a fin de que los servidores públicos del INM responsables de tramitar las solicitudes 
de refugio, al tener conocimiento de que personal de la Comar invada las facultades 
que por ley están asignadas a la autoridad migratoria, den vista a Órgano Interno de 
Control de la Secretaría de la Función Pública en la Secretaría de Gobernación, para 
que se deslinde la responsabilidad administrativa en que se haya incurrido. 

México, D. F., 14 de marzo de 2008 

Caso de los señores Lorenzo Rubio Forero y George Andrés Cherrez Calero 

Lic. Cecilia Romero Castillo,
 
Comisionada del Instituto Nacional de Migración
 

Distinguida señora Comisionada: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en los artículos 102, apartado B, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.;, 3o.; 6o., fracciones I, II y III; 15, 
fracción VII; 44; 46, y 51, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como 128, 
129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su Reglamento Interno, ha examinado los elementos contenidos 
en el expediente 2006/5221/5/Q, y su acumulado 2007/1348/5/Q, relacionados con las quejas 
interpuestas en diferentes fechas por presuntas violaciones a los Derechos Humanos de los extranje-
ros Lorenzo Rubio Forero y George Andrés Cherrez Calero, de nacionalidades colombiana y ecuato-
riana, respectivamente, cometidas por servidores públicos del Instituto Nacional de Migración (INM), 
y vistos los siguientes: 
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I. HECHOS
 

Caso del señor Lorenzo Rubio Forero 

A. El 22 de noviembre de 2006 se recibió la queja de la licenciada Marta Villarreal, 
de la Clínica Legal de Interés Público del Instituto Tecnológico Autónomo de Mé-
xico (ITAM), quien manifestó que el señor Lorenzo Rubio Forero, de nacionalidad 
colombiana, quien permaneció asegurado durante más de tres meses en la Esta-
ción Migratoria del INM, ubicada en Iztapalapa, ciudad de México, solicitó refu-
gio por temor a perder su vida en caso de ser repatriado. En dicha queja se mani-
festó que el 4 de noviembre de ese año la autoridad migratoria expulsó al señor 
Lorenzo Rubio Forero sin haberle notificado por escrito la resolución de la nega-
tiva de refugio y la orden de expulsión del país, por lo que se vio imposibilitado a 
recurrir ambas decisiones y con ello sufrió violaciones a sus Derechos Humanos. 

B. Caso del señor George Andrés Cherrez Calero. 
El 20 de marzo de 2007, el señor George Andrés Cherrez Calero interpuso un 

escrito de queja ante esta Comisión Nacional, ya que la Comisión Mexicana de 
Ayuda a Refugiados (Comar) resolvió su petición de refugio en sentido negativo 
y le comunicó de manera verbal tal resolución, por lo que él solicitó que la misma 
le fuera notificada por escrito, situación que no ocurrió. 

C. Para la debida integración de los expedientes, esta Comisión Nacional solici-
tó a la Coordinación Jurídica del INM y a la Coordinación General de la Comisión 
Mexicana de Ayuda a Refugiados un informe detallado y completo respecto de 
los hechos descritos; a esta última en colaboración. Requerimientos que en su 
oportunidad fueron respondidos y su valoración se precisa en el capítulo de ob-
servaciones del presente documento. 

II. EVIDENCIAS 

En ambos casos las constituyen: 

A. Señor Lorenzo Rubio Forero. 

1. La queja presentada el 22 de noviembre de 2006, ante esta Comisión Nacional, 
por la licenciada Marta Villarreal, Coordinadora de la Clínica Legal de Interés Pú-
blico del ITAM, a través de la cual señaló presuntas violaciones en agravio del 
señor Lorenzo Rubio Forero, de nacionalidad colombiana. 

2. El acta circunstanciada del 6 de noviembre de 2006, elaborada por un Visita-
dor Adjunto de esta Comisión Nacional, en la que consta que el 4 del mismo 
mes, en la visita a la Estación Migratoria del INM en Iztapalapa, el agraviado 
manifestó que no se le había notificado por escrito la negativa a su solicitud de 
refugio. Asimismo, en esa diligencia, personal del INM refirió que ese día 4 el ex-
tranjero sería expulsado a su país de origen. 

3. El acta circunstanciada del 7 de noviembre de 2006, elaborada por un Visita-
dor Adjunto de esta Comisión Nacional, en la que consta que se agregó al expe-
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del 3 de noviembre de ese año, suscrito por la Jefa de Departamento de Dicta-
minación de ese Instituto y dirigido al señor Lorenzo Rubio Forero, relativo a la 
notificación de la resolución de expulsión del mismo, documento que no cuenta 
con acuse de recibo por parte del agraviado, y solamente consta un sello ADF044 
del INM en el Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México de 4 de noviem-
bre de ese año. 

4. El oficio 18, del 9 de enero de 2007, suscrito por la Jefa del Departamento de 
Derechos Humanos del INM, mediante el cual rindió parcialmente el informe 
solicitado por esta Comisión Nacional, del que se destaca la siguiente documen-
tación: 

a) La copia de la resolución de expulsión del país del agraviado del 3 de noviem-
bre de 2006, la cual incluye la prohibición de internación a territorio nacional por 
un periodo de 10 años, y en la misma se observa el sello de recepción ADF044 
de la autoridad migratoria adscrita al Aeropuerto Internacional de la Ciudad de 
México, el cual está fechado el 4 de noviembre de 2006. 

b) El oficio INM/CCV/37/2007, del 2 de enero de 2007, suscrito por el Subdirec-
tor de Resoluciones de la Dirección de Aplicación de Sanciones de la Coordinación 
de Control y Verificación Migratoria del INM, a través del cual rinde el informe 
correspondiente. 

5. El acta circunstanciada del 15 de febrero de 2007, donde consta que personal 
de esta Comisión Nacional le comunicó a la Jefa de Departamento de Derechos 
Humanos del INM que la información enviada por ese Instituto el 11 de enero de 
2007 era incompleta, solicitándole que a la brevedad se enviara lo requerido. 

6. El oficio 5359, del 22 de febrero de 2007, mediante el cual esta Comisión Nacio-
nal solicitó información en colaboración a la Coordinación General de la Comar. 

7. El oficio CG/039/COMAR/2006, del 7 de marzo de 2007, por el que la Coordi-
nadora General de la Comar rinde el informe solicitado, al que anexó lo siguiente: 

a) El fax enviado el 22 de junio de 2006, por personal de la Estación Migratoria 
de Iztapalapa, y dirigido a la Dirección de Protección de la Comar, en el que le in-
forma que el señor Lorenzo Rubio Forero solicitó refugio, el mismo 22 de junio 
de 2006, a las autoridades migratorias. Asimismo, se indica que el agraviado sos-
tuvo comunicación con la Delegación de la ACNUR en Canadá, y que es su deseo 
entrar en contacto con la representación de la ACNUR en México. 

b) El oficio 20061906-2142011, del 10 de agosto de 2006, suscrito por el Secre-
tario Ejecutivo del Comité de Elegibilidad sobre Refugiados de la Comar, dirigido 
al Coordinador de Control y Verificación Migratoria en el INM, en el que le infor-
ma la negativa a la solicitud de refugio del agraviado. En dicho oficio se informa 
que la solicitud fue evaluada por el Grupo de Trabajo del Comité de Elegibilidad 
citado y que se le ha informado al interesado que tiene un plazo de cinco días 
hábiles para presentar nuevos datos que sustenten su petición. 

c) Una copia del formato de la Dirección de Protección de la Comar, del 11 de 
GACETA 
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do en que se encontraba su solicitud de refugio. En este documento se señala 
que la resolución de primera instancia de su solicitud de refugio le fue notificada 
verbalmente por un oficial de protección de la Comar. Se aprecia claramente, en 
letra manuscrita, la leyenda “(verbalmente)”. 

d) La copia del formulario expedido por la Comar, sin fecha, mediante el cual el 
agraviado solicitó, en ampliación de información, el poder presentar nuevos 
elementos al Comité de Elegibilidad sobre Refugiados para que se le reconozca 
la calidad de refugiado. Además, solicita más tiempo debido a que los cinco días 
que le señalaron para llenar o anexar más documentos que favorezcan a su pe-
tición son insuficientes. En este formulario se observa, asimismo, que el señor Lo-
renzo Rubio Forero solicitó que se le facilitaran las condiciones para contar con 
la asesoría jurídica de abogados. 

e) La copia del oficio 2006-1906-2142011, del 20 de septiembre de 2006, sus-
crito por la Coordinación General de la Comar, dirigido al Coordinador de Control 
y Verificación Migratoria del INM, a través del cual le informa que el Grupo de 
Trabajo del Comité de Elegibilidad evaluó nuevamente el caso del señor Lorenzo 
Rubio Forero y consideró que no reúne los elementos necesarios para obtener la 
condición de refugiado, por lo que el caso está cerrado. 

8. El escrito del 21 de marzo de 2007, suscrito por un integrante de la Clínica Le-
gal de Interés Público del ITAM, mediante el cual remite a esta Comisión Nacional 
copias simples de diversos documentos, de los que se destacan: 

a) La copia del oficio DRT/DL/1031/06, del 16 de junio de 2006, suscrito por el 
Delegado Regional del INM en Tlaxcala, mediante el cual le remitió al Director 
de Asuntos Migratorios de ese Instituto documentación relacionada a la solici-
tud de refugio formulada por el señor Lorenzo Rubio Forero, presentada ese mis-
mo día 16 mediante el acta DRT/JI/017/2006, levantada ante él. 

9. El oficio CJ/322/2007, del 27 de abril de 2007, suscrito por la Coordinadora 
Jurídica del INM, al que anexó: 

a) El oficio CCVM/DAS/SR/880/2007, del 19 de abril de 2007, suscrito por el Sub-
director de Resoluciones del INM, por el que precisó a la Coordinadora Jurídica 
del INM que la notificación de expulsión del extranjero se realizó en la sala de 
visitas de la Estación Migratoria de la ciudad de México, y al que anexó: 

a.1) El oficio 2654, del 3 de noviembre de 2006, suscrito por el Subdirector de 
la Coordinación de Control y Verificación Migratoria, en el que comisiona al Jefe 
de Departamento de esa Coordinación y a un agente federal de Migración para 
que del 4 al 5 de ese mes custodien, trasladen y expulsen al señor Lorenzo Rubio 
Forero, entregándolo a las autoridades migratorias de su país. 

a.2) La copia simple del informe de comisión del 4 al 5 de noviembre de 2006, 
mediante el cual el Jefe de Departamento de la Coordinación de Control y Veri-
ficación Migratoria relató que como resultado de la comisión aludida en el inciso 
anterior, el 4 de noviembre se dirigió al Aeropuerto Internacional de la Ciudad 
de México para documentar en la línea aérea Mexicana de Aviación en el vuelo 
393, con destino final a la ciudad de Santa Fe de Bogotá, Colombia, donde pos-
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1. El escrito de queja del 20 de marzo de 2007, presentado por el señor George 
Andrés Cherrez Calero, ante personal de esta Comisión Nacional, en el que soli-
cita que se le dé respuesta por escrito respecto de su solicitud de refugio. 

2. El oficio número CG/091/COMAR/2007, del 11 de abril de 2007, suscrito por 
la Coordinadora General de la Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados, a tra-
vés del cual rindió el informe en colaboración requerido por esta Comisión Na-
cional, al que anexó copia de los siguientes documentos: 

a) La solicitud de refugio del 24 de enero de 2007, firmada por el extranjero 
George Andrés Cherrez Calero, de nacionalidad ecuatoriana, y recibida por la 
Comar el día 26 del mismo mes. 

b) La copia del oficio 20072601-2344927, del 29 de enero de 2007, suscrito por 
la Coordinadora General de la Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados, me-
diante el cual recomendó al Coordinador de Control y Verificación Migratoria del 
INM no tomar medidas de expulsión, ni remitir a las autoridades consulares o 
diplomáticas del país del que es nacional el solicitante, al mismo, mientras se en-
cuentre en estudio su caso. 

c) La copia del formato de derechos y obligaciones de los solicitantes de la con-
dición de refugiado en México, firmado de recibido por el señor George Andrés 
Cherrez Calero el 6 de febrero de 2007. 

d) La copia de la ampliación de información del 24 de febrero de 2007, presen-
tada por George Andrés Cherrez Calero ante la Comar, con objeto de exponer 
nuevos datos para el estudio de su solicitud de refugio. 

e) La copia de la determinación del estatuto de refugiado, del Grupo de Trabajo 
del Comité de Elegibilidad sobre Refugiados, de las sesiones 3 y 5, de fechas 19 
de febrero y 16 de marzo de 2007, con las cuales se recomendó no reconocer a 
George Andrés Cherrez Calero la condición de refugiado. 

3. El oficio número C.J./328/2007, del 3 de mayo de 2007, a través del cual la 
Coordinadora Jurídica del INM rindió el informe requerido por esta Comisión Na-
cional, del cual se destacan en copias los siguientes documentos: 

a) La nota informativa del 26 de enero de 2007, del entonces Subdirector de la 
Estación Migratoria en Iztapalapa, Distrito Federal, mediante la cual proporcionó 
información sobre la solicitud de refugio presentada por el señor George Andrés 
Cherrez Calero. 

b) El fax enviado el 26 de enero de 2007 por una servidora pública del INM, 
adscrita en la Estación Migratoria de Iztapalapa, a la Dirección de Protección de 
la Comar, mediante el cual informa que el señor George Andrés Cherrez Calero 
se encuentra asegurado y que solicitó refugio. 



          

             

III. SITUACIÓN JURÍDICA
 

A. Señor Lorenzo Rubio Forero. 
El 16 de junio de 2006, el señor Lorenzo Rubio Forero fue asegurado en la 

Estación Migratoria de la Delegación Regional del INM en Tlaxcala, lugar donde 
presentó solicitud de refugio en esa misma fecha, la cual fue remitida a la Direc-
ción de Asuntos Migratorios del INM. 

Al darse cuenta el agraviado que el INM no dio trámite a su solicitud de refu-
gio, el día 22 de ese mes formuló una nueva petición de refugio ante personal 
de la Estación Migratoria de ese Instituto en Iztapalapa, Distrito Federal, la cual 
se remitió a través de telefax a la Dirección de Protección de la Comar, lo que dio 
inició al trámite del procedimiento respectivo bajo el esquema de primera vez, 
como si no hubiese existido la petición realizada en Tlaxcala. 

El 10 de agosto de 2006, la Dirección General de Protección de la Coordina-
dora General de la Comar comunicó al INM que el Grupo de Trabajo del Comité 
de Elegibilidad consideró que la solicitud de refugio presentada no reunía los 
elementos necesarios para obtener la condición de refugiado. Esta resolución fue 
notificada verbalmente al agraviado el 11 de ese mes, es decir, un día después, 
por personal de la Dirección de Protección de la Comar. 

Resolución que motivó que el agraviado solicitara ampliación de término, a fin 
de aportar mayores elementos a su solicitud de refugio; hecho lo cual, el 20 de 
septiembre de 2006, en su sesión 27, el Grupo de Trabajo del Comité de Elegi-
bilidad evaluó las nuevas evidencias y emitió una opinión dirigida al Comité de 
Elegibilidad, considerando de nueva cuenta que el hoy agraviado no reunía los 
elementos necesarios para obtener la condición de refugiado. 

En esa misma fecha, la Dirección de Protección de la Coordinación General de 
la Comar dirigió un oficio a la Coordinación de Control y Verificación Migratoria 
del INM, a fin de notificar la opinión sobre la reconsideración del caso del señor 
Lorenzo Rubio Forero. De igual forma, una vez más personal de la Comar comu-
nicó al agraviado esta situación de forma verbal. 

No existe constancia de que personal del INM le haya notificado formalmente 
y por escrito al señor Lorenzo Rubio Forero las resoluciones del 10 de agosto y 
20 de septiembre de 2006. 

Finalmente, el 4 de noviembre de 2006 personal del INM trasladó al señor Lo-
renzo Rubio Forero al Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México y ejecu-
tó la orden de expulsión girada en su contra, notificándole la misma momentos 
antes de subirlo al avión que lo transportaría a su país de origen, mas no así la 
resolución definitiva sobre la solicitud de refugio, que corresponde emitir exclu-
sivamente al Instituto Nacional de Migración. 

B. Señor George Andrés Cherrez Calero. 
El Grupo de Trabajo del Comité de Elegibilidad sobre Refugiados de la Comar, 

en las sesiones 3 y 5, de fechas 19 de febrero y 16 de marzo de 2007, determinó, 
a través del Estatuto de Refugiado, no reconocerle la condición de refugiado al 
señor George Andrés Cherrez Calero, resolución que en ningún momento el INM 
le notificó con las formalidades exigidas por la ley, por lo que no estuvo en posi-
bilidad de ejercer apropiadamente su derecho de recurrir dicha resolución, antes 
de ser expulsado del país. Re
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IV. OBSERVACIONES 

Del análisis lógico-jurídico de los hechos y las evidencias que integran el expe-
diente respectivo, esta Comisión Nacional cuenta con elementos que permiten 
acreditar violaciones a los Derechos Humanos de los señores Lorenzo Rubio Fo-
rero y George Andrés Cherrez Calero, migrantes de nacionalidad colombiana y 
ecuatoriana, respectivamente, consistentes en violaciones a la legalidad, a la se-
guridad jurídica y al debido proceso cometidas por personal del Instituto Nacional 
de Migración, en atención a las siguientes consideraciones: 

A. Caso del señor Lorenzo Rubio Forero. 
Esta Comisión Nacional pudo establecer que el 16 de junio del año 2006, el 

agraviado solicitó refugio al INM, como consta en el oficio DRT/DL/1031/06, de 
la misma fecha, a través del cual el Delegado Regional del INM en Tlaxcala remi-
tió al Director de Asuntos Migratorios del Instituto Nacional de Migración dicha 
solicitud. Sin embargo, no existe evidencia de que el INM haya dado trámite a 
esa solicitud en términos del artículo 166 del Reglamento de la Ley General de 
Población, ni que haya notificado al señor Lorenzo Rubio Forero la resolución que 
le recayó a la misma. 

Por otra parte, y ante el hecho de que la autoridad responsable no dio segui-
miento a la solicitud que formuló ante la Delegación Regional del INM en Tlax-
cala, el señor Rubio Forero solicitó refugio nuevamente el 22 de junio de 2006, 
pero ahora en la Estación Migratoria del INM en Iztapalapa, Distrito Federal, por 
lo que personal adscrito a esa Estación, a través del telefax de la misma fecha, 
informó a la Dirección de Protección de la Comar sobre tal situación. 

Derivado de lo anterior, la Coordinadora General de la Comar presentó ante el 
Grupo de Trabajo del Comité de Elegibilidad la solicitud de refugio del 22 de junio 
de 2006, misma que fue analizada en su sesión número 24, celebrada el 9 de 
agosto de 2006, y recomendó no reconocerle la condición de refugiado al agra-
viado, situación que fue notificada mediante el oficio 20061906-2142011, del 
10 de agosto, al Coordinador de Control y Verificación Migratoria en el INM, en 
el que además indica que se ha informado al interesado que tiene un plazo de 
cinco días hábiles para presentar nuevos datos que sustenten su petición. 

Resolución que no fue notificada por escrito al señor Lorenzo Rubio Forero, 
como se desprende del formato de la Dirección de Protección de la Comar, fe-
chada el 11 de agosto de 2006, donde se aprecia claramente en letra manuscri-
ta la leyenda “Resolución de primera instancia de su solicitud de refugio (VER-
BALMENTE)”. 

Después de recibir la comunicación verbal de la negativa sobre su solicitud de 
refugio, el agraviado solicitó la reconsideración de su caso y para ello llenó el for-
mulario expedido por la Comar, sin fecha, mediante el cual en ampliación de in-
formación solicita presentar nuevos elementos al Comité de Elegibilidad sobre 
Refugiados para que se le reconozca tal calidad. En este formulario se observa 
que el señor Lorenzo Rubio Forero solicitó más tiempo para presentar elementos, 
debido a que consideraba que ese plazo de cinco días era insuficiente. En esa 
ocasión el señor Lorenzo Rubio Forero también solicitó que le facilitaran las con-
diciones para recibir la asesoría jurídica de abogados. 

Respecto de esa ampliación de información, el Grupo de Trabajo del Comité 
de Elegibilidad sobre Refugiados, en su sesión número 27, celebrada el 20 de sep-
tiembre de 2006, reitero la opinión de no reconocerle la condición de refugiado 
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tección de la Coordinación General Comar giró el oficio 2006-1906-2142011 al 
Coordinador de Control y Verificación Migratoria, para informarle la opinión 
“cierre de la notificación de refugio”, y como en la ocasión anterior, personal de 
la Comar comunicó su determinación al agraviado nuevamente de manera verbal, 
según se desprende del informe enviado a esta Comisión Nacional por la Comar, 
mediante el oficio CG/039/COMAR/2006, del 7 de marzo de 2007. 

En este sentido, el caso del señor Lorenzo Rubio Forero fue cerrado en cuanto 
a la intervención de Comar, sin que personal del INM hubiera remitido a esta Co-
misión Nacional constancia alguna para acreditar que notificó al agraviado la re-
solución, fundada y motivada, sobre la negativa al reconocimiento de la condición 
de refugiado, en términos de lo establecido por los artículos 36, 37 y 39 de la 
Ley Federal de Procedimiento Administrativo, que en términos generales estable-
cen que las notificaciones se harán en el domicilio del interesado o en el último 
domicilio en el que la persona a quien se deba notificar haya señalado ante los 
órganos administrativos en el procedimiento de que se trate. Las notificaciones 
personales se entenderán con la persona que deba ser notificada o su represen-
tante legal; toda notificación deberá efectuarse en el plazo máximo de 10 días, 
a partir de la emisión de la resolución o acto que se notifique, y deberá contener 
el texto íntegro del acto, así como el fundamento legal en el que se apoye con 
la indicación de si es o no definitivo en la vía administrativa y, en su caso, la ex-
presión del recurso administrativo que contra la misma proceda, órgano ante el 
cual hubiera de presentarse y plazo para su interposición. 

Esto es, que el INM debió notificar a los agraviados por escrito, pues para con-
siderar que un acto de autoridad está debidamente fundado y motivado debe os-
tentar la firma autógrafa del funcionario que lo genera, por lo que el documen-
to que se entregue al particular mediante la notificación respectiva debe cumplir 
con tal requisito, pues sólo así podría tener la plena certeza de que su firma es 
auténtica, sin que ello signifique que se cuestione la legalidad de la resolución 
misma dictada por la autoridad, sino que sólo se afirma que resulta indispensable 
que el documento que se entregue a la persona tenga los requisitos formales 
que deben constar en cualquier acto administrativo. 

Refuerza lo anteriormente expuesto lo sustentado por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en la jurisprudencia bajo el rubro: “PROCEDIMIENTO AD-
MINISTRATIVO. EL ACTO QUE LO INICIA ES EFICAZ A PARTIR DE SU NOTIFICA-
CIÓN”, que precisa: 

[...] el acto administrativo tiene como uno de sus elementos de eficacia la 
publicidad que asume la forma de notificación cuando sus efectos son par-
ticulares; la notificación, por su parte, es la forma en que el acto administra-
tivo se comunica a las partes como consecuencia de esa exteriorización, toda 
vez que no es suficiente que se declare la voluntad de la administración, sino 
que es imperativo que llegue a la órbita de los particulares o administrados 
para que produzca sus efectos. Es decir, la eficacia se consuma en el mo-
mento en que el interesado a quien va dirigido el acto toma conocimiento 
de su existencia, contenido, alcance y efectos vinculatorios, no antes. 

Novena época, instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, fuente: Se-
manario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXI, marzo de 2005, p. 1007. 
Tesis: 1.4o.A.J/36. 

La falta de notificación al agraviado de la resolución sobre la negativa al reco-
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a la Estación Migratoria del INM en Iztapalapa del 4 de noviembre de 2006, en 
la que personal de esta Comisión Nacional hizo constar dicha omisión por parte 
de servidores públicos de ese Instituto. 

Con tal omisión por parte de los servidores públicos del INM, el señor Lorenzo 
Rubio Forero no tuvo certeza jurídica sobre la existencia del acto, sobre su con-
tenido y sus alcances, lo que de hecho lo privó de la posibilidad de ejercer su de-
recho a recurrirlo a través del recurso de revisión previsto en el artículo 166 del 
Reglamento de la Ley General de Población, que señala que contra la negativa 
de autorización al refugio procede el recurso de revisión previsto en la Ley Fede-
ral de Procedimiento Administrativo, así como la posibilidad de interponer, en su 
caso, el juicio de amparo. 

Asimismo, el INM determinó expulsar al extranjero el 4 de noviembre de 2006, 
sin que en el procedimiento de refugio existiera la recomendación que por facul-
tad debe emitir exclusivamente el Comité de Elegibilidad, ya que, como fue el 
caso, el pronunciamiento de negativa al reconocimiento de la condición de refu-
gio la realizó el Grupo de Trabajo. Agrava lo anterior que la recomendación del 
Comité de Elegibilidad se produjo a través de una resolución emitida 61 días des-
pués de que fue “cerrado” el caso y 19 días posteriores a que el señor Lorenzo 
Rubio Forero fuera expulsado del país. 

Esta resolución de expulsión no fue notificada al agraviado, como se despren-
de de la visita del 4 de noviembre de 2006 a la Estación Migratoria del INM en 
Iztapalapa, en la que un Visitador Adjunto de esta Comisión Nacional hizo cons-
tar en el acta circunstanciada correspondiente que personal de esas instalaciones 
le manifestó que el señor Lorenzo Rubio Forero sería expulsado ese mismo día a 
su país de origen, por lo que el Visitador Adjunto le solicitó al encargado de ese 
centro de aseguramiento una copia de la orden de expulsión; en respuesta, la 
autoridad señaló “que no contaba con ella, ya que el personal que fue designa-
do en la conducción se la llevó, porque tenía que presentarla en el Aeropuerto 
Internacional de la Ciudad de México”. 

Asimismo, como se desprende del acta circunstanciada de 7 de noviembre de 
2006, elaborada por un Visitador Adjunto de esta Comisión Nacional, se agregó 
al expediente de queja respectivo una copia simple del oficio INM/CCVM/04914/ 
2006, del 3 de noviembre de ese año, suscrito por la Jefa del Departamento de 
Dictaminación de ese Instituto y dirigido al señor Lorenzo Rubio Forero, relativo 
a la notificación de resolución de expulsión del citado señor, en el que se trans-
cribieron los puntos resolutivos primero y segundo de la resolución de expulsión, 
que en sus partes conducentes señalan: “se determina la expulsión del país, en 
contra de el señor Lorenzo Rubio Forero [...] por adecuar su conducta en la hi-
pótesis contemplada en el artículo 123 de la Ley General de Población [...] san-
cionada por el 125 de la Ley General de Población” y “Apercíbase a Lorenzo 
Rubio Forero [...] la prohibición que tiene para internarse nuevamente a territorio 
nacional, [...] para lo cual se le fija el periodo de diez años, a partir de la notifi-
cación de la presente resolución”, y se indicó que le notificaban a dicho señor, 
en una foja útil con firma autógrafa, la citada resolución, sin que se acreditara 
tal notificación y recepción con la firma y expresión de “recibido” correspondien-
te del agraviado, al señor Lorenzo Rubio Forero, ya que tal documento (oficio) 
no la contiene, ni se anexa copia de la “foja útil” con la anotación de la recepción 
citada. 

Situación que a todas luces preocupa a esta Comisión Nacional, debido a que 
dicho oficio relativo a la resolución de expulsión no cuenta con acuse de recibo 
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Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México del 4 de noviembre de ese año, 
documento que al no cumplir con las formalidades de lo establecido por los ar-
tículos 36, 37 y 39 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo carece de 
eficacia jurídica. 

Al respecto, no hay que dejar de observar que el Subdirector de Resoluciones 
del INM informó a la Coordinación Jurídica de ese Instituto que, respecto de la 
queja interpuesta ante esta Comisión Nacional: “no es cierto que no se le haya 
notificado personalmente al señor Lorenzo Rubio Forero su expulsión, ya que 
como se acredita con la notificación de resolución de 3 de noviembre de 2006, 
el extranjero fue notificado y firmó de enterado”, para lo cual anexó copia de la 
resolución de expulsión con firma del extranjero, y no así la notificación. 

Además, cabe destacar que en dicho informe no se establece cuando se le 
notificó al agraviado la resolución, ni dónde. 

En ese sentido, no se debe confundir el oficio de notificación de expulsión que 
va dirigido al señor Lorenzo Rubio Forero con la resolución de expulsión del país, 
debido a que ésta se contiene en un documento mediante el cual el Departamen-
to de Dictaminación de la Coordinación de Control y Verificación Migratoria, del 
3 de noviembre de 2006, con base en resultandos y considerandos, resuelve la 
situación migratoria del agraviado. En dicha resolución se observa el sello de re-
cepción ADF044 de la autoridad migratoria adscrita al Aeropuerto Internacional 
de la Ciudad de México, la cual está fechada el 4 de noviembre de 2006, y cuen-
ta con nombre y firma del señor Lorenzo Rubio Forero, por lo que se infiere que 
ésta se le hizo firmar momentos antes de subir al avión que lo trasladaría a su 
país. No obstante, esta Comisión Nacional no cuenta con la evidencia de que el 
INM le haya notificado la resolución de expulsión, en cumplimiento de las forma-
lidades establecidas en los artículos 36, 37 y 39 de la Ley Federal del Procedi-
miento Administrativo. 

Asimismo, mediante el oficio CCVM/DAS/SR/880/2007, del 19 de abril de 2007, 
suscrito por el Subdirector de Resoluciones del INM, informó a la Coordinadora 
Jurídica del INM que la notificación de expulsión del extranjero se realizó en la 
sala de visitas de la Estación Migratoria de la ciudad de México. Situación que 
no ocurrió, como se desprende del oficio de notificación de resolución de expul-
sión del señor Lorenzo Rubio Forero, mediante el oficio INM/CCVM/04914/2006, 
del 3 de noviembre de ese año, suscrito por la Jefa de Departamento de Dicta-
minación de ese Instituto, que no presenta la firma de recibido del agraviado. 

B. Caso del señor George Andrés Cherrez Calero. 
Del informe rendido a esta Comisión Nacional por la Comar, mediante el oficio 

CG/091/COMAR/2007, del 11 de abril de 2007, suscrito por la Coordinadora Ge-
neral, se desprende que el 24 de enero de 2007 el señor George Andrés Cherrez 
Calero solicitó refugio ante la Comar en la Estación Migratoria en Iztapalapa, y 
en tal virtud, el 26 del mes y año citados la Dirección de Protección de la Comar 
recibió un telefax por parte de personal de esa Estación Migratoria, mediante el 
cual hacen de su conocimiento tal petición. 

Asimismo, que el 29 de enero de 2007 la Coordinación General de la Comar 
emitió un oficio dirigido a la Coordinación de Control y Verificación Migratoria en 
la que le solicitan que no se tomen medidas de expulsión en contra del señor 
George Andrés Cherrez Calero, porque había solicitado refugio. 

Igualmente, que el Grupo de Trabajo del Comité de Elegibilidad sobre Refu-
giados en sesión número 3, celebrada el 19 de febrero de 2007, recomendó al Co-
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no existe un nexo entre los motivos que lo hicieron salir de su país y alguno de 
los elementos de la definición de refugiado. 

Además, que la determinación citada en el párrafo anterior fue comunicada, 
sin precisar fecha, al interesado en forma verbal por personal de la Comar en la 
Estación Migratoria de Iztapalapa. 

Cabe destacar que no existe constancia de que la Comar le haya notificado al 
INM su recomendación de la sesión 3, ni tampoco hay evidencia de que el INM 
haya notificado formalmente al quejoso. 

Ante tal situación, el agraviado, desconociendo quién debió notificarle formal-
mente respecto de la resolución de su solicitud de refugio, presentó, el 24 de 
febrero de 2007, ante la Comar, un cuestionario de ampliación de información, 
con la finalidad de aportar nuevos datos para el estudio de su caso. 

El 16 de marzo de 2007, el Grupo de Trabajo estudió nuevamente la petición, 
y en la sesión número 5 reiteró su postura de no reconocer la condición de refu-
giado; no obstante, nuevamente la Comar, sin precisar la fecha, le comunicó de 
manera verbal al señor George Andrés Cherrez Calero que su caso sería presen-
tado en la próxima sesión del Comité de Elegibilidad, sin embargo, del estudio 
de las evidencias que remitió la Comar como anexos a su respuesta no se advier-
te la recomendación del Comité de Elegibilidad ni la resolución final, ni tampoco 
que se hiciera del conocimiento al INM, como autoridad responsable, para noti-
ficarle al peticionario de refugio la determinación respecto de su solicitud corres-
pondiente. 

En consecuencia, en los casos de los señores Lorenzo Rubio Forero y George 
Andrés Cherrez Calero no existe evidencia alguna de que el INM hubiera integra-
do los procedimientos de refugio en términos del artículo 166, fracción V, del 
Reglamento de la Ley General de Población, que establece que la autoridad mi-
gratoria competente resolverá lo conducente en cada caso particular, atendiendo 
las manifestaciones vertidas por el interesado, las pruebas que acopie y, en su 
caso, las recomendaciones del Comité de Elegibilidad, en un plazo no mayor de 
15 días contados a partir de la presentación de la solicitud; las oficinas centrales 
del INM, al recibir la solicitud de refugio, deberán enviar copia al Comité de Ele-
gibilidad, quien emitirá con toda oportunidad su recomendación; en caso de no 
hacerlo, se entenderá que no tiene objeción para el otorgamiento de la caracte-
rística solicitada. 

Es claro para esta Comisión Nacional que la Secretaría de Gobernación, a tra-
vés del Instituto Nacional de Migración, es la autoridad facultada para pronunciar-
se de manera definitiva respecto de la situación jurídica y las resoluciones rela-
cionadas con la calidad y la característica migratoria de los extranjeros que tienen 
incoado un procedimiento administrativo. También le corresponde a la Secreta-
ría de Gobernación la facultad para otorgar la característica de refugiado des-
pués de que la autoridad migratoria competente haya admitido a trámite la so-
licitud de refugio, desahogado las pruebas ofrecidas en un plazo no mayor de 
10 días y resuelto lo conducente en cada caso en particular, dentro de los 15 días 
siguientes a la presentación de la solicitud de refugio y atendiendo las mani-
festaciones vertidas por el interesado, las pruebas que acopie y, en su caso, las 
recomendaciones del Comité de Elegibilidad, el cual tendrá únicamente por ob-
jeto estudiar, analizar y emitir recomendaciones respecto de las solicitudes de 
refugio. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el “Informe sobre la Situa-
ción de los Derechos Humanos de los Solicitantes de Asilo en Canadá de 2000”, 
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deben ser seguidos en materia de migraciones, en particular en la protección de 
los derechos de los refugiados y solicitantes de asilo, considerando que: 

La determinación del status de refugiado no es administrativa sino de na-
turaleza sustantiva y por consiguiente debe regirse por las garantías proce-
sales apropiadas. A su juicio, si bien el derecho de asilo consagrado en la 
Declaración no implica que el mismo será otorgado, necesariamente exige 
que el peticionario sea oído al presentar su solicitud. Asimismo, la CIDH 
señala que el derecho de buscar asilo necesariamente requiere que los so-
licitantes tengan la oportunidad de presentar su solicitud eficazmente ante 
una instancia competente, independiente e imparcial para tomar decisiones; 
de contar con la asistencia de un abogado, y al acceso de varios niveles de 
revisión, inclusive judiciales. 

Con todo lo anterior queda evidenciado para esta Comisión Nacional que se 
violó el derecho humano al debido proceso de los agraviados, mismo que debió 
ser respetado antes de que los migrantes fueran expulsados a su país; en conse-
cuencia, se transgredieron sus derechos a la legalidad y seguridad jurídica que 
se encuentran contempladas en los artículos 14 y 16 constitucionales, los cuales 
establecen que todo acto de los órganos del Estado debe encontrarse fundado 
y motivado en el derecho, consagrando la prerrogativa de los individuos frente 
a los actos arbitrarios de la autoridad, lo que constituye uno de los fundamentos 
del Estado de Derecho. Asimismo, protegen al gobernado contra cualquier acto 
por el cual la autoridad lo moleste en sus intereses jurídicos, ya sea en su perso-
na, domicilio, familia, papeles o posesiones, exigiéndole que al inferir acto de 
molestia tendrá que sujetarse a lo que prescriba la ley aplicable, esto es, el dere-
cho a la exacta aplicación de la ley. 

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en su Opinión Con-
sultiva OC-18/03, se ha expresado con directrices y resoluciones en las que se 
han desarrollado de forma muy amplia los derechos de los migrantes. Se trata 
de referentes internacionales que si bien no constituyen normas de observancia 
obligatoria, sí constituyen el marco doctrinal y los principios de actuación que 
deben formar las acciones y políticas que los Estados deben adoptar a fin de 
lograr la plena vigencia de los Derechos Humanos de este grupo vulnerable. 

La Opinión Consultiva OC-18/03 (“Condición jurídica y Derechos Humanos 
de los migrantes indocumentados”), del 17 de septiembre de 2003, solicitada 
por los Estados Unidos Mexicanos y apoyada por 30 países, señala que el debi-
do proceso legal es un derecho que debe ser garantizado a toda persona, inde-
pendientemente de su estatus migratorio; que debe ser reconocido en el marco 
de las garantías mínimas que se deben brindar a todo migrante, independiente-
mente de su estatus migratorio. El amplio alcance de la intangibilidad del debido 
proceso comprende todas las materias y todas las personas, sin discriminación 
alguna. 

Asimismo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el Caso Baena 
Ricardo y otros, sentencia de fondo, 2 de febrero de 2001, dejó de manifiesto 
que “en cualquier materia, inclusive en la laboral y la administrativa, la discrecio-
nalidad de la administración tiene límites infranqueables, siendo uno de ellos el 
respeto de los Derechos Humanos”. Es importante que la actuación de la admi-
nistración se encuentre regulada, y ésta no puede invocar el orden público para 
reducir discrecionalmente las garantías de los administrados. Las garantías míni-
mas deben respetarse en el procedimiento administrativo y en cualquier otro 
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La existencia de tantas instancias involucradas en el procedimiento de reco-
nocimiento de la condición de refugiado, como el Instituto Nacional de Migra-
ción, la Comar y su Coordinación General, el Comité de Elegibilidad, y el Grupo 
de Trabajo del Comité, así como la insuficiente delimitación de sus facultades, es 
contraria a los principios que regulan el derecho internacional de los refugiados. 
Así lo establece claramente la conclusión número 8 del 28o. Periodo de Sesio-
nes del Comité Ejecutivo del Programa del Alto Comisionado de las Naciones Uni-
das para Refugiados, que establece lo siguiente: “debe existir una autoridad 
claramente identificada —de ser posible una sola autoridad central— encargada 
de examinar las solicitudes de concesión de la condición de refugiado y de adop-
tar una decisión en primera instancia”. Además, expresamente señala lo siguien-
te: “Si no se reconoce al solicitante la condición de refugiado, debe concedérse-
le un plazo razonable para apelar ante la misma autoridad o ante una autoridad 
diferente, administrativa o judicial, con arreglo al sistema prevaleciente, a fin de 
que se reconsidere formalmente la decisión adoptada”. 

Con base en todo lo anterior, para esta Comisión Nacional quedó acreditado 
que en la solicitud de refugio de los señores Lorenzo Rubio Forero y George An-
drés Cherrez Calero, los servidores públicos del INM, con sus acciones y omisiones, 
probablemente pusieron en riesgo su vida, seguridad y libertad, derechos funda-
mentales de todos los seres humanos, en consecuencia se violaron sus Derechos 
Humanos a la legalidad, a la seguridad jurídica y al debido proceso, trasgredien-
do lo dispuesto por los artículos 14, segundo párrafo, y 16, primer párrafo, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 2.1 y 2.3 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 1; 8.1, y 22, incisos 8, 25.1 y 25.2, 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 5 de la Convención so-
bre la Condición de los Extranjeros; los principios 3, 13, 16.2 y 16.4 del Conjun-
to de Principios para la Protección de las Personas Sometidas a Cualquier Forma 
de Detención o Prisión; 7, último párrafo, de la Ley General de Población; 166, 
y 208, fracción III, de su Reglamento, así como 3, fracciones V, VII, XIV y XV; 36; 
37, y 39, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, que en términos 
generales establecen que toda persona tiene derecho a ser oída, con las debi-
das garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competen-
te; que en ningún caso el extranjero puede ser expulsado o devuelto a otro país, 
sea o no de origen, donde su derecho a la vida o a la libertad personal está en 
riesgo de violación a causa de raza, nacionalidad, religión, condición social o de 
sus opiniones políticas; que los Estados deben reconocer a los extranjeros, domi-
ciliados o transeúntes en su territorio, todas las garantías individuales que reco-
nocen a favor de sus propios nacionales; que las autoridades responsables del 
arresto, detención o prisión de una persona deberán suministrarle, en el momen-
to del arresto y al comienzo del periodo de detención o de prisión o poco después, 
información y una explicación sobre sus derechos, así como sobre la manera de 
ejercerlos; asimismo, que el personal del INM deberá velar por el respeto y la pro-
tección a los Derechos Humanos de los asegurados. 

Aunado a lo anterior, personal del INM cometió conductas contrarias a las obli-
gaciones establecidas en el artículo 8, fracciones I, VI y XXIV, de la Ley Federal 
de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, así como los nu-
merales 1 y 2 del Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer 
Cumplir la Ley, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 17 
de diciembre de 1979. 

Por otra parte, los procedimientos de refugio a favor de los señores Rubio Fo-
rero y George Andrés Cherrez Calero fueron sustanciados en su totalidad por la 
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Coordinación General de la Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados, que es 
un organismo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, y cuyas atribu-
ciones no le dan la facultad para resolver, ni mucho menos comunicar verbalmen-
te la recomendación respecto del caso, ni otorgar términos a los solicitantes, que 
en su oportunidad debió emitir y notificar con las formalidades legales servidores 
públicos del INM. 

Para esta Comisión Nacional no pasa inadvertido que durante el procedimien-
to de reconocimiento de refugio del señor Lorenzo Rubio Forero, en el oficio 2006-
1906-2142011, del 20 de septiembre de 2006, en el cual se determina el cierre 
de la solicitud de refugio del agraviado, está suscrito por una servidora pública, 
sin expresar cuál es el cargo que ejerce, y que de acuerdo con el artículo 167 del 
Reglamento de la Ley General de Población corresponde exclusivamente al Co-
mité de Elegibilidad emitir las recomendaciones respecto de las solicitudes de re-
fugio dirigidas al Instituto Nacional de Migración. La Coordinación General de la 
Comar, en calidad de Secretaría Ejecutiva del Comité de Elegibilidad, es a quien 
le corresponde emitir dicha recomendación respecto de las solicitudes de refugio. 

Asimismo, de acuerdo con el oficio número CG/039/COMAR/2006, que envió 
la Comar a esta Comisión Nacional el 7 de marzo de 2007, el Comité de Elegi-
bilidad, en sesión del 23 de noviembre de 2006, decidió recomendar al INM no 
reconocer como refugiado al señor Lorenzo Rubio Forero. Esto significa que el 
agraviado fue expulsado del país 19 días antes de que el Comité de Elegibilidad 
emitiera la recomendación sobre su solicitud de refugio. 

Por lo anterior, tales conductas pudieran constituir irregularidades de carácter 
administrativo, por lo que esta Comisión Nacional determinó dar vista al Órgano 
Interno de Control de la Secretaría de la Función Pública en la Secretaría de Go-
bernación, de conformidad con el artículo 72 de la Ley de la Comisión Nacional, 
a efecto de que inicie y determine el procedimiento administrativo correspon-
diente. 

Por lo expuesto, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos formula 
respetuosamente a usted, señora Comisionada del Instituto Nacional de Migra-
ción, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Se dé vista al Órgano Interno de Control de la Secretaría de la Función 
Pública en el Instituto Nacional de Migración para que inicie el procedimiento 
administrativo que corresponda, por las irregularidades en que hayan incurrido 
los servidores públicos del INM que participaron en el procedimiento de solicitud 
de refugio de los agraviados, por sus acciones u omisiones, entre otras cosas, por 
tolerar que personal de la Comar invada las facultades que por ley están asigna-
das a la autoridad migratoria, como quedó señalado en el cuerpo de la presente 
Recomendación. 

SEGUNDA. A efecto de que no se repitan violaciones a los Derechos Humanos 
como las descritas en la presente Recomendación, se sirva girar sus instrucciones 
a quien corresponda a fin de que se establezca el procedimiento que deberán 
seguir los servidores públicos del INM y demás instancias involucradas, desde el 
momento de la recepción de una solicitud de refugio, hasta la notificación de la 
resolución respectiva, precisando los términos e instancias que correspondan, siem-
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to; en particular, atendiendo los términos y disposiciones previstos en los artícu-
los 166 del Reglamento de la Ley General de Población, así como 36, 37 y 39 de 
la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, y toda aquella normativa que se 
genere para el efecto, donde se garantice el debido proceso legal de los inte-
resados. 

TERCERA. Se sirva girar sus instrucciones a quien corresponda, a fin de que los 
servidores públicos del INM responsables de tramitar las solicitudes de refugio, 
al tener conocimiento de que personal de la Comar invada las facultades que por 
ley están asignadas a la autoridad migratoria, den vista a Órgano Interno de Con-
trol de la Secretaría de la Función Pública en la Secretaría de Gobernación, para 
que se deslinde la responsabilidad administrativa en que se haya incurrido. 

La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apar-
tado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el 
carácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra-
tivas o cualquiera otras autoridades competentes, para que, dentro de sus atri-
buciones, apliquen las sanciones conducentes y subsanen la irregularidad de que 
se trate. 

De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, se solicita que la respuesta sobre la acepta-
ción de esta Recomendación, en su caso, se emita dentro del término de 15 días 
hábiles siguientes a esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, se solicita que, en su caso, las 
pruebas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación que se les dirige 
se envíen a esta Comisión Nacional dentro de un término de 15 días hábiles si-
guientes a la fecha en que se haya concluido el plazo para informar sobre la acep-
tación de la misma. 

No se omite recordarle que la falta de presentación de pruebas dará lugar a 
que se interprete que la presente Recomendación no fue aceptada, por lo que 
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos quedará en libertad de hacer 
pública esta circunstancia. 

Atentamente
 
El Presidente de la Comisión Nacional
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Recomendación 7/2008 
Sobre el caso de las comunidades religiosas Adventista 

del Séptimo Día, Bautista e Iglesia Apostólica 
de la Fe en Cristo Jesús, de San Sebastián Teponahuaxtlán, 

municipio de Mezquitic, Jalisco 

SÍNTESIS: El 8 de julio de 2005 se recibió en esta Comisión Nacional la queja del 
señor Dagoberto Cirilo Sánchez, presentada inicialmente en la Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de Jalisco, quien manifestó hechos presuntamente violatorios a 
los Derechos Humanos de indígenas huicholes de diversos poblados del municipio 
de Mezquitic, Jalisco, que profesan la religión adventista del Séptimo Día, Bautista 
e Iglesia Apostólica de la Fe en Cristo Jesús, atribuidos al Subsecretario de Población, 
Migración y Asuntos Religiosos de la Secretaría de Gobernación (Segob), a la Comi-
sionada Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI), al Gobernador del 
estado de Jalisco y a diversas autoridades estatales y municipales de esa entidad fe-
derativa. 
La queja consistió en que los indígenas wixarikas que cambiaron a una religión 

distinta de la tradicional huichol habían sido objeto de agresiones, discriminación y 
rechazo por parte de las autoridades huicholas y de sus comunidades, sin que las 
instancias gubernamentales precitadas solucionaran el problema. Además, existía en 
su contra la amenaza de expulsión por parte del Comisariado de Bienes Comunales 
de San Sebastián Teponahuaxtlán, Mezquitic, quien les dio de plazo hasta el 20 de 
agosto de 2005 para que retornaran a su religión o desalojaran sus tierras, y el Pre-
sidente de Bienes Comunales de San Andrés Cohamiata advirtió que harían lo mismo 
en la comunidad de San Miguel Huaistita, por lo que temía por la integridad física de 
los feligreses. También señaló dilación en las averiguaciones previas 28/2003 y 89/ 
2004, relativas a denuncias por motivos de intolerancia religiosa. 
Del análisis lógico-jurídico de las constancias que integran el expediente 2005/ 

2493/JAL/4/SQ, se desprende que en una reunión de indígenas huicholes, celebra-
da el 26 de mayo de 2005, los integrantes del Comisariado de Bienes Comunales de 
San Sebastián Teponahuaxtlán, del municipio de Mezquitic, comunicaron a aquellos 
que cambiaron de religión que debían de retornar a la tradicional huichol o de lo con-
trario tendrían que abandonar su comunidad y, por ende, sus tierras y los derechos 
que les correspondían como miembros de la misma. A dicha reunión asistieron re-
presentantes del Gobierno de Jalisco, de la Subsecretaría de Población, Migración y 
Asuntos Religiosos de la Segob y de la CDI. 
Ante la amenaza de expulsión, este Organismo Nacional solicitó el 9 de agosto 

de 2005 al Subsecretario de Población, Migración y Asuntos Religiosos de la Segob 
y al Gobernador del estado de Jalisco su intervención a efecto de que se adoptaran 
las medidas cautelares necesarias tendentes a evitar violaciones a los Derechos Hu-
manos de difícil reparación, las cuales fueron aceptadas. No obstante, como conse-
cuencia del trato de que eran objeto los wixarikas disidentes, y ante el temor de ser 
agredidos y expulsados, en agosto de 2005 abandonaron sus casas y bienes mate-
riales para trasladarse a un albergue en la ciudad de Tepic, Nayarit. 
En el expediente de queja quedó debidamente documentado que, a pesar de que 

el Gobierno del estado de Jalisco manifestó su voluntad por encontrar medidas ten-
dentes a solucionar el conflicto, y participó en reuniones para tal efecto, su actuación 
no sólo no lo resolvió, sino que tampoco impidió, en su momento, el desplazamien-
to de dichas personas que se encontraban en esa entidad federativa a otra, ni les 
brindó el apoyo material y humano previamente y posteriormente, aun cuando el en-
tonces Secretario General de Gobierno afirmó haberse enterado por parte de un ser- GACETA 
vidor público de la Segob del desplazamiento antes de que ocurriera. Asimismo, se 1990/2008 
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evidenció que, consumado el desplazamiento, los indígenas afectados recibieron 
poco apoyo por parte del Gobierno del estado de Jalisco e incluso el mismo Secre-
tario General de Gobierno aseguró que se entregaron despensas y provisiones de ali-
mentos, sin embargo, debido a que se encontraban fuera de su jurisdicción, no con-
sideró “procedente continuar con dicha ayuda” (sic). En enero de 2008, personal de 
este Organismo Nacional constató las condiciones en que se encontraron los des-
plazados, quienes reciben apoyos económicos y sociales por parte del Programa para 
el Desarrollo Integral de la Familia del Gobierno del estado de Nayarit. Por lo ante-
rior, el Gobierno del estado de Jalisco incumplió con lo dispuesto por los artículos 
1o., párrafos primero y tercero; 2o., apartado A, fracción II, y apartado B, párrafo 
primero; 3o., párrafo primero; 4o., párrafos tercero y quinto, y 24, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 1o., 2o., 25 y 29 de la Ley de Asociacio-
nes Religiosas y Culto Público, al haberse acreditado la violación a los Derechos Hu-
manos, por motivos de intolerancia religiosa. 
Asimismo, respecto de las averiguaciones previas referidas, este Organismo Na-

cional constató la dilación en que se incurrió en la averiguación previa 69/2003, que 
contiene agregadas las actas ministeriales 89/2004 y 154/2004, ambas corresponden 
al caso de la señora Hermelinda Vázquez de la Cruz, quien sufrió lesiones al haber-
se incendiado su vivienda, toda vez que las autoridades ministeriales que intervinie-
ron en dicha indagatoria injustificadamente dejaron transcurrir el tiempo en exceso, 
sin que hubiese sido posible identificar a los responsables de los delitos, asegurando 
que como resultado de las investigaciones no existían elementos suficientes que pu-
diesen acreditar actos de intolerancia religiosa y se envió a reserva la indagatoria. Lo 
anterior vulneró los Derechos Humanos de las víctimas consagrados en los artículos 
20, apartado B, fracciones III, IV y VI, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como 2o., fracción II, de la Ley Orgánica de la Procuraduría Ge-
neral de Justicia del Estado de Jalisco. 
En tal virtud, esta Comisión Nacional emitió la Recomendación 7/2007, solicitan-

do al Gobernador del estado de Jalisco gire sus instrucciones a quien corresponda, a 
efecto de que, en coordinación con el Gobierno federal, se desarrollen de inmedia-
to las acciones para la solución del conflicto religioso que tiene lugar en la comunidad 
huichol en el municipio de Mezquitic; para ello se estima necesario que se generen 
las condiciones para proponer a las autoridades tradicionales y al grupo religioso en 
conflicto los sistemas de mediación y conciliación efectivos entre las partes, estable-
ciendo mesas de diálogo y haciendo prevalecer el pleno goce y ejercicio de la liber-
tad religiosa en dicho municipio; asimismo, para que se atienda la problemática de 
los indígenas huicholes desplazados del municipio de Mezquitic, y se tomen las me-
didas conducentes para que se cubran sus necesidades básicas de vivienda y servicios, 
así como de educación y salud. Se le recomendó también que ordene al Procurador 
General de Justicia de esa entidad federativa agilice de manera pronta y expedita 
la averiguación previa 69/2003, y la misma se resuelva conforme a Derecho. Asimis-
mo, se dé vista al Órgano Interno de Control de esa dependencia, con objeto de que 
se inicie el procedimiento administrativo correspondiente en contra de aquellos ser-
vidores públicos que han intervenido en citada indagatoria y, de ser el caso, se fin-
quen las responsabilidades respectivas; para que gire las instrucciones necesarias, a 
efecto de que se disponga lo necesario para llevar a cabo cursos de capacitación 
para los servidores públicos del Gobierno del estado y de los Gobiernos municipales 
de esa entidad federativa, respecto de las funciones que tienen encomendadas en 
la legislación vigente en materia de salvaguarda a los derechos a la libertad de creen-
cia y de culto, especialmente para evitar que en la convivencia entre las distintas aso-
ciaciones religiosas se susciten actos de intolerancia, y que instruya a quien corres-
ponda a efecto de que se inicie una campaña de difusión bilingüe sobre los derechos 
y libertades en materia religiosa, su observancia y respeto, especialmente en la zona 
de asentamientos huicholes, a través de pláticas, talleres y cursos dirigidos a la so-
ciedad en general, así como por conducto de carteles, cartillas, folletos y trípticos 
que tengan como propósito difundir los Derechos Humanos a la libertad religiosa. 



 

          

 
             

          

             

               
        

             

              

México, D. F., 25 de marzo de 2008 

Sobre el caso de las comunidades religiosas Adventista del Séptimo Día, 
Bautista e Iglesia Apostólica de la Fe en Cristo Jesús, de San Sebastián  
Teponahuaxtlán, municipio de Mezquitic, Jalisco 

C. P. Emilio González Márquez,
 
Gobernador Constitucional del estado de Jalisco
 

Muy distinguido señor Gobernador: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., párrafo se-
gundo; 6o., fracciones I, II y III; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 42; 44; 46, y 51, de la Ley de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su 
Reglamento Interno, ha examinado los elementos contenidos en el expediente 2005/2493/JAL/4/SQ, 
relacionados con el caso de las agrupaciones religiosas Adventista del Séptimo Día, Bautista e Iglesia 
Apostólica de la Fe en Cristo Jesús, de San Sebastián Teponahuaxtlán, municipio de Mezquitic, Jalis-
co, presentado por el señor Dagoberto Cirilo Sánchez, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 8 de junio de 2005, esta Comisión Nacional recibió, a través de la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Jalisco, el acta circunstanciada en la que se cer-
tificó la comparecencia del señor Dagoberto Cirilo Sánchez, quien manifestó he-
chos presuntamente violatorios a los Derechos Humanos de las agrupaciones 
religiosas Adventista del Séptimo Día, Bautista e Iglesia Apostólica de la Fe en Cris-
to Jesús, conformada por indígenas wixarikas (huicholes) de diversos poblados 
del municipio de Mezquitic, atribuibles al Subsecretario de Población, Migración 
y Asuntos Religiosos de la Secretaría de Gobernación (Segob), a la Comisionada 
Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI), al Gobernador del 
estado de Jalisco y a diversas autoridades estatales y municipales de esa entidad 
federativa. 

La queja consistió en que los indígenas wixarikas que cambiaron a una religión 
distinta de la tradicional huichol habían sido objeto de agresiones, discriminación 
y rechazo por parte de las autoridades huicholas y de sus comunidades, sin que las 
instancias gubernamentales precitadas solucionaran el problema. Agregó que exis-
tía en su contra una amenaza de expulsión por parte del Comisariado de Bienes 
Comunales de San Sebastián Teponahuaxtlán, Mezquitic, quien les dio hasta el 
20 de agosto de ese año para que retornaran a su religión o desalojaran sus tie-
rras, y el Presidente de Bienes Comunales de San Andrés Cohamiata advirtió que 
harían lo mismo con los disidentes de la comunidad de San Miguel Huaistita, por 
lo que temían por la integridad física de los feligreses. 

El quejoso precisó que desde 2003 denunciaron ante la citada Subsecretaría 
de Población, Migración y Asuntos Religiosos otros hechos por intolerancia reli-
giosa y desconocen las medidas adoptadas para solucionar el conflicto. Respec-
to de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, refirió que 
no habían “aclarado” a los indígenas huicholes el respeto a la libertad religiosa. 

Por lo que hace al Gobernador y al Secretario General de Gobierno, ambos del 
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critos de los días 27 de agosto de 2003, 1 de septiembre de 2004 y 7 de marzo 
de 2005, en los cuales solicitaron su intervención por hechos relacionados con 
intolerancia religiosa. Afirmó que se enteró que el Procurador para Asuntos Indí-
genas del Gobierno del estado hizo comentarios despectivos acerca de la religión 
cristiana, y el agente del Ministerio Público de Huejuquilla El Alto, Jalisco, no ha-
bía atendido las averiguaciones previas 28/2003 y 89/2004, iniciadas con motivo 
de las denuncias formuladas por intolerancia religiosa. 

B. Para la adecuada integración del expediente, este Organismo Nacional solicitó 
información y documentación a las autoridades señaladas como presuntas res-
ponsables, y requirió la adopción de medidas cautelares pertinentes. A los reque-
rimientos se dio respuesta, y su valoración se precisa en el capítulo de observa-
ciones del presente documento. 

II. EVIDENCIAS 

En el presente caso las constituyen: 

A. El acta circunstanciada del 2 de junio de 2005, en la cual un Visitador Adjun-
to de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco certificó la compa-
recencia del señor Dagoberto Cirilo Sánchez, en la que manifestó violación a los 
Derechos Humanos en contra de indígenas huicholes que practican una religión 
distinta a la del resto de su comunidad. Al acta se anexaron copias de los escritos 
del 27 de agosto de 2003, 1 de septiembre de 2004 y 7 de marzo de 2005, por 
los cuales miembros de la Iglesia Adventista del Séptimo Día comunicaron, en el 
primero, al Secretario General de Gobierno, y en los dos últimos, al Gobernador, 
ambos del estado de Jalisco, hechos relacionados con intolerancia religiosa y so-
licitaron su intervención. 

B. Las actas circunstanciadas de los días 11 de julio, 4 y 30 de agosto y 21 de di-
ciembre, todas de 2005, en las que personal de esta Comisión Nacional certificó 
las entrevistas sostenidas en distintas reuniones de trabajo con diversas autorida-
des gubernamentales, federales y estatales, al igual que tradicionales huicholas 
e indígenas wixarikas, así como con personal de la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Jalisco, en las que se expusieron diversos planteamientos relaciona-
dos con la problemática derivada del cambio de religión de algunos indígenas hui-
choles. 

C. El oficio 400/152/05, del 11 de julio de 2005, suscrito por el Subsecretario de 
Población, Migración y Asuntos Religiosos de la Segob, mediante el cual rindió 
el informe solicitado por esta Comisión Nacional en relación con la queja del se-
ñor Dagoberto Cirilo Sánchez, al cual anexó copia de documentación diversa, entre 
la que se destaca: 

1. El oficio AR-03/6500/03, del 10 de junio de 2003, por el que el Director de 
Normatividad de la Dirección General de Asociaciones Religiosas de la Segob 
solicitó al Secretario General de Gobierno del estado de Jalisco que se efectuara 
una investigación sobre hechos de intolerancia religiosa suscitados en diversas 
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2. El oficio AR-03/7087/03, del 25 de junio de 2003, mediante el cual el Director 
General de Asociaciones Religiosas de la Segob solicitó al Secretario General de Go-
bierno del estado de Jalisco salvaguardar la integridad física de los afectados y 
sus bienes, así como sus derechos constitucionales, en relación con los hechos 
materia del presente asunto. 

3. El oficio AR-03/7288/2005, del 13 de junio de 2005, por el que el citado Di-
rector General de Asociaciones Religiosas solicitó al Secretario General de Go-
bierno del estado de Jalisco que se tomaran las medidas necesarias para salva-
guardar los derechos y libertades religiosas de las familias evangélicas de Agua 
Fría, Acatita y San Sebastián Teponahuaxtlán, en el municipio de Mezquitic. 

4. El escrito del 20 de junio de 2005, por el cual el representante legal de la Igle-
sia Adventista del Séptimo Día solicitó al Director General de Asociaciones Reli-
giosas de la Segob su intervención para que los feligreses ubicados en Agua Fría 
no fueran desalojados de su comunidad por motivos religiosos. 

D. Los oficios 1013/05 y DGJ/665/2005-1138/2005, de los días 12 y 14 de julio 
de 2005, respectivamente, por los cuales el Secretario General de Gobierno del 
estado de Jalisco rindió el informe solicitado por esta Comisión Nacional, sobre 
la queja del señor Dagoberto Cirilo Sánchez. 

E. El oficio DGAJ/876/05, del 14 de julio de 2005, por el cual la Directora Gene-
ral de Asuntos Jurídicos de la CDI rindió el informe solicitado por este Organismo 
Nacional, respecto de la queja del señor Dagoberto Cirilo Sánchez. 

F. Los oficios CVG/DGAI/21923 y CVG/DGAI/21924, del 9 de agosto de 2005, 
por los que este Organismo Nacional solicitó la adopción de medidas cautelares 
al Subsecretario de Población, Migración y Asuntos Religiosos de la Segob y al 
Gobernador del estado de Jalisco, respectivamente, a fin de salvaguardar la inte-
gridad física y los bienes de los indígenas huicholes que profesaban una religión 
distinta a la del resto de su comunidad. 

G. Los oficios 400/210/05 y DGJ/779/2005-1465/2005, ambos del 10 de agos-
to de 2005, por los cuales el Subsecretario de Población, Migración y Asuntos 
Religiosos de la Segob y el Secretario General de Gobierno del estado de Jalisco, 
respectivamente, aceptaron las medidas cautelares solicitadas por esta Comisión 
Nacional y manifestaron las acciones realizadas tendentes a su cumplimiento. 

H. El oficio 350/2005, del 30 de agosto de 2005, por el cual el agente del Minis-
terio Público de Huejuquilla El Alto rindió el informe en relación con las actuacio-
nes realizadas sobre los hechos de intolerancia religiosa dentro de la averiguación 
previa 69/2003. 

I. El oficio 2114/2005, del 2 de septiembre de 2005, por el cual el Director de 
Supervisión de Derechos Humanos de la Procuraduría General de Justicia del Es-
tado de Jalisco remitió a este Organismo Nacional el informe del agente del Mi-
nisterio Público de Huejuquilla El Alto. 

J. La copia del escrito del 2 de septiembre de 2005, por el que afectados creyen-
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en Cristo Jesús informaron a la Asamblea General Ordinaria de Comuneros de 
San Sebastián Teponahuaxtlán, municipio de Mezquitic, entre otros aspectos, que 
se retiraron voluntariamente de sus comunidades debido a la intimidación y ame-
nazas que recibieron por parte de habitantes de las mismas, por profesar una 
religión distinta a la del resto de la población huichola. 

K. El oficio 1549/05, del 22 de septiembre de 2005, a través del cual el Secreta-
rio General de Gobierno del estado de Jalisco amplió la información requerida por 
esta Comisión Nacional, respecto de la queja del señor Dagoberto Cirilo Sánchez, 
y anexó copia incompleta de la averiguación previa 69/2003, indagatoria de la 
cual informó que contenían agregadas las actas ministeriales 89/2004 y 154/2004, 
relacionadas con el caso de la señora Hermelinda Vázquez de la Cruz. Asimismo, 
copia del oficio 309/2003, del 21 de mayo de 2003, por el cual la autoridad mi-
nisterial consignó al Juez de Primera Instancia en Colotlán, Jalisco, la indagatoria 
28/2003. 

L. El acta circunstanciada del 10 de enero de 2006, en la que personal de esta 
Comisión Nacional certificó la entrevista telefónica sostenida con el quejoso, en 
la que informó sobre el lugar donde habitaban las familias indígenas huicholes 
desplazadas, así como las condiciones de vida en las que se encontraban. 

M. El estudio técnico-antropológico realizado en la Cuarta Visitaduría General de 
esta Comisión Nacional, del 17 de mayo de 2006, relacionado con la cultura re-
ligiosa en comunidades indígenas wixarikas, y los elementos que eventualmente 
son generadores de conflictos en esa materia. 

N. El acta circunstanciada del 2 de octubre de 2006, en la que personal de esta 
Comisión Nacional certificó la entrevista telefónica sostenida con el quejoso, a 
través de la cual informó el traslado de las familias indígenas huicholes al ejido 
de Agua Milpa, municipio de Mesa del Nayar, Nayarit. 

O. Los oficios CVG/DGAI/40144 y CVG/DGAI/40145, del 30 de noviembre de 
2007, por los que este Organismo Nacional solicitó ampliación de información 
al Procurador General de Justicia del estado de Jalisco y al Secretario General de 
Gobierno de esa misma entidad. 

P. El oficio SAJ/2184/2007, del 13 de diciembre de 2007, a través del cual el Se-
cretario General de Gobierno del estado de Jalisco amplió la información reque-
rida por esta Comisión Nacional, y anexó copias del acuerdo 5850/2007, me-
diante el cual el Procurador General de Justicia del estado de Jalisco solicita al 
Coordinador General Jurídico de esa dependencia un informe sobre el estado 
que guarda la averiguación previa 69/2003. 

Q. El acta circunstanciada del 17 de enero de 2008, en la que personal de esta 
Comisión Nacional certificó la entrevista telefónica sostenida con el quejoso, en 
la que informó sobre las condiciones actuales de vida de los indígenas huicholes 
desplazados. 

R. El oficio 0175/2008, del 21 de enero de 2008, mediante el cual el Director de 
Supervisión de Derechos Humanos de la Procuraduría General de Justicia del Es-
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cadas dentro de la averiguación previa 69/2003, radicada en la Agencia del Mi-
nisterio Público de Huejuquilla El Alto. 

S. El acta circunstanciada del 1 de febrero de 2008, en la que personal de actua-
ciones de este Organismo Nacional certificó las entrevistas sostenidas con los 
agraviados y las condiciones de vida de los mismos en la comunidad de Agua 
Milpa, municipio de Mesa del Nayar, Nayarit, y de la entrevista realizada a las 
autoridades del Programa para el Desarrollo Integral de la Familia del Gobierno 
de Nayarit. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

Entre los días 16 y 18 de agosto de 2005, indígenas huicholes pertenecientes a 
diversas comunidades del municipio de Mezquitic, Jalisco, que profesan una re-
ligión distinta de la tradicional huichola, abandonaron sus casas ante las amena-
zas de ser agredidos por algunos de sus vecinos si no se salían de sus comunida-
des dentro del plazo que se les había comunicado. Por tal motivo, se trasladaron 
a un albergue de la Iglesia Apostólica de la Fe en Cristo, ubicada en la ciudad de 
Tepic, Nayarit. 

Esta Comisión Nacional carece de elementos que permitan evidenciar que el 
Gobierno de Jalisco haya realizado acciones para restituir a los agraviados sus tie-
rras o brindarles apoyo para la adquisición de otros inmuebles. De las constancias 
que integran el expediente, se advierte que el 18 de julio de 2006 se acordó en-
viar al archivo la averiguación previa 69/2003, radicada en la Agencia del Minis-
terio Público Investigadora de Huejuquilla El Alto, Jalisco, bajo el argumento de 
que no fue posible identificar en forma plena y fidedigna a el o los responsa-
bles del delito, así como que tampoco lograron ubicar y declarar al sujeto pasivo 
del delito. Se asentó también en el referido acuerdo que “ni mucho menos se 
han transgredido los derechos de intolerancia religiosa de la comunidad de Agua 
Fría municipio de Mezquitic, Jalisco” (sic). 

Este Organismo Nacional constató que, actualmente, estos indígenas huicho-
les habitan en la comunidad de Agua Milpa, municipio de Mesa del Nayar, Na-
yarit. Dichas personas viven en terrenos que solicitaron ante la Asamblea General 
de Ejidatarios de Agua Milpa, la cual les permitió asentarse en un litoral de la 
presa, bajo la advertencia de que no podían realizar actividades de pesca de tipo 
comercial, debido a que no son reconocidos como ejidatarios. Personal de este 
Organismo Nacional advirtió que las condiciones de vida de los agraviados son 
deplorables y carecen de los principales servicios, no obstante que reciben apoyo 
del Gobierno de Nayarit a través de proyectos productivos y orientación alimen-
taria. De igual manera, se advirtió que la Iglesia Adventista del Séptimo Día los 
apoya en la construcción de sus viviendas. 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis lógico-jurídico efectuado a las evidencias que integran el presente 
expediente de queja, esta Comisión Nacional advierte que han sido vulnerados 
los Derechos Humanos de los indígenas wixarikas que practican una religión dis-
tinta de la tradicional huichol, por el indebido ejercicio de la función pública, de-
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del Gobierno del estado de Jalisco. También se violaron los derechos a la no dis-
criminación, a la libertad religiosa, y a una pronta y eficaz procuración de justicia 
por parte de servidores públicos de dicho Gobierno estatal. Tales derechos se 
encuentran tutelados en los artículos 1o., párrafos primero y tercero; 2o., apar-
tado A, fracción II, y apartado B, párrafo primero; 3o., párrafo primero; 4o., 
párrafos tercero y quinto; 20, apartado B, fracciones III, IV y VI, y 24, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior, de acuerdo con 
las siguientes consideraciones: 

Conforme a las constancias que integran el expediente de mérito, se advierte 
que la problemática sobre intolerancia religiosa, de origen, data de tiempo atrás, 
cuando algunos indígenas huicholes de diversas comunidades del municipio de 
Mezquitic, Jalisco, comenzaron a adoptar creencias religiosas diferentes y cuya 
práctica ha provocado confrontaciones con la mayoría de la comunidad wixarika, 
que profesa otra religión. El conflicto ha perjudicado a aquellos que han cambia-
do de religión, ya que las creencias predominantes gravitan sensiblemente en el 
sistema de usos y costumbres de la comunidad huichol, que impone a los habi-
tantes de otros cultos, prácticas y cargas de trabajo durante las fiestas tradicio-
nales, que estos últimos consideran lesivas a sus principios religiosos. 

En el caso que nos ocupa, el quejoso manifestó que debido a que un grupo de 
indígenas huicholes de las comunidades de Agua Fría, Acatita, Recinta, El Roblito 
y Picachitos, “entre otras”, todas del municipio de Mezquitic, cambiaron a una 
religión distinta de la tradicional huichol, específicamente a la Adventista del Sép-
timo Día, a la Bautista y a la Iglesia Apostólica de la Fe en Cristo Jesús, y han sido 
objeto de agresiones, discriminación y rechazo por parte de las autoridades tra-
dicionales huicholas y su comunidad, sin que las autoridades gubernamentales 
involucradas solucionaran dicha problemática, ni salvaguardaran sus derechos. 

En efecto, en el expediente de queja ha quedado debidamente documentado 
que en una reunión entre indígenas huicholes, celebrada el 26 de mayo de 2005, 
los integrantes del Comisariado de Bienes Comunales de San Sebastián Tepona-
huaxtlán, del municipio de Mezquitic, comunicaron a aquellos que cambiaron de 
religión que debían retornar a la tradicional huichol o de lo contrario tendrían que 
abandonar su comunidad y, por ende, sus tierras y los derechos que les corres-
pondían como miembros de la misma. A dicha reunión asistieron representantes 
del Gobierno del estado de Jalisco, de la Subsecretaría de Población, Migración 
y Asuntos Religiosos de la Segob y de la CDI. 

Tal postura fue sostenida por las autoridades tradicionales wixarikas en las 
subsecuentes reuniones efectuadas en la localidad a fin de lograr una solución 
al conflicto. El argumento expuesto por las autoridades huicholas para tomar esa 
determinación sostiene que los indígenas que dejaron de profesar su religión tam-
bién dejaron de participar en las reuniones, ritos y actividades propias de la reli-
gión tradicional huichol, señalados en el Estatuto Comunal Huichol. 

Por su parte, los wixarikas evangélicos mencionaron que sólo se negaron a 
participar en el consumo ritual de peyote y alcohol, así como en otras prácticas 
de culto que consideran incompatibles con las creencias derivadas de las religio-
nes adoptadas. 

El conflicto contemplado en la presente Recomendación evidenció diversas 
violaciones, como son: 

A) La dilación e ineficacia en la procuración de justicia respecto de las averigua-
ciones previas que se iniciaron por diversas agresiones que, desde octubre de 2003, 
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De las constancias remitidas por la Procuraduría General de Justicia del Estado 
de Jalisco, se advierte que dos mujeres indígenas wixarikas fueron objeto de agre-
siones. Fue el caso de la señora María Isabel Serio de la Cruz, cuya hija, después 
de haber sido localizada por personal ministerial, ya que a raíz de las agresio-
nes infligidas tuvo que abandonar la localidad, manifestó que “hace aproxima-
damente ocho años que Salvador Carrillo de la Cruz golpeó a mi mamá... porque 
pertenecemos a la religión de los cristianos evangélicos... porque ya no quiso 
participar en las fiestas tradicionales de los huicholes, ni cumplir con las obliga-
ciones tradicionales de la comunidad”. 

El quejoso refirió que, en el 2004, una mujer cristiana perteneciente a esa et-
nia resultó con lesiones de gravedad al haber sido incendiada su vivienda, lo que 
originó el inicio del acta ministerial 89/2004. Por oficio 168/2004, del 15 de no-
viembre de ese año, el Jefe de Grupo de la Policía Investigadora de la Procuradu-
ría General de Justicia del Estado de Jalisco informó a la autoridad ministerial que 

[...] por comentarios que obtuvimos dentro de las investigaciones nos dimos 
cuenta que supuestamente los hechos en los cuales resultara lesionada Her-
melinda, se podían atribuir a que esta persona perteneció a un grupo de 
religión de los llamados “Adventistas”. Aunque en ese mismo informe se-
ñaló que “después de haber realizado las indagaciones ya mencionadas, y 
no haber obtenido ningún dato, indicio o testimonio que ayuden al escla-
recimiento de lo que se investiga, es por lo que por el momento se da por 
terminada la presente...” 

Como puede advertirse, a partir del primer evento suscitado por intolerancia 
religiosa, la falta de actuación eficaz de la autoridad que impidiera la continuidad 
de tales hechos generó una repetición de acontecimientos en los que indígenas 
wixarikas que han abandonado la religión tradicional huichola para asumir cual-
quier otra han sido objeto no sólo del rechazo y la discriminación por parte de sus 
propias autoridades tradicionales y de algunos de sus vecinos, sino también de 
agresiones que constituyen conductas delictivas, tales como amenazas, intimi-
dación, lesiones, además de la pérdida de sus bienes, posesiones y eventuales de-
rechos comunales. 

El quejoso manifestó que ni él ni los agraviados conocían el estado en que se 
encontraban la averiguación previa 28/2003 y el acta ministerial 89/2004. Cabe 
mencionar que en las constancias referidas se encuentra el oficio del 21 de mayo 
de 2003, por el cual la indagatoria 28/2003 fue remitida al Juez de Primera Ins-
tancia en Colotlán, en esa entidad federativa, en contra del señor Marcelino Pa-
checo Guisar, por su probable responsabilidad penal en la comisión del delito de 
amenazas cometido en agravio de Luis González López. 

Posteriormente, el entonces Secretario General de Gobierno del estado de Ja-
lisco mencionó que la averiguación previa 69/2003 contiene agregadas las actas 
ministeriales 89/2004 y 154/2004; y que ambas corresponden al caso de la se-
ñora Hermelinda Vázquez de la Cruz. De tales constancias se desprende que la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Jalisco ha incurrido en dilación en 
la integración de la averiguación 69/2003, que incluye las otras dos mencionadas, 
toda vez que las autoridades ministeriales que intervinieron en dicha indagatoria, 
injustificadamente dejaron transcurrir el tiempo en exceso, sin que hubiese sido 
posible identificar a los responsables de los delitos y asegurando que como pro-
ducto de las investigaciones no existían elementos suficientes que pudiesen acre-
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Efectivamente, de las actuaciones ministeriales remitidas por el Gobierno del 
estado de Jalisco se desprende que, el 9 de octubre de 2003, el licenciado An-
tonio Aceves Vargas, entonces Agente del Ministerio Público de Huejuquilla El 
Alto, Jalisco, inició la averiguación previa derivada del escrito del señor Jaime Luna 
Hernández, en la que denunció hechos presuntamente delictivos en agravio de 
los señores Felipe Benítez Díaz y Jesús Núñez Carrillo, correspondiéndole el nú-
mero 69/2003. Dichos agravios comprendían hechos originados por diferencias 
religiosas entre los miembros de la citada comunidad. 

El 13 del mes y año citados compareció el señor Felipe Benítez Díaz, quien se 
querelló por daños en sus bienes. Ahora bien, del 13 de octubre de 2003 hasta 
el 1 de marzo de 2004, fecha en que el Jefe de Grupo de la Policía Investigadora 
de la Procuraduría General de Justicia Estatal rindió su informe sobre la investi-
gación que realizó respecto de los hechos denunciados, transcurrieron casi cinco 
meses. Luego, hasta el 21 de abril de 2004, es decir, más de un mes y medio des-
pués, se continuó con esa indagatoria, abocándose en ese año a la localización 
de uno de los presuntos agraviados, aunque no se advierte el resultado de esa 
actuación. Posteriormente, hasta el 21 de junio de ese año se prosiguió con la in-
vestigación. 

El 12 de febrero de 2004, la señora Hermelinda Vázquez de la Cruz ingresó a 
la Cruz Roja de Guadalajara, Jalisco, por quemaduras en su cuerpo; posterior-
mente fue trasladada al Antiguo Hospital Civil en esa ciudad. Los días 12 y 18 
de ese mes, las autoridades ministeriales adscritas a esos nosocomios intentaron 
recabar su declaración, sin lograrlo por su estado de salud, y aun cuando median-
te acuerdo del 19 de ese mes, el agente del Ministerio Público adscrito al hospi-
tal referido acordó que se requerían efectuar diversas diligencias para el esclare-
cimiento de los hechos y que, por tal motivo, remitía la indagatoria a la autoridad 
ministerial de Colotlán, Jalisco, no se advierte ninguna otra actuación tendente 
a lograr la declaración de la lesionada, diligencia por demás importante en la in-
vestigación. Fue hasta el 15 de noviembre de ese año, es decir, ocho meses des-
pués, que el Jefe de Grupo de la Policía Investigadora del estado rindió el infor-
me que le fuera solicitado por el agente del Ministerio Público de Huejuquilla El 
Alto. 

Esta dilación ha propiciado que con el transcurso del tiempo se perdieran evi-
dencias que, en su momento, pudieron permitir conocer la verdad histórica de 
los hechos que motivaron las lesiones de la señora Hermelinda Vázquez de la 
Cruz, tales como realizar la inspección ocular, pruebas periciales, el dictamen 
médico-legista y recabar oportunamente los testimonios de vecinos, entre otros. 
En cambio, hasta el 5 de julio de 2005, es decir, a más de un año de haber ocu-
rrido el evento, la autoridad ministerial se abocó a localizar a la entonces lesio-
nada en la comunidad huichola de San Sebastián Teponahuaxtlán. 

Similar situación ocurrió con el caso de la señora María Isabel Serio de la Cruz, 
de cuyos agravios la autoridad ministerial de Huejuquilla El Alto, Jalisco, tuvo co-
nocimiento el 8 de septiembre de 2004, a través de dos reporteros de una em-
presa televisiva, y hasta el 19 de julio de 2005 logró recabar la declaración de su 
hija, quien manifestó que fue agredida por pertenecer a una religión distinta de 
la tradicional huichol. 

En virtud de lo anterior, esta Comisión Nacional, conforme a las evidencias re-
cabadas, tiene la plena convicción de que se ha incurrido en dilación e ineficacia 
en la procuración de justicia de la averiguación previa 69/2003, que incluye las 
actas ministeriales 89/2004 y 154/2004, que corresponden al caso de la señora 
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B) Por otro lado, desde el punto de vista de la libertad religiosa, esta Comisión 
Nacional tiene la plena convicción de que el asunto expuesto por el quejoso, Da-
goberto Cirilo Sánchez, evidencia claramente un conflicto por intolerancia religio-
sa y no un problema agrario, como lo expusieron tanto el representante de la 
Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, como el entonces 
Director General de Asuntos Agrarios del Gobierno del estado de Jalisco, en las 
reuniones mencionadas en párrafos precedentes. 

El problema religioso derivó en un conflicto de tierras y de derechos comuna-
les, toda vez que el Presidente de Bienes Comunales de San Sebastián Tepona-
huaxtlán externó en diversas ocasiones que aquellos indígenas que no retornaran 
a su religión perderían sus tierras y derechos comunales. Asimismo, agregó que 
la expulsión también obedecía a que no cumplían con las actividades comunita-
rias que debían de realizar, y que varios de ellos eran invasores de tierras. 

En este contexto, los usos y costumbres son aquellas disposiciones que los pue-
blos y comunidades indígenas aplican y observan al interior de sus grupos y que 
son producto de los sistemas normativos tradicionales, mantenidos a través de 
generaciones, que en el caso particular se incorporaron al Estatuto Comunal Hui-
chol. Cabe destacar que el Estado mexicano reconoce que la preservación de los 
ritos y tradiciones del pueblo indígena huichol es fundamental para la conserva-
ción de su identidad, y al formar parte de sus usos y costumbres, se encuentran 
protegidos por el artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

Los sistemas normativos de las comunidades indígenas basados en sus usos y 
costumbres han sido fundamentales para reforzar la cohesión de los grupos in-
dígenas, salvaguardando así su identidad comunitaria. Sin embargo, esta Comi-
sión Nacional estima que es posible preservar esa tradición sin que sea excluyen-
te con otras maneras de relacionarse con lo sagrado. 

En este tenor, el referido artículo 2o. de la Carta Magna señala que la nación 
tiene una composición pluricultural, sustentada originalmente en sus pueblos in-
dígenas y reconoce su derecho a aplicar sus propios sistemas normativos en la 
regulación y solución de sus conflictos, siempre que se respeten los Derechos 
Humanos. 

Es de suma importancia destacar que, en el presente caso, se transgredieron 
las disposiciones legales contenidas en el artículo 24 de la Constitución Federal, 
que establece que todo hombre es libre para profesar la creencia religiosa que 
más le agrade y practicar las ceremonias, devociones o actos del culto respectivo, 
siempre que no constituyan un delito o falta penados por la ley, reconociendo al 
individuo la libertad religiosa. 

Por otra parte, cabe señalar que toda vez que las autoridades de Jalisco no apli-
caron medidas eficaces para evitar que se agrediera a los indígenas huicholes que 
profesaban una religión distinta de la mayoría, transgredieron las disposiciones 
contenidas en los artículos 1o., 2o., 25 y 29 de la Ley de Asociaciones Religiosas 
y Culto Público, y por ende ha quedado debidamente acreditada la violación a 
los Derechos Humanos, por motivos de intolerancia religiosa. Dichos artículos pre-
ceptúan, en síntesis, que la libertad religiosa es de observancia general en todo 
el territorio nacional y que es obligación del Estado mexicano garantizar a los in-
dividuos tal derecho, evitando que persona alguna sea obligada a prestar sus ser-
vicios personales, participar o contribuir involuntariamente en ritos, ceremonias, 
festividades o actos de culto religioso de otra agrupación religiosa, impedir que 
en la convivencia entre diversas entidades religiosas se ejerza violencia física, pre-
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En el estudio-técnico antropológico realizado por personal de este Organismo 
Nacional resalta que el modo de vida de la etnia huichol está impregnado de su 
religiosidad, por lo que no existe una clara división entre la vida ritual y la inhe-
rente a actos derivados de su organización social y política. La religión de los 
huicholes, como resultado del sincretismo, el cual constituye parte de los usos y 
costumbres que les rigen en la actualidad. No obstante ello, la defensa de los De-
rechos Humanos de los pueblos indígenas debe contemplar la integración de los 
sistemas normativos vigentes que explicitan los derechos fundamentales de to-
dos los habitantes, con los contenidos en los sistemas tradicionales generado por 
usos y costumbres, así como esquemas de arbitraje, conciliación y reconciliación, 
donde participen todas las partes interesadas, para encontrar, por esas vías, so-
luciones a los conflictos religiosos en sus comunidades. 

Para esta Comisión Nacional es importante hacer notar que sólo mediante la 
tolerancia, el diálogo, la aceptación de las diversas creencias al interior de las co-
munidades indígenas, y la búsqueda de acciones de colaboración de los integran-
tes de dichas comunidades en favor de la misma, podrán coexistir ambas órbitas 
de derechos fundamentales; por un lado, la vigencia y aplicación de sus usos, 
costumbres y tradiciones, y, por el otro, el derecho humano a la libertad religio-
sa, incluyendo la posibilidad de adoptar otras distintas o ninguna, frente a la tra-
dicional o la predominante. 

En materia de discriminación, la Constitución Federal, en el precitado artículo 
2o., apartado B, párrafo primero, también ordena que la Federación, los estados 
y los municipios deberán promover la igualdad de oportunidades de los indígenas 
y eliminar cualquier práctica discriminatoria; que establecerán las instituciones y 
determinarán las políticas necesarias para garantizar la vigencia de los derechos 
indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales debe-
rán ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos. 

Por lo tanto, esta Comisión Nacional considera que en el presente caso se trans-
gredió la garantía individual consagrada en el artículo 1o., párrafo tercero, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en cuyo texto ordena la 
prohibición de “toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el 
género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, 
la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra que aten-
te contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los dere-
chos y libertades de las personas”. 

De las evidencias con que cuenta este Organismo Nacional se advierte que, 
con motivo del cambio de religión de algunos indígenas huicholes, las autoridades 
tradicionales wixarikas manifestaron en reiteradas ocasiones, durante las reunio-
nes que se celebraron para tratar de conciliar a las partes en conflicto, que si 
éstos no regresaban a las creencias religiosas propias de su etnia, no tenían de-
recho alguno de permanecer en su comunidad y, por ende, de gozar de las pre-
rrogativas que como grupo étnico tienen, lo cual denota discriminación e into-
lerancia hacia quienes no comparten la misma religión. 

Es importante destacar que algunos indígenas entrevistados por personal de 
esta Comisión Nacional expusieron el trato diferente y desventajoso que tenían 
respecto del resto de su comunidad, como un castigo por haber asumido otra re-
ligión. Sobre este aspecto, de las mismas constancias levantadas no se acredita 
que las autoridades estatales relacionadas con el asunto que nos ocupa hayan 
realizado acciones tendentes a evitar el trato desigual, con lo que se incurrió en 
discriminación de esa minoría religiosa. 
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Para esta Comisión Nacional quedaron debidamente evidenciados el rechazo 
y la discriminación por parte de las autoridades tradicionales huicholas hacia los 
indígenas wixarikas que cambiaron de religión, sin que las autoridades guberna-
mentales competentes hubiesen realizado acciones eficaces tendentes a evitar 
tales actitudes, lo que propició intimidación entre estos últimos y, con ello, el 
desplazamiento de los mismos hacia otros lugares, con la consecuente pérdida 
de bienes y menoscabo de sus derechos. 

Por otra parte, quedó evidenciado que la autoridad ministerial incurrió en in-
debido ejercicio de la función pública, al incumplir con lo dispuesto por el artícu-
lo 2o., fracción II, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del 
Estado de Jalisco, que ordena que al Ministerio Público corresponde velar por la 
legalidad y por el respeto de los Derechos Humanos en la esfera de su compe-
tencia, así como promover la pronta, completa y debida impartición de justicia. 
La dilación y falta de integración cabal de las averiguaciones previas antes des-
critas, evidencian las violaciones en que incurrió el Ministerio Público. 

Asimismo, la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado 
de Jalisco, en su artículo 61, fracción I, ordena que todo servidor público, para 
salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que debe 
observar en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, y sin perjuicio de sus 
derechos y obligaciones laborales, tiene la obligación de cumplir con la máxima 
diligencia el servicio que le sea encomendado, y abstenerse de cualquier acto u 
omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio o implique abuso 
o ejercicio indebido de su empleo, cargo o comisión. 

Igualmente, la autoridad estatal incumplió con lo dispuesto en los artículos 1 
y 2 de la Declaración sobre la Eliminación de todas las Formas de Intolerancia y 
Discriminación Fundadas en la Religión o las Convicciones adoptada por la Asam-
blea General de la Organización de las Naciones Unidas, que establece que toda 
persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión 
y este derecho incluye la libertad de tener una religión o cualquiera convicciones 
de su elección, así como la libertad de manifestar su religión o sus convicciones 
individual o colectivamente, tanto en público como en privado, mediante el cul-
to, la observancia, la práctica y la enseñanza. Señala que nadie será objeto de 
discriminación por motivos de religión o convicciones por parte de ningún Estado, 
institución, grupo de personas o particulares, entendiendo por ésta toda distin-
ción, exclusión, restricción o preferencia fundada en la religión o en las convic-
ciones y cuyo efecto sea la abolición o el menoscabo del reconocimiento, el goce 
o el ejercicio en pie de igualdad de los Derechos Humanos y las libertades fun-
damentales. 

Esta Comisión Nacional considera que no deben pasarse por alto o tolerar 
acciones que menoscaben otros Derechos Humanos fundamentales, como lo es 
la integridad física, y por ningún motivo se puede permitir que, en aras de la 
protección de los usos y costumbres de un pueblo, se cometan delitos en contra 
de quienes no los practican, como tampoco expresar “invitaciones” que encubren 
amenazas e intimidación basadas en la violencia para hacer que las personas 
asuman una determinada religión. 

El señor Dagoberto Cirilo Sánchez expresó en su queja que existía una ame-
naza de expulsión por parte de los integrantes del Comisariado de Bienes Comu-
nales de San Sebastián Teponahuaxtlán para aquellos indígenas wixarikas que 
no retornaran a la religión tradicional huichol, teniendo de plazo hasta el 20 de 
agosto de 2005. 

En virtud de lo anterior y ante el estado de incertidumbre que prevalecía en 
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2005 al Subsecretario de Población, Migración y Asuntos Religiosos de la Segob 
y al Gobernador del estado de Jalisco su intervención a efecto de que se adop-
taran las medidas cautelares necesarias tendentes a evitar violaciones a los De-
rechos Humanos de difícil reparación, incluyendo aquellas que garantizaran a las 
familias huicholas evangélicas que no fueran expulsadas de sus comunidades. 
Dichas medidas cautelares fueron aceptadas por ambos servidores públicos. 

No obstante lo anterior, como consecuencia del trato de que eran objeto los 
wixarikas disidentes, y ante el temor de que se generara un clima de violencia en 
el cual podrían ser agredidos por sus vecinos y expulsados de su comunidad, 
además de que las reuniones con las autoridades gubernamentales, tradiciona-
les huicholas y comunales habían sido infructuosas, en el mes de agosto de 2005 
abandonaron sus casas y bienes materiales para trasladarse a un albergue en la 
ciudad de Tepic, Nayarit. 

Para esta Comisión Nacional, la decisión tomada por el grupo amenazado es 
entendible, toda vez que, en diversas reuniones, algunas autoridades gubernamen-
tales, específicamente el Procurador para Asuntos Indígenas del Gobierno del 
estado de Jalisco, afirmó que, en su carácter de funcionario público y como inte-
grante de la cultura huichola, respetaba la decisión que fuera a tomar la Asamblea 
General de la comunidad; que por supuesto exigía que retornaran a su religión 
si querían permanecer en su comunidad y mantener sus tierras, y que, además, 
debían de cumplir con el Estatuto Comunal Huichol, adoptando sus usos y cos-
tumbres. 

El citado Procurador para Asuntos Indígenas indicó en julio de 2005 a personal 
de este Organismo Nacional que “en su calidad de indígena huichol estimaba que 
pudieran generarse actos de violencia en la región. Por tal motivo solicitaba a 
esta Comisión Nacional la implementación de medidas cautelares y planteó la po-
sibilidad que se adquirieran terrenos fuera de esa área, a fin de reubicar a los 
indígenas disidentes” (sic), propuesta que no se materializó por parte del Gobier-
no del estado de Jalisco, aunque sí se emitieron las citadas medidas cautelares. 

De igual modo, el representante de la Comisión Nacional para el Desarrollo de 
los Pueblos Indígenas señaló que los huicholes debían cumplir integralmente con 
sus derechos y obligaciones como comuneros y como miembros de su cultura. 

Esta Comisión Nacional reconoce la participación de las autoridades federales 
y estatales, así como la de las autoridades tradicionales huicholas, en reuniones 
celebradas para solucionar el conflicto, sin embargo, esta participación fue insu-
ficiente para impedir la expulsión de los huicholes desplazados. 

Toda vez que los indígenas huicholes se encontraban asentados en Jalisco, la 
participación del Gobierno de esa entidad federativa fue fundamental en el de-
sarrollo del conflicto. Resulta pertinente señalar que la Constitución Política de Ja-
lisco reconoce los derechos consagrados en la Constitución Federal, entre los que 
se encuentra el derecho a la libre determinación de los pueblos indígenas, y tam-
bién el derecho a la libertad de creencia religiosa; además, el artículo 25 de la 
Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público establece que los Gobiernos esta-
tales son auxiliares de la Federación en la atención y resolución de los conflictos 
que se susciten por motivos religiosos. 

Aun cuando el Gobierno del estado de Jalisco aceptó las medidas cautelares 
que esta Comisión Nacional le dirigió, dio seguimiento al asunto, manifestó su vo-
luntad por encontrar soluciones, participó en reuniones para tal efecto y ordenó 
vigilancia en la zona de conflicto, su actuación no solucionó el asunto, ni impidió, 
en su momento, el desplazamiento de dichas personas a otra entidad. Tampoco 
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que algunos desplazados manifestaron que sólo en pocas ocasiones vieron a 
personal de seguridad en la región. 

Este Organismo Nacional considera oportuno señalar que no se trata de un 
asunto inédito para el Gobierno de Jalisco, toda vez que previamente, por hechos 
semejantes de intolerancia religiosa ocurridos en otra comunidad wixarika del 
mismo municipio de Mezquitic, esta Comisión Nacional emitió la Recomendación 
62/2004, del 31 de agosto de 2004. 

Asimismo, de las constancias recabadas no se advierte que el Gobierno del es-
tado de Jalisco haya previsto las medidas emergentes para el caso de que los in-
dígenas huicholes tuvieran que salir de su comunidad y trasladarse a un lugar cer-
cano y seguro, con los servicios básicos que todo ser humano requiere, pese a 
que el entonces Secretario General de Gobierno informó a este Organismo Nacio-
nal que días antes de ocurrir el desplazamiento, un servidor público de la Segob 
le comunicó que los feligreses evangélicos habían decidido emigrar de las tierras 
de la comunidad indígena wixarika, y trasladarse hacia un poblado del estado de 
Nayarit. Tampoco proveyeron de ningún servicio o apoyo cuando, posteriormen-
te, los representantes de las Iglesias a las que pertenecen los llevaron a un alber-
gue en Nayarit. 

Una vez consumado el desplazamiento, según manifestaron algunos de los 
agraviados, así como dos representantes de esa religión, recibieron escaso apoyo 
por parte del Gobierno de Jalisco. Sobre el particular, el entonces Secretario 
General de Gobierno aseguró que se entregaron despensas y provisiones de ali-
mentos. Sin embargo, debido a que se encontraban fuera de su jurisdicción, no 
consideró “procedente continuar con dicha ayuda” (sic). 

Por su parte, algunos wixarikas desplazados externaron a personal de esta Co-
misión Nacional que deseaban que se les proporcionara un terreno o espacio a 
donde pudieran convivir sin el temor de ser amenazados y agredidos por sus creen-
cias religiosas, además de que se les protegiera o se cubriera el costo de los bienes 
que tuvieron que dejar, incluyendo sus animales. 

Lo expuesto por el entonces Secretario General de Gobierno del estado de 
Jalisco, aunado a la omisión para prestar ayuda a los desplazados dentro de esa 
entidad federativa, puso de manifiesto el desinterés por atender la problemática 
del grupo indígena que por intolerancia religiosa y discriminación tuvo que aban-
donar sus viviendas y propiedades. 

Por lo que se refiere a la satisfacción de sus necesidades básicas, debe obser-
varse que la conducta omisa para solucionar el conflicto y evitar la expulsión de 
los indígenas que cambiaron de religión por parte de las autoridades del estado 
de Jalisco, así como en la salvaguarda del derecho humano a la libertad de ejer-
cer y practicar la religión o culto de su preferencia, contribuyó a que se violaran 
los Derechos Humanos de los indígenas huicholes que tuvieron que abandonar 
sus comunidades al verse amenazados por sus coterráneos y las autoridades co-
munales y tradicionales huicholas. 

Como consecuencia del desplazamiento de un sector de la población indígena 
huichol de su comunidad de origen hacia otro estado de la República, además 
de sufrir el daño en su patrimonio por la pérdida de sus viviendas y propiedades, 
generó la problemática adicional de resolver las nuevas necesidades de vivienda, 
educación y subsistencia básicas, derechos consagrados en los artículos 3o., pá-
rrafo primero, y 4o., párrafos tercero y quinto, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

Cabe destacar que en visita de trabajo realizada por personal adscrito a este 
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nes en que habitan los indígenas desplazados, quienes reciben apoyos económi-
cos y sociales, para la implementación de proyectos productivos por parte del 
Programa para el Desarrollo Integral de la Familia del Gobierno del estado de 
Nayarit. 

Esta Comisión Nacional observa que, al ser expulsados de su comunidad y 
privados de sus bienes, la autoridad estatal incumplió también con lo ordenado 
por el artículo 20, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que establece los derechos fundamentales de la víctima del delito o 
del ofendido, específicamente en sus fracciones III y VI, que disponen que éstos 
tienen el derecho de recibir, desde la comisión del delito, atención médica y psi-
cológica de urgencia, y a solicitar las medidas y providencias que prevea la ley 
para su seguridad y auxilio. 

De igual manera, esta Comisión Nacional advierte que el Estatuto Huichol 
constituye la base para la organización económica, política, cultural y social de 
la comunidad wixarika y su cumplimiento es obligatorio para todos los comune-
ros. En él expresamente disponen, como límites del mismo, el respeto a la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la observación de los Derechos 
Humanos y las disposiciones contenidas en el convenio 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo. En tal virtud, no es legítimo argumentar que el despla-
zamiento de los indígenas huicholes evangélicos tuvo su fundamento en el ejer-
cicio de “usos y costumbres” establecidos en las disposiciones y normas que 
comprenden el propio Estatuto, ya que las mismas evidencian un límite a los De-
rechos Humanos establecidos en el artículo 2o., apartado A, fracción II, de la 
Constitución Política. Este precepto reconoce y consagra a favor de las comuni-
dades indígenas su autonomía para aplicar sus sistemas normativos en la regu-
lación y solución de conflictos, aunque también determina expresamente la limi-
tante de su aplicación, la cual se basa precisamente en el respeto de los Derechos 
Humanos, enfatizando de manera relevante el respeto a la libertad de creencia 
y culto. 

En este tenor, se debe tener presente que la impunidad genera reiteración de 
conductas delictivas, por lo que no se debe ignorar la amenaza que hizo el Pre-
sidente de Bienes Comunales de San Andrés Cohamiata, municipio de Mezquitic, 
Jalisco, quien refirió que harían lo mismo con los indígenas huicholes que son 
miembros de las Iglesias referidas de la comunidad de San Miguel Huastita “en-
tre otras”. 

En relación con los acontecimientos expuestos en el 2005, que se refieren a 
personas distintas de las contempladas en la Recomendación 62/2004, dicha 
autoridad federal solicitó al Gobierno de Jalisco que interviniera en el caso, a fin 
de solucionar el problema, sin que éste hubiese puesto en práctica medidas efi-
caces para evitar la consumación de los hechos violatorios a los Derechos Huma-
nos, tales como las agresiones, el rechazo, la discriminación y el desplazamiento 
de un grupo de indígenas wixarikas por motivos de intolerancia religiosa, por lo 
que, con la actitud omisa de la autoridad estatal, se transgredieron, en agravio 
de este grupo social, el derecho a la libertad religiosa. 

Por todo lo anterior y tomando en consideración que las violaciones a los De-
rechos Humanos de los indígenas huicholes que cambiaron a una religión distin-
ta de la tradicional, en San Sebastián Teponahuaxtlán, municipio de Mezquitic, 
Jalisco, se han comprobado en los términos expuestos, esta Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos considera procedente formular, respetuosamente, a 
usted, señor Gobernador del estado de Jalisco, las siguientes: 
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V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Se sirva girar sus instrucciones a quien corresponda, a efecto de que, 
en coordinación con el Gobierno federal, se desarrollen de inmediato las acciones 
para la solución del conflicto religioso que tiene lugar en la comunidad huichol 
en el municipio de Mezquitic; para ello, se estima necesario que se generen las 
condiciones para proponer a las autoridades tradicionales y al grupo religioso en 
conflicto los sistemas de mediación y conciliación efectivos entre las partes, es-
tableciendo mesas de diálogo y haciendo prevalecer el pleno goce y ejercicio de 
la libertad religiosa en dicho municipio. 

SEGUNDA. Emita sus instrucciones a quien corresponda, a fin de que se atienda 
la problemática de los indígenas huicholes desplazados del municipio de Mezqui-
tic, y se tomen las medidas conducentes para que cubran sus necesidades básicas 
de vivienda y servicios, así como de educación y salud. 

TERCERA. Se sirva instruir al Procurador General de Justicia de esa entidad fede-
rativa, a fin de que se agilice de manera pronta y expedita la averiguación previa 
69/2003, y la misma se resuelva conforme a Derecho. Asimismo, se dé vista al 
Órgano Interno de Control de esa dependencia, con objeto de que se inicie el 
procedimiento administrativo correspondiente en contra de aquellos servidores 
públicos que han intervenido en citada indagatoria y, de ser el caso, se finquen 
las responsabilidades respectivas. 

CUARTA. Instruya a quien corresponda, a efecto de que se disponga lo necesa-
rio para llevar a cabo cursos de capacitación para los servidores públicos del Go-
bierno del estado, y de los Gobiernos municipales de esa entidad federativa 
respecto de las funciones que tienen encomendadas en la legislación vigente en 
materia de salvaguarda a los derechos a la libertad de creencia y de culto, espe-
cialmente para evitar que en la convivencia entre las distintas asociaciones reli-
giosas se susciten actos de intolerancia. 

QUINTA. Se sirva girar sus instrucciones a quien corresponda, a efecto de que se 
inicie una campaña de difusión bilingüe sobre los derechos y libertades en ma-
teria religiosa, su observancia y respeto, especialmente en la zona de asentamien-
tos huicholes, a través de pláticas, talleres y cursos dirigidos a la sociedad en ge-
neral, así como por conducto de carteles, cartillas, folletos y trípticos que tengan 
como propósito difundir los Derechos Humanos a la libertad religiosa. 

La presente Recomendación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 102, 
apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el 
carácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular por parte de servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de la dependencia administrativa 
o cualquiera otra autoridad competente, para que, dentro de sus atribuciones, 
apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad cometida. 

De conformidad con el artículo 46, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, solicito a usted que la respuesta sobre la 
aceptación de esta Recomendación se envíe a esta Comisión Nacional dentro del 
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fundamento jurídico, solicito a usted que, en su caso, las pruebas correspondien-
tes al cumplimiento de la recomendación que se les dirige se envíen a esta Co-
misión Nacional dentro de un término de 15 días hábiles siguientes a la fecha en 
que haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la pre-
sente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente
 
El Presidente de la Comisión Nacional
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Recomendación 8/2008 
Sobre el recurso de impugnación de los señores 

Enrique Palestina Huerta y otros 

SÍNTESIS: El 14 de enero de 1999, los señores Enrique Palestina Huerta y otros, quie-
nes prestaban sus servicios como policías municipales en Terrenate, Tlaxcala, fueron 
despedidos de su trabajo por el entonces Presidente Municipal, por lo que el 9 de 
marzo de ese año demandaron su reinstalación ante el Tribunal Superior de Conci-
liación y Arbitraje en la ciudad de Tlaxcala, Tlaxcala, lo cual dio inicio el juicio laboral 
57/99, y en el que el 23 de octubre de 2002 la Magistrada de la Sala Laboral Buro-
crática del Tribunal Superior de Justicia del estado emitió resolución, condenando al 
H. Ayuntamiento de Terrenate de esa entidad federativa a reinstalar a los agraviados 
en el puesto que desempeñaban. 
Por lo expuesto, y al no cumplir el H. Ayuntamiento Municipal de Terrenate, Tlax-

cala, con el laudo emitido en su contra dentro del referido expediente laboral 57/99, 
los señores Enrique Palestina Huerta y otros, el 8 de agosto de 2005, interpusieron 
una queja ante la Comisión Estatal, la cual inició el expediente CEDHT/181/2005-1, 
en el que una vez integrado se acreditaron violaciones al derecho al acceso a la im-
partición de justicia, tutelado por el artículo 17, párrafo tercero, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; lo establecido en el artículo 9o. del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, así como las disposi-
ciones contenidas en los artículos 6, y 7, inciso J), del Protocolo Adicional a la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos, que establecen el derecho de toda 
persona a la seguridad de la relación laboral, así como a la protección que le garan-
tice por parte de las autoridades competentes el cumplimiento de toda decisión en 
que se haya estimado procedente respecto de sus intereses, como la readmisión o 
indemnización en su centro de trabajo en caso de una separación de su empleo sin 
causa justificada, por lo que el 27 de febrero de 2007 la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Tlaxcala emitió la Recomendación 02/2007, a ese H. Ayuntamiento. 
En respuesta al documento recomendatorio, el entonces representante legal del 

H. Ayuntamiento de Terrenate, Tlaxcala, informó que por cuanto hace al primer pun-
to de la Recomendación 02/2007 se aceptaba, pero no así el segundo, argumentan-
do que corresponde a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del estado, mediante 
la afectación de partidas presupuestales a los ayuntamientos y/ o municipios, cum-
plir con el laudo, considerando que por ello el Presidente Municipal no incurrió en 
responsabilidad. 
Por lo anterior, los señores Enrique Palestina Huerta y otros, el 24 de mayo de 

2007, presentaron un recurso de impugnación ante el Organismo Local, mismo que 
fue enviado y recibido en esta Comisión Nacional el 31 de mayo de 2007, por lo cual 
se inició al expediente 2007/191/1/RI. 
Del análisis del expediente citado, este Organismo Nacional consideró que quedó 

plenamente acreditada la violación a los derechos fundamentales de seguridad ju-
rídica y legalidad, así como el derecho a la administración de justicia, tutelados por 
los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en perjuicio de los recurrentes, al no cumplir cabalmente el H. Ayuntamiento de Te-
rrenate, Tlaxcala, con la resolución del Tribunal Superior Laboral, con lo cual se cau-
sa un perjuicio a los señores Enrique Palestina Huerta y otros, tanto en el aspecto 
económico como en el de seguridad social, y con ello se vulneró además lo estable-
cido en los artículos 25.1, y 25.2, inciso c), de la Convención Americana sobre De-
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el cumplimiento, por parte de las autoridades competentes, de toda decisión de jue-
ces y tribunales superiores, así como el artículo 7, párrafo primero, inciso d), del Pro-
tocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el cual pone énfasis en el respeto de 
los derechos reconocidos al trabajador por la ley. 
Por ello, esta Comisión Nacional, con fundamento en el artículo 66, inciso a), de 

la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, confirmó la Recomenda-
ción 02/2007, emitida por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Tlaxcala al 
H. Ayuntamiento Constitucional de Terrenate, Tlaxcala, y formuló el 27 de marzo de 
2008 a ese H. Ayuntamiento la Recomendación 08/2008, para que se sirva instruir 
a quien corresponda que se dé cumplimiento a la Recomendación emitida por la 
Comisión Estatal de Derechos Humanos de Tlaxcala el 27 de febrero de 2007. 

México, D. F., 27 de marzo de 2008 

Sobre el recurso de impugnación de los señores Enrique Palestina Huerta y otros 

CC. integrantes del H. Ayuntamiento Constitucional de Terrenate, Tlaxcala 

Distinguidos señores: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1; 3, último párrafo; 
6, fracciones IV y V; 15, fracción VII; 55; 61, y 66, inciso a), de la Ley de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, así como 159, fracción IV; 160; 167, y 168, de su Reglamento Interno, ha exa-
minado los elementos contenidos en el expediente 2007/191/1/RI, relacionados con el recurso de 
impugnación interpuesto por los señores Enrique Palestina Huerta y otros, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. Los días 8 y 29 de agosto de 2005, el señor Enrique Palestina Huerta y otros 
interpusieron una queja y una ampliación de la misma ante la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos de Tlaxcala, en contra del Gobernador Constitucional, Se-
cretario de Finanzas, Auditor de Fiscalización Superior del Congreso, Procurador 
General de Justicia y H. Ayuntamiento de Terrenate, todos del estado de Tlaxca-
la, en la cual los ahora recurrentes precisaron que prestaban sus servicios como 
policías municipales en Terrenate, Tlaxcala, y que el 14 de enero de 1999 fueron 
despedidos por el entonces Presidente Municipal, por lo que el 9 de marzo de 
ese mismo año demandaron la reinstalación en su trabajo ante el entonces Tri-
bunal de Conciliación y Arbitraje en la ciudad de Tlaxcala, Tlaxcala, con lo cual 
se inició el juicio laboral número 57/99, el que una vez substanciado fue resuel-
to mediante laudo emitido el 23 de octubre de 2002, en el que se condenó al 
H. Ayuntamiento de Terrenate, Tlaxcala, a reinstalarlos y al pago de diversas pres-
taciones económicas, sin que en las fechas que acudieron a la Comisión Estatal 
se haya cumplido con dicho laudo. 

B. En virtud de esos hechos, la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Tlax-
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investigaciones correspondientes, el 27 de febrero de 2007 dirigió la Recomen-
dación 02/2007 al H. Ayuntamiento de Terrenate, Tlaxcala, presidido en ese en-
tonces por el señor Amando Becerra Luna, en los siguientes términos: 

PRIMERA. Giren sus instrucciones a quien corresponda para el efecto de 
que se dé inmediato cumplimiento al laudo de fecha 23 de octubre de 2002, 
dictado por la Lic. María Esther Juanita Munguía Herrera, Magistrada de la 
Sala Laboral Burocrática del Tribunal Superior de Justicia del Estado. 

SEGUNDA. Iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa en con-
tra del C. Amando Becerra Luna, Presidente Municipal de Terrenate, Tlax., 
y de quien o quienes, en su caso, pudieran resultar responsables por el in-
cumplimiento del laudo aludido, y por no rendir los informes requeridos por 
esta Institución que presido; en términos de lo previsto por la Ley de Res-
ponsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Tlaxcala. 

Cabe destacar que la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Tlaxcala, res-
pecto de la inconformidad de los quejosos en contra del Gobernador Constitu-
cional, Secretario de Finanzas y Procurador General de Justicia, de esa entidad fe-
derativa, no emitió pronunciamiento alguno, en razón de competencia y con 
fundamento en los artículos 20, fracción II, y 21, fracción III, de su Ley. 

Por lo que hace al Órgano de Fiscalización Superior del Congreso del Estado, 
confirmó que éste ha exhortado al H. Ayuntamiento de Terrenate, Tlaxcala, al 
cumplimiento del laudo precisado. 

C. Por medio de los oficios sin número del 11 y 17 de abril de 2007, el H. Ayun-
tamiento de Terrenate, Tlaxcala, informó a la Comisión Estatal de Derechos Huma-
nos de Tlaxcala la aceptación del primer punto recomendatorio y, respecto del 
segundo, manifestó su no aceptación, con el argumento de que es un asunto de 
carácter laboral; además, el cumplimiento del laudo corresponde a la Secretaría 
de Finanzas, mediante la afectación de partidas presupuestales a los ayuntamien-
tos y/o municipios, tal como lo establece la Ley Laboral de los Servidores Públicos 
del Estado de Tlaxcala y sus Municipios. 

D. El 9 de mayo de 2007, mediante el oficio S.E. /208/2007, del 30 del abril del 
mismo año, la Comisión Estatal notificó al señor Enrique Palestina Huerta y otros 
que no se aceptó la Recomendación 02/2007 por el H. Ayuntamiento de Terre-
nate, Tlaxcala, por lo cual el 24 del mes y año citados en primer término se pre-
sentó el recurso de impugnación ante el Organismo Local. 

E. El 31 de mayo de 2007, esta Comisión Nacional recibió el oficio P/379/2007, 
del 28 del mes y año citados, suscrito por el licenciado Ricardo Amaro Ramírez, 
Presidente de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Tlaxcala, por medio 
del cual remitió el escrito de impugnación del señor Enrique Palestina Huerta y 
otros, en el que manifestaron su inconformidad por la no aceptación de la Reco-
mendación 02/2007 por parte del H. Ayuntamiento de Terrenate. 

F. Por lo anterior, se radicó en este Organismo Nacional el recurso de impugnación 
2007/191/1/RI y se solicitó al Presidente Municipal Constitucional de Terrenate, 
Tlaxcala, el informe correspondiente, obsequiándose lo requerido, cuya valoración 
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II. EVIDENCIAS 

En este caso las constituyen: 

A. El oficio P/379/2007, del 28 de mayo de 2007, recibido en este Organismo 
Nacional el 31 del mes y año citados, mediante el cual la Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de Tlaxcala remitió a esta Comisión Nacional copia certifica-
da del escrito de impugnación presentado por el señor Enrique Palestina Huerta 
y otros. 

B. La copia certificada del expediente de queja CEDHT/181/2005-1, integrado 
ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Tlaxcala, de cuyo contenido 
se destaca lo siguiente: 

1. La copia simple del laudo del 23 de octubre de 2002, emitido dentro del ex-
pediente laboral 57/99, por la Sala Laboral Burocrática del H. Tribunal Superior 
de Justicia del Estado de Tlaxcala. 

2. El acuerdo del 15 de abril de 2003, suscrito por la Magistrada de la Sala La-
boral Burocrática del H. Tribunal Superior de Justicia del Estado de Tlaxcala, den-
tro del expediente 57/99, en el que señaló las 09:00 horas del 28 de abril del 
mismo año para que el H. Ayuntamiento de Terrenate, Tlaxcala, reinstalara en 
su trabajo a los ahora recurrentes, sin que dicho Órgano Colegiado haya compa-
recido por conducto de su representante legal. 

3. El acuerdo del 27 de junio de 2003, emitido dentro del expediente laboral 
57/99, en el que la Magistrada de la Sala Laboral Burocrática del H. Tribunal Su-
perior de Justicia del Estado de Tlaxcala determinó dar por terminada la relación 
laboral y condenó al H. Ayuntamiento de Terrenate, Tlaxcala, al pago de la in-
demnización constitucional correspondiente a cada uno de los actores. 

4. Los escritos de queja y ampliación de la misma, suscritos por el señor Enrique 
Palestina Huerta y otros, presentados ante la Comisión Estatal de Derechos Hu-
manos de Tlaxcala los días 8 y 29 de agosto de 2005, que dieron origen al expe-
diente de queja CEDHT/181/2005-1. 

5. Los oficios PVG/442/05, PVG/490/05 y PVG/559/05, de la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos de Tlaxcala, dirigidos al Presidente Municipal de Terrena-
te, Tlaxcala, que según sello del H. Ayuntamiento respectivo fueron recibidos el 
12 de septiembre, 13 de octubre y 12 de noviembre de 2005, respectivamente, 
con los cuales le requirió informe relativo a los hechos motivo de la queja, sin 
que esa autoridad municipal hubiera dado respuesta. 

6. La copia de la Recomendación 02/2007, del 27 de febrero de 2007, que la 
Comisión de Derechos Humanos de Tlaxcala dirigió a los ciudadanos integrantes 
del H. Ayuntamiento de Terrenate, Tlaxcala. 

7. Los oficios sin número del 11 y 17 de abril de 2007, suscritos por el represen-
tante legal y por los integrantes del H. Ayuntamiento del municipio de Terrenate, 
Tlaxcala, con los que se comunicó a la Comisión de defensa de los Derechos Hu-
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y la no aceptación del segundo, contenidos en la Recomendación 02/2007, del 
27 de febrero de 2007. 

8. Los oficios sin número, del 27 de junio y 10 de julio de 2007, por los que el 
Presidente Municipal y el Síndico Municipal y representante legal del H. Ayunta-
miento de Terrenate, Tlaxcala, rindieron el informe solicitado por esta Comisión 
Nacional y expusieron las razones por las que se aceptó parcialmente la Reco-
mendación del Organismo Local. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 14 de enero de 1999, los señores Enrique Palestina Huerta, Cornelio de Gante 
García, Pedro Wiliulfo Loaiza Concha, Víctor González León, Lucas Hernández Ro-
jas, Agustín Hernández Concha, Aarón Palafox Morales y Francisco Fernández 
Rivera, quienes prestaban sus servicios como policías municipales en Terrenate, 
Tlaxcala, fueron despedidos de su trabajo por el señor Felipe Montiel Ugarte, 
entonces Presidente Municipal, por lo que el 9 de marzo de ese año demandaron 
su reinstalación ante el Tribunal Superior de Conciliación y Arbitraje en la ciu-
dad de Tlaxcala, Tlaxcala, con lo cual se inició el juicio laboral 57/99, en el que 
el 23 de octubre de 2002 la Magistrada de la Sala Laboral Burocrática del Tribu-
nal Superior de Justicia del Estado de Tlaxcala emitió su resolución, condenando 
al H. Ayuntamiento de Terrenate, de esa entidad federativa, a reinstalar a los agra-
viados en el puesto que desempeñaban y con las mismas funciones que desarro-
llaban antes de ser despedidos, además del pago de salarios caídos hasta que el 
laudo fuera cumplido, entre otras prestaciones laborales; el laudo mencionado 
se encuentra firme al haber sido negado el amparo D-80/2002, promovido por 
el H. Ayuntamiento de Terrenate, por parte del Tribunal Superior Colegiado del 
Vigésimo Octavo Circuito en el Estado de Tlaxcala, el 6 de marzo de 2003, en con-
tra de dicho laudo. 

En tal virtud, con motivo de la integración del expediente de queja número 
CEDHT/181/2005-1, y al acreditarse ante el Organismo Local protector de Dere-
chos Humanos que el Presidente Municipal y/o el H. Ayuntamiento Municipal de 
Terrenate, Tlaxcala, no dio cumplimiento al laudo de referencia, el 27 de febrero 
de 2007 emitió la Recomendación 02/2007, al considerar que por esa omisión 
se violaron los Derechos Humanos de los ahora recurrentes. 

En respuesta al documento recomendatorio, la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Tlaxcala recibió los oficios sin número del 11 y 17 de abril de 2007, 
por los cuales el señor Miguel Palestina Ramírez, entonces representante legal 
del H. Ayuntamiento de Terrenate, Tlaxcala, informó que por cuanto hace al pri-
mer punto de la Recomendación se aceptaba, pero no el segundo punto, argu-
mentando que el Presidente Municipal del H. Ayuntamiento de Terrenate, Tlax-
cala, en ningún momento se ha negado a cumplir con el pago del laudo, por lo 
que no se configura ninguna responsabilidad establecida en la ley respectiva; 
aunado a que el cumplimiento del laudo es un asunto de carácter laboral y co-
rresponde a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del estado, mediante la afec-
tación de partidas presupuestales a los ayuntamientos y/ o municipios, tal como 
lo establece la Ley Laboral de los Servidores Públicos del Estado de Tlaxcala y sus 
Municipios. 

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Tlaxcala hizo del conocimiento 
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ridad con el oficio S.E. /208/2007, del 30 de abril de 2007, recibido el 9 de mayo 
del mismo año, por lo cual el 24 del mes y año citados presentaron su recur-
so de impugnación ante el Organismo Local, mismo que fue enviado y recibido en 
esta Comisión Nacional el 31 de mayo de 2007, por lo cual se inició al expedien-
te 2007/191/1/RI, en el cual esta Institución Nacional, el 12 de junio de 2007, 
solicitó al entonces Presidente Municipal de Terrenate, Tlaxcala, el informe respec-
tivo, que se obsequió en su oportunidad, reiterando su negativa para aceptar 
dicha Recomendación. 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis lógico-jurídico de las evidencias que integran el expediente 2007/ 
191/1/RI, este Organismo Nacional llega a la conclusión de que los agravios que 
hacen valer los recurrentes son fundados, en virtud de que la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos de Tlaxcala emitió la Recomendación 02/2007, al quedar 
plenamente acreditada la violación a los derechos fundamentales de seguridad 
jurídica y legalidad, así como el derecho al acceso a la impartición de justicia, tu-
telados por los artículos 14, párrafo segundo; 16, párrafo primero, y 17, párrafo 
segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en agravio 
de los señores Enrique Palestina Huerta y otros, por parte del H. Ayuntamiento de 
Terrenate, Tlaxcala, derivado del incumplimiento del laudo emitido el 23 de oc-
tubre de 2002 dentro del expediente laboral 57/99. 

Por su parte, este Organismo Nacional, para la debida integración del recurso 
de impugnación 2007/191/1/RI, solicitó al Presidente Municipal Constitucional de 
Terrenate, Tlaxcala, un informe en el que motivara la causa legal por la cual no 
aceptó la Recomendación número 02/2007 que le dirigiera la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos de Tlaxcala, mismo que en respuesta señaló que el Orga-
nismo Local no tiene competencia para conocer de asuntos laborales, en términos 
del artículo 102, apartado B, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, por lo que debió abstenerse de conocer del asunto en 
términos del artículo 20, fracción III, de la Ley de la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Tlaxcala. 

Al respecto, este Organismo Nacional considera que el argumento que se hace 
valer es inconducente, en virtud de que acorde a lo previsto por el artículo 102, 
apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Co-
misión Nacional y los Organismos Locales de protección a los Derechos Humanos 
de las entidades federativas conocerán de quejas en contra de actos u omisiones 
de naturaleza administrativa provenientes de cualquier autoridad o servidor pú-
blico, con excepción de los del Poder Judicial de la Federación. 

En este sentido, la Comisión Estatal no conoció ni resolvió respecto de alguna 
cuestión jurisdiccional de fondo, en virtud de que el aspecto que abordó es emi-
nentemente administrativo, al demostrarse el incumplimiento del laudo corres-
pondiente al juicio laboral 57/99, por parte del referido H. Ayuntamiento. Lo 
anterior se corrobora con el acuerdo /01, del 17 de enero de 2007, emitido por 
el Consejo Consultivo de la Comisión Estatal, en el que sustancialmente se deter-
mina en el Punto Primero Resolutivo: que el cumplimiento de una sentencia o 
laudo por parte de autoridades, servidores públicos destinatarios de los mismos, 
se considera una omisión de naturaleza administrativa, por lo que constituye una 
violación a los Derechos Humanos, y, por tanto, la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Tlaxcala es competente para conocer de quejas que se presenten 
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Ahora bien, esta Comisión Nacional observa que el señor Enrique Palestina Huer-
ta y otros fueron objeto, por parte del Ayuntamiento, del despido de su trabajo, 
lo que afectó sus intereses laborales y, por ello, acudieron ante la autoridad del 
trabajo correspondiente para demandar del Gobierno Municipal les resarciera en 
el goce de los derechos laborales que les fueron afectados y, una vez substan-
ciado el juicio 57/99, se condenó al Ayuntamiento a reinstalarlos en las plazas 
de las cuales fueron separados y ordenar el pago de los salarios caídos hasta el 
cumplimiento, por lo que en este orden de ideas no se está en presencia de un 
acto estrictamente de naturaleza jurisdiccional o laboral, ya que en la especie, la 
queja presentada ante el Organismo Local se centró en la necesidad de que la au-
toridad municipal de Terrenate, Tlaxcala, cumpliera con lo ordenado por la auto-
ridad laboral en el laudo respectivo, situación que hasta el momento de emitir 
este documento no ha ocurrido. 

Por lo anterior, esta Comisión Nacional advierte que el H. Ayuntamiento de 
Terrenate, Tlaxcala, al no cumplir cabalmente con lo resuelto por el Tribunal Su-
perior Laboral, lo cual ha causado estado, sigue ocasionando perjuicios a los se-
ñores Enrique Palestina Huerta y otros, tanto en el aspecto económico como en 
el de seguridad social y, con ello, como se ha manifestado, viola los derechos fun-
damentales de legalidad y seguridad jurídica, así como el derecho al acceso a la 
impartición de justicia tutelados por los artículos 14, párrafo segundo; 16, párra-
fo primero, y 17, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como lo establecido en los artículos 25.1, y 25.2, inciso c), de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que se refiere al compromiso 
que asume el Estado de garantizar el cumplimiento, por parte de las autoridades 
competentes, de toda decisión de jueces y Tribunal Superiores; asimismo, el atícu-
lo 7, párrafo primero, inciso d), del Protocolo Adicional a la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, el cual pone énfasis en el respeto de los derechos reconocidos al tra-
bajador por la ley. 

No es óbice para llegar a la anterior conclusión el que la autoridad municipal 
haya aceptado el primer punto recomendatorio y, asimismo, manifieste que el 
cumplimiento del laudo se ha realizado de manera parcial, en virtud de que la 
Sala Laboral Burocrática del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Tlaxca-
la embargó cuentas bancarias de dicho Ayuntamiento, y las cantidades que se 
encontraban en esas cuentas bancarias fueron puestas a disposición de la Sala, 
a través del banco denominado HSBC, mediante dos billetes de depósito y a su 
vez ésta hizo entrega material a los actores de dichas cantidades, pues si bien es 
cierta tal circunstancia, no acredita el cabal cumplimiento del laudo, tal como lo 
ordenó la autoridad laboral del conocimiento. 

Por otra parte, para este Organismo Nacional no pasó inadvertido que en el 
documento recomendatorio se resaltó que el Presidente Municipal Constitucional 
de Terrenate, Tlaxcala, fue omiso en dar respuesta a la solicitud de información 
que se le formuló, así como a los recordatorios que se le realizaron con el propó-
sito de cumplir con el procedimiento de integración del expediente de queja 
CEDHT/181/2005-1, acorde con lo dispuesto por los artículos 37 y 38 de la Ley 
de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Tlaxcala, y 65 y 68 del Regla-
mento Interior; omisión con la que el edil violentó el contenido del artículo 59, 
fracción III, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos para el 
Estado de Tlaxcala y, por tal motivo, con fundamento en los artículos 60 de la 
Ley de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, así como 69 y 70 de su Regla-
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ginó que el Organismo Local protector de Derechos Humanos solicitara al Ayun-
tamiento de Terrenate, Tlaxcala, instaurara un procedimiento administrativo al 
Presidente Municipal referido, con fundamento en el artículo 70, fracción VI, y 
último párrafo, del Reglamento Interior de la Comisión Estatal de Derechos Hu-
manos de Tlaxcala, así como el título cuarto de la Ley de Responsabilidades de 
los Servidores Públicos para el Estado de Tlaxcala, sin que tampoco hubiera res-
puesta alguna al respecto. 

No obstante la negativa de la referida autoridad municipal a dar contestación 
a los requerimientos del Organismo Local, éste, con el propósito de solucionar 
con inmediatez el caso de los ahora recurrentes, trató por la vía conciliatoria de 
llegar a un arreglo con las partes, pero de igual manera el Presidente Municipal 
de Terrenate, Tlaxcala, no atendió tal planteamiento, por lo que quedó eviden-
ciada la nula voluntad de ese servidor público a dar cumplimiento al laudo emi-
tido del 23 de octubre de 2002, que se encuentra firme. 

Por otra parte, en cuanto a la negativa de aceptación del segundo punto reco-
mendatorio por parte de la autoridad municipal, al considerar el H. Ayuntamien-
to de Terrenate, Tlaxcala, que el Presidente Municipal de Terrenate, Tlaxcala, ha 
sostenido pláticas conciliatorias con los recurrentes y corresponde a la Secretaría 
de Finanzas del Estado, mediante la afectación de partidas presupuestales de los 
ayuntamientos y/o municipios, cumplir con los laudos, así como que el Presiden-
te Municipal referido fue electo popularmente, por lo que no se le puede fincar 
de manera directa procedimiento de responsabilidad administrativa, sino que pri-
meramente debe estar sujeto a juicio político, porque ostenta un cargo de elec-
ción popular, tal y como lo establece la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Tlaxcala. 

No es óbice para llegar a la anterior conclusión el hecho de que los hoy recu-
rrentes, en términos de la Ley Laboral de los Servidores Públicos del Estado de 
Tlaxcala, hayan solicitado a la Sala Laboral requiriera a la Secretaría de Finanzas 
la afectación de las partidas conducentes y que ésta, en su momento, haya acor-
dado de conformidad tal petición, pues si bien es cierta esa circunstancia, ello 
no exime al H. Ayuntamiento de Terrenate, Tlaxcala, del cumplimiento del laudo 
emitido el 23 de octubre de 2002, por la Sala Laboral Burocrática del H. Tribunal 
Superior de Justicia del Estado de Tlaxcala, en el expediente laboral 57/99. 

Por último, respecto del argumento en el sentido de que el Presidente Munici-
pal fue electo popularmente, por lo que no se le puede fincar de manera directa 
procedimiento de responsabilidad administrativa, sino que primeramente debe estar 
sujeto a juicio político, esa apreciación jurídica es infundada, porque si bien es 
cierto que el artículo 107, primer párrafo, de la Constitución Política del Estado Li-
bre y Soberano de Tlaxcala refiere a los representantes de elección popular, tam-
bién lo es que en el segundo párrafo del mismo artículo se señala cuáles son los 
servidores públicos que deben estar sujetos a juicio político, por lo que en con-
cordancia con el artículo 109, primer párrafo, de la citada Constitución se exclu-
ye a los Presidentes Municipales del referido juicio político; en consecuencia, el 
Presidente Municipal de Terrenate, Tlaxcala, debe ser investigado por el H. Ayunta-
miento de ese municipio, acorde a lo establecido en el artículo 69, fracción I, de 
la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos para el Estado de Tlaxcala. 

En tal virtud, esta Comisión Nacional, con fundamento en el artículo 66, inci-
so a), de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, confirma la 
legalidad de la Recomendación 02/2007, emitida por la Comisión Estatal de De-
rechos Humanos de Tlaxcala al H. Ayuntamiento Constitucional de Terrenate, Tlax-
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V. RECOMENDACIÓN 

ÚNICA. Se sirva instruir a quien corresponda que se dé cumplimiento a la Reco-
mendación 02/2007, emitida por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
Tlaxcala el 27 de febrero de 2007, en el expediente CEDHT/181/2005-1. 

La presente Recomendación, conforme a lo señalado en el artículo 102, aparta-
do B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el carác-
ter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una de-
claración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra-
tivas o cualesquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atri-
buciones, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad co-
metida. 

De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, solicito a usted que la respuesta sobre la 
aceptación de esta Recomendación, en su caso, nos sea informada dentro del 
término de 15 días hábiles siguientes a su notificación. 

Igualmente, con apoyo en el mismo fundamento jurídico, le pido que las 
pruebas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación que se le dirige 
se envíen a esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos dentro de un 
término de 15 días hábiles siguientes a la fecha en que haya concluido el plazo 
para informar sobre la aceptación de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará a lugar a que se interprete que la 
presente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos quedará en libertad para hacer pública precisamente esta 
circunstancia. 

Atentamente 
El Presidente de la Comisión Nacional 
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